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Excmo. Sr.: 

Desde que por vez primera se dió cumplimiento a lo pre- 

ceptuado en el art. 15 de la ley de 14 de Octubre de 1882, Ila- 

mada adicional a la Orgsnica del Poder judicial que a pesar 

del carácter provisorio que expresamente le fué atribuído, con 

adiciones y modificaciones que imponen por modo urgente 

una nueva codificación, viene rigiendo desde 1870, han trans- 

currido más de cuatro decenios, periodo que alcanza ya, prin- 

cipalmente en nuestra época sujeta a continua mudanza, ca- 

racterísticas de ciclo histórico. Figuras eminentes de la Cáte- 

dra y del Foro, Magistrados prestigiosos, Letrados insignes, 

sintetizaron en estas Memorias anuales el tesoro envidiable 

de su experiencia y de su doctrina. La colección de las Ilama- 

das Memorias de Fiscalía-y no deben ser dejadas en olvido 

las de muchos Fiscales de Audiencia territorial y provincial- 

lejos de representar únicamente u n  acopio de relaciones for- 

mularias, ha llegado a constituir, no sólo una síntesis exposi- 

tiva de los problemas jurídicos y sociales que han debido en 

el transcurso de cuarenta y un años preocupar a los juzgado- 

res, sino que también acervo singular y copioso de verdade- 

ra y no ocasional jurisprudencia digno de no ser olvidado en 

momento alguno, por cuanto para el progreso del Derecho y 

perfeccionamiento de las leyes no cabe poner in non cale las 



enseñanzas que, ora con carhcter de jurisprudencia interprc- 

tando y fijando el sentido de los textos legales, ora con el 
de admonición indicadora de la necesidad de nuevas normss, 

surgen de la cotidiana actuación de aquella voluntad constan- 

te y perpetua de atribuir a cada uno lo suyo, en la cual estriba 

en todo orden la función de administrar justicia o de promo- 

verla en nombre del interes piiblico. 

Quien desempeña hoy, con mejor voluntad que mereci- 

mientos propios, el elevado cargo de Fiscal general de la Re- 

pública, hallase Excmo. Sr., en situación de inferioridad, gran- 

de y notoria, respecto de sus ilustres predecesores. A la dis- 

paridad de ingenio y condiciones súmase el poco tiempo 

transcurrido en el ejercicio de su alta misión contrariada ade- 

mas, en lo que tiene de función rectora de la unidad del Mi- 

nisterio público, por las exigencias de un juicio penal que 

ocupara no pocas semanas y por las dificultades que implica 

en el llamado periodo de vacaciones el cumplimiento de los 

preceptos reglamentarios. 

No por ello dejará el que suscribe de cumplir como mejor 

pueda cuanto la ley le ordena. Para las omisiones JT defectos 

en que necesariamente ha de incurrir, debe, de antemano, 

solicitar benevolencia. 
* * .* 

La administración de justicia ha tenido efecto durante el 

año judicial que fine, con normal rendimiento. En algunos 

'rribunales y Juzgados, no pocos en nbmero, los funcionarios 

han dado pruebas de actividad y celo relevantes. Repartidos 



desigualmente los pleitos y causas en el vasto territorio del 

área nacional, el incremerito de asuntos que implican, de una 

parte,Qa implantacién de la ley de Divorcio; de otra, los pro- 
-- -- - - - --/ 

blemas agrarios y de orden público, suscitados en multitud de 

regiones, y, de otra, el aumento de recursos contencioso-ad- 

ministrativos cuya interposición autoriza el Estatuto munici- 

pal y facilita en gran manera la gratuidad que por recientes 

disposiciones legales les ha sido reconocida, han venido, por 

modo notorio, a multiplicar el trabajo de Audiencias y Juzga- 

dos harto recargados ya. A pesar de ello, el ritmo usual de 

los procedimientos, salvo contadas excepciones, no ha sufri- 

do alteración ni retroceso. Los té.rminos legales han sido ob- 

servados y en la motivación de las resoluciones no se  han re- 

velado ni los apremios de tiempo, ni l'a preocupación que 

necesariamente origina la acumulación de cuestiones diversas, 

y a las veces entre sf incongruentes a meditar y resolver. 

Como se ha dicho, el celo y competencia de los funcionarios 

ha sobrepujado gallardamente los obst~culos que las circuns- 

tancias aglomeraran para dificultar el cumplimiento de sus al- 

tos deberes. 

S e  arguye, con todo, que la administración de justicia, 

salvo cuando se trata de algunos procedimientos especiales, 

es  generalmente lenta. Ciertamente, lo resulta en multiplicidad 

de  casos, y no cabe olvidar que en todos, tanto en la órbita 

de la contención civil como en la de la sanción penal, la rapi- 

dez es condición esencial de la Justicia. 

Si ésta estriba en dar a cada uno lo suyo, el discernir lo 



que sea de cada cual y el otorgdrselo, derecho es de la parte 

que lo reclaiiia y para el juzgador obligación apremiante cuyo 

cumplimiento no admite mora. Cuando ésta existe, aun justifi- 

cada, es de interés público procurar que desaparezcan sus mo- 

tivos. Por ello ha procurado el que suscribe inquirirlos, al solo 

objeto de someterlos a la consideración de V. E. De los rela- 

cionados con las normas procesales deberemos ocuparnos en 

el desarrollo de esta Memoria, concretándoitos ahora a obser- 

var los que, abstracción hecha de las reglas de procedimien- 

to, podrfan llamarse causas generales de retraso comunes a 

todas las jurisdicciones, cabe señalar, de una parte, la misma 

acumulación de asuntos que impide el sincronismo de los ac- 

tos que por su misnia naturaleza deben ser orales o implican 

el desplazamiento del Juez o Tribunal. Así, por ejemplo, en 

algunas Audiencias las vistas y juicios han de ser señalados 

para fecha en muchos meses alejadti del propio señalamien- 

to, y ello a pesar de no perdonar trabajo las Salas, en algunas 

de las cuales-hecho que puede estimarse limitación del de- 

recho de los respectivos defensores y aun riesgo para la Jus- 

ticia misma- se señalan habitualmente tres y cudtro vistas G 

juicios por día. En ,pleitos civiles llaman en no pocos autos la 

atención los largos paréntesis que se  observan entre los dis- 

tintos períodos del juicio, especialmente entre el de proposi- 

ción y el de práctica de pruebas, e inquirida la razón d e  ello, 

no resu:ta otra que la existencia de otros testigos a oír, de 

otras diligencias a practicar, de otros procedimieritos urgentes 

a que atender. 



De otra parte, son frecuentemente los mismos litigantes 

quienes, tanto como parte en el juicio, lo son a dilatar por 

modo injustificado el curso normal del procedimiento. Pres- 

cindiendo de los retardos maliciosos o de la multiplicación 

de recursos, con harta repetición innecesarios, se observa que 

no sólo se  agotan los términos, sino que, como regla gene- 

ral, se utilizan todas las prórrogas legales, y que en las vistas 

se  solicita, en algunos puntos con cartícter de habitualidad, la 

suspensiór. haciendo preciso nuevo señalamiento que no 

puede, por lo que se  ha expresado antes, acordarse con la 

rapidez deseable. 

Finalniente. fiitiles incidencias contribuyen a aumentar los 

retrasos. La tardanza en facilitar el papel sellado necesario, 

la demora en u n  reintegro de timbre, la producción de uri Bo- 

letin Oficial o la devolución de iin exhorto meramente ritua- 

rio, dilatan en no pocas ocasiones la pronta expeclición de los 

negocios. 

Las medidas adoptadas para evitar esos atrasos resultan 

totiavia insuficientes y, dadas la diversidad de concausas que 

a ello contribuyen, será conveniente la adopción de resolucio- 

nes también diversas, ya que unas han de tender por obra 

legislativa a la simplificaciOn del procedimiento y otras han 

de requerir meros recursos disciplinarios para que no se con- 

crete la observancia de la ley a la letra de la misma, sino que 

quede también actuada en su espiritu. 

Parece, ciertamente, ocioso principiar esta Memoria con 

la mención de detalles, cuya importancia es aparentemente 



- XII - 

escasa, y hasta cierto punto nimia, y ello con mayor motivo 

en cuanto los defectos que descubren resultan en más de un 

aspecto totalmente ajenos a la función judicial y a la fiscal, 

defectos que en todo tiempo se han considerado inherentes a 

todos los organismos de la Administración pública y difíciles 

de corregir por el celo de los funcionarios. Sin embargo, el 

que suscribe ha creído de su deber hacer mención de ellos, no 

sólo porque realmente existen y resulta su evitación dificil, 

sino porque en ocasiones, como luego se verá, entrañan enti- 

dad y trascendencia mayores que los de una mera dilación 

procesal. 

La afirmaciiin que precede tiene su más cumplida demos- 

tración en la esfera de la justicia penal. No ha de detenerse 
el que suscribe en poner de relieve los gravlsimos inconve- 

nientes que resultan de separar por largos meses el hecho 

justiciable del juicio que ha de sancionarlo o en el que ha de 

ser absuelto el procesado. Prescindiendo del verdadero gra- 

vamen que bajo todos conceptos representa el procesamiento 

aun hallándose quien lo sufre en libertad, la dilación del juicio 

oral implica siempre grave riesgo y pCrdida de eficacia para 

el juicio mismo. Cuanto mayor es el tiemyo transcurrido más 

difícil es la reconstitución del hecho mediante la práctica de 

nuevas probanzas; el recuerdo vivo en la declaración sumaria1 
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de un testigo, se  confunde luego o se adultera y por ello sola- 

mente son tal vez explicables en numerososcasos las contra. 

dicciones que respecto a circunstancias objetivas se observan 

entre las declaraciones prestadas en el sumario y las rendidas 

en el plenario. Cuando el hecho es reciente la citación de los 

testigos no resulta dificil; cuando el tiempo pasa la gente se 

dispersa y la obligación que impone el art. 446 de la ley de 

Enjuiciamiento criminal se cumple rara vez. Ello adquiere 

mayor relieve en el día de hoy respecto a delitos de gravedad 

notoria como en los robos calificados vulgarmente de atracos 

que no dejan huella y cuya comprobación depende en buena 

parte del mero testimonio. El Ministerio Fiscal queda no po- 

cas veces en situación de inferioridad respecto del procesado, 

pues si éste conoce a los testigos proprrestos por su defensa 

y puede tener relación con ellos, el Ministerio pfíblico desco- 

noce a los de cargo viéndoles por primera vez al comparecer 

en el juicio a declarar. 

Finalmente, el tiempo que borra el recuerdo o lo confunde, 

borra también la impresión producida por la infracción ya 

preterita del derecho y con ello se produce hartas veces una 

reacción contraría que no por ser ilegítima deja de  ser un com- 

probado hecho humano, la provocada por'la compasión moti- 

vada por la situación y condiciones actuales del procesado, 

si estuvo en libertad, por el peligro de que la pierda y si en 

prisión largos meses, por la misma privación de libertad sufri- 

da. De ahí que principalmente en los delitos llamados de san- 

gre y en los relativos al orden ptlblico, venga de una parte el 



delito al juicio con lo que podria llamarse un baño de prescrip- 

cióri y el procesado con una simpatia o conmiseración en ple- 

na vida actual y emotiva. Cdnsecuencia de ello es que no to- 

dos los testigos tengan presente su única obligación de decir 

la verdad y que, aun prescindiendo de móviles menos hones- 

tos todavia y por desgracia harto frecuentes, sientan, incluso 

naturalirrente, especial tendencia a favorecer al reo. 

Estas observaciones han de adquirir mayor entidad cuando' 

lo que cabe decir de los testigos puede referirse a los juzga- 

dores. Esta es tal vez una de las causas principales que han 

contribuido al desprestigio del Tribunal del Jurado, el cual no 

puede permanecer ajeno a Ia pasión que implica el senti- 

miento. Los Tribunales de Derecho, conocedores del sumario; 

pueden amparar y contrastar con eficacia sus actuaciones 

con las probanzas del juicio y aplicar lógicamente las reglas 

de sana crítica para formar un recto estado de conciencia. El 

Jurado, en cambio, desconoce el sumario, carece de antece- 

dentes fidedignos; si conoce e1 hecho, conócelo de rumor pú- 

blico; no tiene presentemás que dos versiones contradictorias, 

la de la acusación y la de la defensa, y aunque en el acto de 

deliberar s e  le entreguen las actuaciones sumariales, salvo el 

caso poco frecuente y siempre aleatorio de formar parte del 

mismo persona perita, dicho se esta que no son siquiera leidas. 

Por este solo motivo podria tal vez darse la razón de muchos 

veredictos que parecen a primera vista inexplicables, como 

también ia poca 'eficacia de muchas revisiones por nuevo Ju- 

rado. 



Por otra parte, la prisión preventiva, la cual, según el clá- 

sico precepto de la Constitución Carolina, sólo debe asegu- 

rar la persona del procesado con la menor mengua posible de 

su libertad, debe reducirse al tiempo absolutamente preciso. 

Si la absolución procede en definitiva, por esta razón misma 

y en caso de condena, por cuanto la prisión prolongada hace 

ineficaz buena parte de ella. 
En efecto, ni la naturaleza ya apuntada de la prisión pre- 

ventiva, ni el régimen vigente para la misma permiten-ha- 

cerlo sería inhumano-establecer un sistema de tratamiento 

penal; todo lo más que cabe pretender es el mantenimiento de 

una disciplina meramente externa. Además, las condiciones 

de nuestras cárceles, que el aumento de población y el de 

delincuencia ha hecho en capacidad insuficientes, no permiten 

más que de modo muy superficial una conveniente clasifica- 

ción y separación de detenidos, y de ahí los riesgos del conta- 

gio criminoso, de la misma aglomeración cuando se trata de 

tendencias de raigambre colectiva-los malamente llamados 

delincuentes sociales, entre los cuales se confunden a veces 

los denominados vulgarmente atracadores y pistoleros -'que, 

aun prescindiendo de otros peligros morales y materiales no 

menos positivos y de gravedad no menor, producen con fre- 

cuencia daño irreparable. 

Recientes disposiciones del Ministerio de Justicia han con- 

tribuído en gran manera a abreviar el término de duración de 

los s~imarios, especialmente la que en las grandes poblaciones 

atribuye la competencia al Juzgado que en funciones de guar- 



dia instruyó las primeras diligencias. Entendemos, sin embar- 

go, que atin cabria hacer más. Promulgada la vigente ley de 

Enjuiciamiento criminal en el momento del tránsito del pro- 

cedimiento escrito al juicio oral y píiblico, revela méritos in- 

discutibles y sustancialmente ha de prevalecer; adolece em- 

pero de ciertos inconvenientes agrandados por la práctica que 

ha llegado a establecer una duplicidad de procedimiento; el 

sumario constituye en si un proceso completo salvo, natural- 

mente, la intervención de la defensa. 

Numerosos tfámites que dilatan la actuación del instructor 

podrían sin perjuicio alguno para Ia recta administración de 

justicia tener efecto en el plenario de la causa durante el trá- 

mite anterior al de calificación y aun después de la provisio- 

nal que siempre puede ser completada en la definitiva. Con- 

cretémonos al trámite anterior a la calificación provisional y 

tenemos que, reclamados oportunamente por el Juez instruc- 

tor los documentos e informes necesarios para la identifica- 

ción del procesado y constatación de sus antecedentes, pue- 

den ser remitidos al Tribunal sin necesidad de demorar con 

ello la conclusión del sumario; en caso de ser necesarias nue- 

vas diligencias, pueden éstas tener efecto por sencilla carta- 

orden. Asimismo cuando la curación de una herida se dilata 

por tiempo suficiente para caracterizar el delito de lesiones, 

los subsiguientes partes facultativos pueden ser también remi- 

tidos a la Audiencia, y lo propio cabe decir de las valoracio- 

nes que no han de influir en lo esencial de la calificación, o 

s ea  en si el hecho es o no constitutivo d e  delito. Con una sola 
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suspensibn, la del trámite de calificación, se logra el mismo 

efecto. Y nada es menester decir de las diligencias que pue- 

den ser practicadas cómodamente en el acto del juicio oral, 

como, verbigracia, ampliación de declaraciones, careos, etcC- 

tera, etc. 

Otro motivo de dilaciones son los recursos que suelen 

interponerse en los sumarios. Entiende el que suscribe que se  

ha dado demasiada importancia a la declaración de procesa- 

miento. Cuando es denegada la petición fornlulada en este 

sentido por el querellante o por el Fiscal, no por ello ha de 

quedar enervada en el juicio la acción penal que se ejercita 

para ante el Tribunal seiitenciador y no solamente ante el 

Juez instructor. Y en consecuencia, lejos de demorarse el 

sumario por tina apelación o por una devolución del mismo 

al instructor para que procese, habría de  poder la Sala en el 

acto de apertura del juicio oral, acordar las medidas legales 

procedentes limitándose el instructor a cumplimentar las que 

el Tribunal no pudiese llevar a efecto directamente; por el 

contrario, cuandc quien recurre es el procesado a quien la 

apelación le ha de ser admitida sólo en u n  efecto, podría en 

multitud de casos verse con ventaja el recurso en la misma 

vista previa a la apertura del juicio oral y aun con más éxito 
en el mismo juicio, que en tales circunstancias podría autori- 

zarse a puerta cerrada a instancia del propio imputado. 

En algunos casos, empero, la observación de los trámites, 

o mejor dicho, su racional aceleramiento, no obviara total- 

mente la dificultad examinada. El número de causas acumula- 
MEMORIA 2 
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das en u n  mismo Tribunal habrh de impedir que sean vistas y 

falladas con I R  celeridad apetecida. S e  impone, pues, por modo 

permanente o transitorio, según los casos, un  aumento de 

personal judicial y fiscal, o lo que tal vez sea cuestión a tener 

presente en la reforma de las leyes de Enjuiciamiento, desglo- 

sar de la competencia de las Audiencias provinciales a deter- 

minadas categorías de delitos relativamente leves, confiando 

su sanción, naturalmente que con las necesarias garantias 

para el imputado, ya a los mismos instructores con el natural 

recurso de apelación, ya a Tribunales especiales unipersona- 

les o colegiados presididos solamente por un Magistrado, o 

dando mayor amplitud a los Tribunales de urgencia. 

Requiere mención expresa un fenómeno singular que en 

las investigaciones practicadas no ha podido nienos de llamar 

la atención del que suscribe. Tal es el escaso empleo del pro- 

cedimiento prevenido en el titulo 111 del libro IV de la ley:de 

Enjuiciamiento para los casos de flagrante delito. Es de ad- 

vertir que la reciente ley de Orden público de 28 de Julio del 

corriente año, en su art. 62, núm. 1.O, debidamente relaciona- 

nado con los articulas 2.' y 3 . O ,  ha ampliado en este procedi- 

miento los límites, harto restringidos, que, de conformidad 

con el espíritu de su época, al mal deberemos luego hacer 

referencia, le señalaba el art. 780 de la vigente ley procesal. 

Hoy, todos los delitos que con arreglo a dicha ley resulten 

contra el orden público quedan sujetos al mismo, sea cual sea 

la pena que les esté señalada. Pero aun prescindiendo de tal 

consideración, {es que en algunos Juzgados y aun territorios 



no se sorprende jamBs in fraganti a los autores de numerosos 

delitos? Desde el ratero vulgar, detenido en el momento del 

harto o huyendo con el mismo objeto hurtado; desde el que 

es sorprendido en el acto, hoy frecuente, de coaccionar o 

amenazar, al que es aprehendido en riña que causó lesiones, 

o con ganzúas o útiles para el robo, o en posesión de armas 

de fuego, podrian citarse una serie de ejemplos en los que 

la consideración de flagrante se  impone al delito por modo 

necesario. A pesar de ello, el procedimiento adecuado parece 

en algún territorio caído en olvidu, sin provecho alguno legí- 

timo para el reo, con daño para el perjudicado por el delito y 

con agravio de la Justicia misma. 

No cabe, a juicio del que suscribe, considerar que el pro- 

cedimiento que nos ocupa haya quedado menoscabado en su 

ejecución por haberse suprimido en la nomenclatura del vi- 

gente Código penal reformado el calificativo de correcciona- 

les adoptado en el art. 26 y sus concordantes del viejo Có- 

digo de 1870 para las penas, hoy calificadas de graves, 

nombradas presidio menor, prisión menor y arresto mayor, ni 

entendemos que constituya nuevo motivo de dificultad el he- 

cho de anteponerse en el art. 27 del texto vigente dichas pe- 

nas a las de confinamiento e inhabilitación, calificadas en el 

antiguo de penas aflictivas. Salvando siempre todo criterio 

mejor fundado, entendemos que la reforma del Código penal 

no ha tenido en este particular otro fin ni ha surtido otro efec- 

to que el de reformar un  error material de técnica y aun de 

hecho que era de observar en el texto primitivo, pues sólo de 



nombre habia penas correccionales y resultaba, además, in- 

adecuado la adjetivacióii de aflictivas dada a las penas supe- 

riores. Asi resulta no solamente de la comparación de las res- 

pectivas penas, de idéntica duracióri en ambos textos, y apli- 

cadas, respectivamente, a los mismos delitos, sino que tam- 

biCn se advierte por modo explicito en la Exposición de moti- 

vos del Código vigente. 

Hay más todavia: el Código reformado h~ venido a corre- 

gir la antinomia lógica que en el antiguo era de observar en- 

tre sus articulos 26 y 89, por cuanto en el último se graduaba 

la gravedad de las penas en orden a su cumplimiento por una 

escala distinta de la del art. 26, anteponiendo penas Ila- 

rnadas correccionales a otras calificadas de aflictivas, como 

son el extrañamiento y el confinamiento; en cambio, el nue- 

vo testo, en sus articulos 27 y 74, que se corresponden con 

10s anteriormente citados, presenta en ambos una escala ansl- 

loga. 

Por otra parte, es evidente que, formulada la ley de En- 

juiciamiento criminal, segdn el tecnicismo adoptado por el 

Código penal de 1870, el art. 780 se refiere concretamente 

a las penas calificadas de correccionales en dicho Código, 

y no tiene mayor alcance que los articulos 503, 529 y 655, 

en cuya observancia la sustitución del término prisidn co- 

r,~eccional por el de prisión menor no ha suscitado dificultad 

alguna. 
Como corolario de todo lo expuesto, no será ocioso ad- 

vertir que nos hemos referido exclusivamente a las causas en 
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que existen procesado o procesados en prisión o sometidos 

por modo eficaz al imperio judicial, y aún, si cabe decirlo, 

meros ímputados presentes en el lugar del procedimiento, 

por cuanto, especialmente en ciertos sumarios seguidos a 

instancia de querellante privado, la simple imputación, ia exis- 

tencia misma del procedimiento instructivo, es aflictiva por 

más de un concepto. Deben quedar aparte, tanto los casos 

no frecuentes en que son menester elementos esenciales de 

convicción, como aquella otra categoría de sumarios, no poco 

numerosa por desgracia, en los cuales, constando probada la 

existencia de un delito grave, son desconocidos los autores 

o no han podido ser habidos. En semejantes casos, mientras 

permanezca activo y vigilante el celo investigador, la dura- 

ción del sumario y el extremar, aunque sea'a costa del tiempo, 

las diligencias, no sera jamAs mengua, sino cumplimiento de 

los prcceptos legales. 

La estadfstica acusa, por desgracia, criminalidad elevada 

en algunas regiones; en pocas se  Iia observado disminución. 

Y es preciso reconocer con sinceridad que en ciertos delitos 

es superior su número al de causas instruídas por no llegar 

siquiera su comisión a noticia de la Autoridad judicial ni del 

Ministerio público. La mayoría de hurtos de metálico o de 

objetos de uso y parte, estafas de poca entidad y aún en 

ocasiones de importancia, cuando el Animo doloso concu- 
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rre tanto en el agente como en la víctima, verbigracia, en los 

llamados timos por el procedimiento del entierro, cebo aún 

fructifero entre gente extranjera; coacciones verdaderamente 

graves y amenazas que no lo son menos en cuanto suelen te- 

ner efecto, y otros de mayor entidad todavía, pasan desaper- 

cibidos por falta de la correspondiei.ite denuncia o por no ser 

sostenida o por temor y consiguiente silencio de la victima 

del delito y también por la imposibilidad en que se  halla 

de descubrirlos todos la Autoridad pública, que por mucho 

que haya perfeccionado sus servicios de vigilancia y pre- 

vención, mayormente si se les compara con los de épicas 

relativamente próximas, carece, ciertamente, del don de om- 

nipresencia. Aparte de los de coacción y violencia, que luego 

deberán ser nuevamente recordados, no puede el que suscribe 

dejar de hacer especial mención de otros delitos que no por 

pasar con frecuencia y hasta comúnmente ignorados (algunos, 

verdaderamente, por modo inexplicable), o por no causar pú- 

blica impresión, dejan de revestir socialmente grave y tras- 

cendental entidad. Tales son, de una parte, los de corrupción 

de menores y los de escándalo público, principalmente en los 

casos previstos en los números 2." y 3.' del arr. 433 del Có- 

digo penal y el cometido por medio del comercio de publica- 

ciones pornográficas, en no pocas ocasiones de perversidad 

notoria; de otra, el tráfico de drogas tóxicas y el de objetos 

de ilicita procedencia; de otra, verdaderos atentacios contra 

personas no por infelices menos acreedoras de garantía de 

seguridad, atentados que, como uno recientemente divulgado 
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por la prensa, revelan en sus autores una verdadera relajación 

e inadaptación social, el aborto clandestino y, finalmente, el 

delito de usura recientemente incorporado al Código penal y 

todavía menos perseguido de cuanto debiera serlo. No se de- 

tendrá el que suscribe en tratar de los efectos de estos delitos, 

se  concreta a la enumeración de algunos hecha al azar y sólo 

por via de indicación, para demostrar la tarea urgente que in- 

cumbe, si ha de resultar cumplidamente eficaz, a la justicia 

penal y a los organismos que deben ser sus auxiliares nece- 

sarios e imprescindibles. 

Por otra parte, la multiplicación de medios de causar daño, 

la facilidad pasmosa de comunicaciones y viajes, las caracte- 

risticas mismas del medio social ambiente, han generalizado 

nuevas modalidades en la comisión de delitos ya de antiguo 

conocidos, las cuales, extendiendo, por denominarle de algu- 

na manera, su radio de acción y de zozobra han llegado a 

poner pavor en las honradas masas de la sociedad y a produ- 

cir en los gobernantes grave preocupación y recelo. No ya la 

jerigonza hampesca conocida fuera de su círculo peculiar so- 

lamente y aún por imperio de la necesidad en los archivos 

policiales y ajena todavía al lenguaje del foro, sino que el ha- 

bla común y vulgar ha acopiado nuevos terminos: los de afra- 

caaor y de pistolero. Las palabras atentado social han adqui- 

rido significación antes no usada. Indicadas quedan la índole 

de los delitos a que nos referimos, doblemente peligrosos, 

por lo que en sí son y por el carácter colectivo de muchas de 

sus manifestzciones. Movimientos únicamente sediciosos han 
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podido ser con premeditado acuerdo, simultáneamente produ- 

cidos en lugares, los más diversos del territorio nacional, y 

en no pocas localidades una minoria audaz se  ha impuesto 

por la coacción, provocando perturbaciones graves de orden 

phblico, a la mayoría real de determinadas clases. La trascen- 

dencia de estos hechos es  también para el derecho doble; la 

violencia es contagiosa y apuntan ya como en otros paises s e  

desarrollaron, indudablemente porque la situación llegó a ma- 

yor gravedad, reacciones contrarias cuyos agentes fian tam- 

bién únicamente en el uso exclusivo de la fuerza, la cual 

cuando se desarrolla fuera de los cauces legales no es más 

que alteración y desorden, que no es menos delito proceder 

violentamente aunque fuese contra otro delincuente que el por 

éste cometido. Sin el cumplimiento coactivo del derecho ex- 

clusivamente por parte del Poder pYblico peligra la libertad, 

tan sagrada como la misma Justicia. 

Esas nuevas modalidades de delincuencia llevaron apare. 

jado nuevo daño, haciendo en ocasiones ineficaz la acción jii- 

dicial. De todos, desgraciadamente, son conocidos, ora la inti- 

midación directamente causada, ora el miedo por temor a posi- 

bles venganzas, difuso, pero no menos efectivamente produ- 

cida en testigos y jurados. La serenidad jamás desmentida de 

Jueces, Magistrados y Fiscales no ha sido siempre suficiente 

a evitar que quebrasen en su presencia los medios de que 

no le es dable a la aplicación del derecho prescindir. 

A estos problemas, de una y otra categoría, que imperati- 

vamente la realidad plantea, han venido a dar solución recien. 



tes leyes elaboradas por el Parlamento de la República, espe- 

cialmente las llamadas de tenencia de armas, de orden públi- 

co y de represión de vagos y maleantes. No por sil relacióu 
indirecta con estos problemas, en si mismos considerados, 

deben reputarse de menor interés ni de mds leve eficacia las 

que han tendido a la solución de otras cuestiones determinan- 

tes de crisis agudas y a la reforma de otras leyes que, siendo 

justificadas en su génesis, la sola evolución social convirtió 

en injustas. 

Honrase el Fiscal que suscribe en recordar que desde hace 

muchos años este Ministerio tenia solicitada la atención del 

Poder público sobre la necesidad de renovar en este punto 

nuestra legislación vigente. En la Memoria de 1902 se trans- 

criben las siguientes frases del eximio Magistrado que regen- 

taba entonces la Tenencia Fiscal en la Audiencia de Barcelo- 

na, D. Valentin Diez de la Lastra: «La criminalidad aumenta 

de una manera alarmante. Este aumento, sobre todo en los 

delitos contra la propiedad, se  debe, entre otras causas, a la 

manera de ser de un considerable contingente de individuos 

que en una capital de las condiciones de Barcelona vive sin 

oficio ni domicilio conocido, ni de otra cosa que del producto 

de sus delitos, para los que encuentra facilidades en la misma 

extensión del campo de sus operaciones, en la lenidad de las 

leyes para los que gozan del derecho concedido a los demás 

ciudadanos, sin contribuir ni en poco i i i  en mucho al cum- 

plimiento de los correlativos deberes, y en la casi impunidad 

que les resulta, ya porque en muchas ocasiones cometen los 



delitos sin que se  logre el descubrimiento de sus autores, ya 

porque en otras el abono de la prisión preventiva y lo dificil 

de averiguar antecedentes hace que en breve se vean en liber- 

tad, cumplida la responsabilidad que es dado imponerles, y 

en disposición de emprender de nuevo su vida criminal. En- 

tiende esta Fiscalía que si en las leyes, sin mermar los legiti- 

mos derechos de los ciudadanos honrados, se hiciera algo 

para limitar la licencia perjudicial en que viven cuantos sin 

oficio, ni domicilio conocido, ni medios de subsistencia, s e  

agitan en las grandes capitales, mucho ganarían la moral 

ptíblica y la tranquilidad general, ya que los delincuentes de 

que se  hace mérito, sobre constituir una peligrosa enseñan- 

za para muchos desdichados, ha demostrado la experien- 

cia que son un elemento temible en días de agitaciones po- 

pulares. 

Tanto como al delito mismo y a los resultados tangibles 

de ese delito, es necesario atender al delincuente, es decir, a 

su idiosincracia y peligrosidad. Hablando en términos algo 

figurados podría decirse que existen autores de un delito y 

que existen delincuentes. Han sido necesarios siglos para 

reaccionar definitivamente contra una noción, más que un 

concepto, peligrosa si es exagerada, heredada en su génesis 

de la jurisprudencia romana y agrandada todavía por muchos 

y por otra parte eximios comentaristas del Renacimiento. El. 
sentido juridico de Roma, habíale precedido el de Atenas y 

otras ciudades griegas y aun el del pueblo hebreo, hubo de 

reaccionar enérgicamente contra la tradición absorbente de las 



sociedades primitivas, transmitida luego a las históricas. Para 

dar vida al Derecho hubo que extremar esa reacción, y así 

las funciones sociales quedaron convertidas en derechos casi 

absolutos; los derechos propiamente dichos, en acciones o 

en excepciones; así, por ejemplo, la propiedad llegó a ser 

dominio, jus utendi et abutendi; la función familiar, la patria 

potestas y la manus mariti; al derecho inmoble s e  opuso la 

prescripción; la defensa contra el fraude fué la acción o la 

excepción de dolo, y asi podrian multiplicarse los ejemplos. 

Pues bien, esa doctrina hizo tránsito del Derecho civil al puni- 

tivo. Fueron en cierta manera objetivados los delitos y dejó 

de ser atendido como tal el delincuente. Se declararon y se  

condenaron hurtos, robos, homicidios, asesinatos, violacio- 

nes, falsedades, adulterios, y se  prescindió'de considerar a 

los ladrones, homicidas, falsarios y violadores. Bien es verdad 

que ello quedaba socialmente compensado dentro del sistema 

con la eliminación práctica del delincuente, las penas eran 

atroces, si el delito era público, y si privado, con los rigcres 

de la ejecución romana, implacable incluso en la conceptua- 

ción social para los graoati oere alieno, y por otra parte la 

investigación habia de resultar m5is fácil; no se  olvide que la 

institución de los cnriosi (nombre singular que reaparece en 

el moderno argot francés, en el cual el Juez instructor es [t. 

curieux) fué en realidad muy anterior a Constancio, a quien 

pertenece la primera constitución que es de ver en el libro XII, 

titulo 23, del Código Justinianeo. 

Preocupados luego jurisconsultos y juristas, teólogos y 



sociólogos, llamados entonces politicos, en la humanización 

del derecho punitivo, en el extrañamiento de antiguas analo- 

gías de derecho religioso, impropias del derecho humano, 

heredadas también en buena parte del romano y robustecidas 

luego can precedentes de pueblos teocráticos (obsérvese que 

el titulo de maleficis, malhematicis et aliis similibus, del Có- 

digo tiene un precedente, no el rtiás remoto, en un edicto de 

Trajano), en la eliminación de medios procesales, incompati. 

bles con el espíritu de la época (supresión del tormento, res- 

tringido ya, y recíprocamente supresión de la confesión como 

prueba ineludible) y en otras cuestiones semejantes, relegaron 

al olvido o sólo timidamente expresaron lo atinente a la peli- 

grosidad, que sólo escuelas muy modernas, coincidiendo con 

preceptos de juristas canónicos, hicieron aparecer con el debi- 

do re!ieve. La lucha ideológica del siglo XIX, la misma nove- 

dad de la doctrina, impidieron que llegase a la órbita de la le- 

gislación. Asi, la reincidencia y la vagancia pasaron a ser 

mera circunstancia agravante; la reiteración y la conducta ha- 

bitualmente criminosa o antisocial, reducidas a la categoria de 

mala conducta, tenían escasísiina, por no decir nula influen- 

cia en la imposición de la pena. Y llegó a ser para algunos 

verdaderz práctica, o mejor dicho, corruptela, el apreciar en 

el delito más el efecto material que la intención del agente, aun 

cuando existiese idoneidad de medio. Podia violarse la ley 

positiva impunemente, y alcanzó categoria proverbial la locu- 

ción de vivir c~nstantemente bordeando o sorteando el Códi- 

go. Antes de ser cometido un delito concreto, objetivo, pro- 



hado, la sociedad quedaba inerme ante el delincuente; luego 

de cumplida la pena, volvfa a quedar inerme ante él. El prin- 

cipio que nos ha conservado el Digesto, proclamado por De- 

móstenes y por Crisipo, según el cual: Oportet eam (legein) 

esse praesidem et bonis et malls ... regulan iustorum et 

iniustorurn (Marciano, fr. 2, 1, 3), quedaba, a pesar de la uni- 

versalidad de  su aceptación, evidentemente conculcado. 

Deplorable situación, socialmente nefasta y productiva de  

males cada vez más extendidos, por cuanto sabido e s  que a 

la vera del delito y de lo que, según Lombroso, es su triste 

equivalencia en la mujer, se forja pronto una agrupación, so- 

ciedad peculiar de  los grandes centros, que lo estimula y fo- 

menta puesto que de  él o a su costa vive. No cabe que nos 

detengamos en describirla. A esa acción maleante y peligrosa 

pocas veces podían oponerse los Tribunales. Sólo quedaba 

en la esfera de  la represicn gubernativa una categoria espe- 

cial de  infelices, la de los llamados quincenarios, sarcástica- 

mente quincenos, que de  quincena en quincena pasaban buena 

parte de  su vida en prisión sin haber sido nunca juzgados. 

Y ello implicaba, además, una esencial injusticia, puesto 

que solo quedaban a esa categoria especialísima de penados 

sometidos los.de condición ínfima, escapando d e  ella los de  

mejor alcurnia o de  más sobrados recursos, que no faltan en 

la vida maleante y vagabunda, jaques aristocráticos y tahures 

lujosos. 

La ley relativa a vagos y maleantes representa un progre- 

so  sobre las legislaciones conocidas, todas ellas mas o menos 



fragmentarias. Impliealo, intrinsecamente, grande en nuestra 

nación, pues resulta de una parte la necesaria contrapartida 

de la condena coi~dicional y de la gracia de indulto; no es 

dura en las medidas de seguridad que dispone, todas ellas 

encaminadas a facilitar la enmienda y a asegurar la perma- 

nencia en ella. Solamente han de estimarla vejatoria los que 

sean verdaderamente incorregibles. Y, finalmente, somete 

toda la obra a realizar al juicio independiente de los Tribu- 

nales asegurando para el inculpado la mhxima garantia. 

No es posible, dentro de los limites de una Memoria, el 

análisis detallado de esa ley, que entró en vigor ha pocos 

días, 11 para cuyo exacto cumplimiento habrán de comunicar- 

se a los Fiscales las instrucciones oportunas, sometidas siem- 

pre al más alto criterio y superior autoridad de V. E. 
Progreso no menor significa la ley de Orden público, la 

cual, habiendo recogido todos los aciertos que contenia la ya 

sexagenaría de 1870, representa sobre la misma notable ven- 

taja. Su titulo primero, lo propio que el capitulo l del titulo 

segundo, ha llenado un vacío en nuestra legislación. La ley 

derogada en 28 de Julio Ultimo principiaba a regir euaiido eran 

suspendidas las garantías constitucionales, estado que llegó a 

ser habitual en nuestro pais, o cuando era proclamado el esta- 

do de guerra. En lo demás, las facultades eran discrecionales 

y asaz confusas; dificil era distinguir entre los estados de agi- 

tación, alarma, desorden y tumulto a que s e  hace referencia 

en el art. 11. En la nueva ley no solamente se previeron cla- 

ramente los diferentes estados posibles y se procede gradual- 



mente según la gravedad de las circunstancias; se enumeran 

claramente y con el necesario detalle los actos que afectan y 

los que en todo caso han de reputarse contrarios al orden pú- 

blico; se determinan con precisión las facultades gubernativas 

y se  facilita la acción de los Tribunales. 

Es muy antiguo y no ha caducado todavía el viejo princi- 

pio Salrrs poprrli stlpremn lex esto. Cuando el Estado se ve 

atacado por enemigos internos o externos en su seguridad y 

en su paz ciudadana, ha de defenderse so pena de caer él y de 

sumir a sil pueblo en la anarquía y vilipendio que suelen ser 

séquito obligado de todo régimen caduco. Contra la fuerza ha 

de defenderse con la fuerza. Y fuera del orden leaal no cabe 

orden, seguridad ni  paz, ni siquiera vida. La nueva ley de 

Orden público ha venido a establecer en buena parte esa paz, 

cuya conservación dentro del Derecho y en la propia esfera 

de acción y de jurisdicción ha de ser obra, no sólo de todas 

las Autoridades sino que también de todos los ciudadanos. 

No deja de inspirarse esta ley en nobilisimos y autorizados 

precedentes; el cesarismo fué aplicándose en provecho pro- 

pio, en propia defensa, los antiguos conceptos que definian el 

antiguo crimen de lesa majestad, cornetido sólo contra la se- 

guridad, dignidad y paz del pueblo. Del pueblo pasó el con- 

cepto al soberano o a una aristocracia o a una oligarquía. A 

pretexto d e  mantener el orden se cohibió la libertad sin la pon- 

deración debida. Justo es que se restablezcan los conceptos 

y que se  delimiten convenientemente las nociones que los 

integren y las atribuciones que exijan. 



Tampoco cabe, ni seria oportuno en esta Memoria, u n  co- 

mentario sobre esta ley con refsrencla a la cual habrán de 

dictarse también las oportunas cirrulares. 

No necesita más que una indicación la rcferente a licencia 

de armas, que como la anterior de explosivos ha creado figu- 

ras de delito con el solo fin de dificultar y-iojalá fuese ello 

posible!-de in~posibilitar la comisi6n de otros más graves. 

Precisamente, por ello, el delito es en esta materia rigurosa- 

mente objetivo y la ley debe de aplicarse con la máxima ge- 

neralidad y sin diferencias. Solamente así será lograda su efi- 

cacia. Y dicho queda que el procedimiento ha de ser en todos 

sus grados rapidisimo. La simplicidad del hecho y la salud 

pública asl lo exigen de consuno. 

Las leyes aludidas exigen, desde su iniciación, la inter- 

vención del Ministerio Fiscal en los procedimientos a que ha- 

cen relación; las nuevas modalidades de delincuencia asi lo 

requieren también, cada vez con caracteres de mayor genera- 

lidad. El Fiscal tiene en el periodo sumaria1 una misión triple 

que cumplir. La de velar por la recta observancia de la ley, 

de la cual es promotor; la de colaborar a la instrucción, y 

-así debe también considerarse-, la de preparar, aquilatán- 

dolas desde u n  principio, las pruebas en que ha de fundar, en 

definitiva, su acción en el juicio. 



Por tales motivos, tarea es  obligada, aunqre haya de rta- 

lizarse brevemente, la de recoger algunas observaciones rela- 

tivas al desarrollo y progreso de los sumarios, y en cuanto a 

la ley de vagos y maleantes. de las diligencias que los susti- 

tuyen.. 

La investigación va resultando cada día labor más difícil y 

complicada. La dirige el juez instructor, promuévela el Fis- 

cal, pero no es dable prescindir de quienes han de ser necesa- 

riamente sus cooperadores, con función cada día más ineludi- 

ble, a medida que van siendo más numerosos los medios de 

evadir la acción de la Justicia. 

El libro 11 de la ley de Enjuiciamiento criminal contiene en 

su título 111 acertadisimas disposiciones, que es menester re- 

cordar, y, tal vez, desarrollar. Dice el art. 283 que constitui- 

rán la Policía judicial y serán auxiliares del Ministerio Fiscal, 

de los Jueces de instrucción, y de los municipales en su caso, 

en primer término, las Autoridades administrativas encarga- 

das de la seguridad pública y de la persecución de todos los 

delitos o de algunos especiales; los empleados y subalternos 

de Policia de Seguridad, cualquiera que sea su denominaci0n; 

los Alcaldes, sus Tenientes y Alcaldes de barrio y los Jefes, 

Oficiales e individuos de la Guardia civil, y asimismo, pres- 

cindiendo de otros Agentes subalternos, los Jefes de Estable- 

cimientos penales y los Alcaides de las cárceles. Prescribe el 

artículo 284 que las noticias sobre comisión de un delito pii- 

blico o privado sean participadas a la Autoridad judicial o al 

Ministerio Fiscal; y añade, finalmente, el art. 288, que, tanto 
MEMORIA 3 



el Ministerio Fiscal como los Jueces, podrsln entenderse con 

los funcionarios de Policía judicial, cualquiera que sea su ca- 

tegoría. Los términos de la ley son harto expresivos para que 

sea preciso demostrar que las relaciones que la respectiva 

función exige entre dichos funcionarios y los judiciales y fis- 
cales, traspasan los limites de una comunicación formalista y 

protocolaria. Ni se dijo al acaso que esa relación pueden sos- 

tenerla de por si directamente tanto los Jueces como los fun- 

cionarios Fiscales. 

Implicaría, por tanto, una interferencia de Funciones que 

el Fiscal dejase de hacer uso de las facultades de comunica - 
ción directa que la ley le concede y solicitase la mediación 

del Juez. Al Fiscal, en sus funciones de promotor, toca una 

misión especial e importantisima, o sea, la de inquirir con cer- 

teza los hechos concretos que hayan de influir en la causa y 
de procurar su constatación judicial en debida forma. Al pro- 

poner diligencias en el sumario debe conocer de antemano 

que no han de resultar inútiles, es decir, que positivamente 

han de aportar luz a la causa, en cargo o descargo del incul- 

pado, si este existe, o para la identificación de los criminal- 

mente responsables, si aún no son conocidos. 

Ello exige un trabajo previo y una relación íntima y cons- 

tante con la Policía judicial, de la cual, en cierta manera, se 
constituye en director. Aun los hechos conocidos bajo el sello 

del secreto, ante los cuales ha de permanecer indiferente el 

Juez, son útiles para el Fiscal. En efecto, las confidencias, de 

las cuales se  ha.usado a veces poco rectamente, pretendien- 
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do convertir en prueba la alegación de esta fuente no jurfdica 

de conocimiento, o nada representan, o han de tener el Sinico 

valor de hacer conocer los hechos objetivos, y en cierta ma- 

nera ajenos al confidente o testigo secreto que demuestren la 

existencia de un hecho o la participación de determinada per- 

sona en él. A procurar el conocimiento directo de esos hechos 

y los medios de probarlos, debe, en primer término, dirigirse 

el celo y actividad de los funcionarios Fiscales. 

Por otra parte, los funcionarios de la Policia judicial no tie- 

nen intervención en el sumario; el Fiscal, si. Este, por tanto, 

puede observar las.lagunas de que adolezcan las investiga- 

ciones practicadas y los atestados remitidos, y debe en con- 

secuencia procurar directamente que unos y otros sean debi- 

damente completados. Debe el Ministerio piiblico tener pre- 

sente desde un principio que a él es a quien toca alegar y 

probar y que no queda salvada su responsabilidad si la acu- 

sación caduca por defectos de la instrucción. 

Principalmente ahora, vigente la ley de 4 de Agosto 

de 1933, los antecedentes de los procesados y de los acusa- 

dos de vagos o maleantes adquieren notoria importancia por 

cuanto han de ser fundamento de la estimación de su peligro- 

sidad. Lo primero que ha de exigirse es que sean fidedignos 

y que en su caso resulten debidamente probados. Poti ello es 

precisa también una relación constante del Fiscal con las 

Autoridades de policía. La reclamación de antecedentes y su 

constatación, la misma averiguación de las circunstancias 

personales del procesado hanse convertido con harta fre- 
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cuencia en ritualidad meramente formularia; implicando a 

veces desidia manifiesta. Como ejemplo de  ello se permi- 

tirá el que suscribe citar pocos casos de su práctica profe- 

sional desempeñando el turno de  oficio. Tocóle defender una 

vez a un procesado por allanamiento de  morada y otra a un 

incendiario. En las primeras visitas a la ciircel hubo de  pre- 

sentir en ambos la existencia de verdadera anormalidad men-' 

tal, en uno de  ellos seguramente congénita; solicitada la. 

correspondiente prueba pericia1 llevada a cabo por los Médi- 

cos forenses libremente designados por la Sala, hubo de com- 

probarse fhcilmente su plena irresponsabilidad que en ambos 

databa d e  muchos años; trasladados a un manicomio, uno d e  

ellos falleci6 a los tres meses de enfermedad diagnosticada de 

caquexia propia de  los enajenados. Pues bien, éste había 

sufrido dos condenas, el otro siete, siempre por el mismo de- 

lito de allanamiento de  la misma casa, que reputaba suya, y 

nadie se había apercibido de su estado mental. En otro caso 

hubo de  defender, por delito de robo, a un huerfano apenas 

mayor de  dieciocho años, acusado nada menos que por quien 

venía llamado por la ley a su tutela y que le habia dejado 

abandonado, sin que Juez y Fiscal se hubiesen apercibido d e  

que el hecho tenía las apariencias de  delito precisamente por 

dolo o negligencia culpable del mismo acusador que s e  decía 

perjudicado. Los tres citados llevaban largos meses de  prisión 

preventiva. 

Son más de  indicar estos casos en cuanto se trataba d e  

tres personas en  absoluto desvalidas, defendidas ae oficio. En 



estas ocurrencias el Piscal que no debe acusar por sistema, 

sino sólo promover la aplicación de  la ley, viene mils obtiga- 

do todavia a conocer y ponderar todos los hechos y a prncu- 

rar una investigación completa, principalmente trathndose de  

menores que están siempre bajo su amparo. La ocasión nos 

lleva a hacer sencilla referencia a los defensores de oficio, 

quienes enflos .inicios de su profesión, cuando carecen toda- 

vía de la necesaria experiencia, deberían proceder bajo una 

dirección competente organizada por los mismos Colegios de 

Abogados. La institución de los llamados en Francia stagiai- 

res ha producido óptimos efectos para la formación de  nota- 

bles Abogados. 

{Es conveniente la intervención del procesado y aun del 

imputado en el sumario? Nosotros optariamos francamente 

por la afirmativa desde el momento en que no pudiese resul- 

tar perjudicado el resultado de  la investigación. Aunque pu- 

diese antes declararse concluso, siempre es conveniente la 

facultad de  proponer diligencias que puedan abrir nuevos ho- 

rizontes, y evitar el trastrueque de las cuestiones en el acto 

del juicio oral. Es más todavia, la falta de tal proposición ha- 

bría de  estimarse como indicio contrario al procesado. Por ello 

entendemos que debería generalizarse la disposición conteni- 

da en el art. 13 d e  la reciente ley de  4 de Agosto d e  1933. 

Las instrucciones dadas a los funcionarios del Ministerio 

público no revisten, fuera de las que en resumen adjunto se 

expresan, interes digno de  mención. 

En materia civil seria preciso hablar de los procedimientos 



r,elativos al divorcio. Encomendada empero, tarea anáiloga a 

la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, de la que forma 

parte el que suscribe, a su resultado se refiere de antemano 

con la garantía de su mayor autoridad y competencia. 

Madrid 15 de Septiembre de 1933. 

Excmo. s r .  Ministro de Justicia. 



A P E N D I C E  P R I i M E R O  

Memorias de los Fiscales de las Audiencias 



Resumen de  las Memorias de los señores Fiscales de todas las 
Audiencias del territorio nacional, elevadas a esta Fiscalia 
en cumplimiento de los preceptos correspondientes del Es- 
tatuto del Ministerio Fiscal y de  su Reglamento. 

No hay, afortunadamente, motivos para variar en el presente 
aiio la expresi6n (con que en los anteriores se ha comenzado este 
resumen) de la complacencia que en esta Fiscalia general ha produ- 
cido las Memorias de los Fiscales de las Audiencias; trabajos en su 
inmensa mayoría ricos en datos, agudos en observaciones. correc- 
tos y sobrios en la expresión, animados por el cariño entusiasta al 
elevado ministerio que ejercen sus autores, presentan, no en esque- 
ma inerte, sino en trasunto vivo y palpitante, la realidad judicial (lo 
.que equivale a decir social) española del periodo de tiempo a que 
se refieren. Y entre tantas excelentes vuelven a descollar las Me- 
morias del Fiscal de Sevilla, D. Fernando Gonzalez Prieto; del 
Fiscal de ~adajoz,  D. José Gonzhlez Donoso (a pesar de la enorme 
labor que por vacantes de Auxiliares en las plantillas de las respec- 
tivas Fiscalias han tenido que desarrollar), y del Fiscal de San Se- 
,bastián, D. José de Seijas, que, como en aiios anteriores, estudia de 
modo perspicaz y completo, con formaci6n de los correspondientes 
graficos, el movimiento de la criminalidad en el territorio del Tri 
bunal en que ejerce sus funciones. 

Puncionamiento de  las Audiencias 

Sigue siendo normal, aunque para conseguir este resultado han 
tenido que vencerse obstdculos de evidente importancia; pues sobre 
los ya tradicionales de la frecuencia con que se pretende suspender 
$os juicios por incomparecencia de procesados y testigos, o de en- 



ermedad de los interesados o de sus defensores, y del retraso con 
que Cstos y los acusadores particulares suelen evacuar los traslados 
de instrucción y de calificación (tal vez, como observa el Fiscal de 
Badajoz, por insuficiencia de los términos que al efecto señala la 
ley), se han producido otros nuevos durante el año judicial a que las 
Memorias se refieren; tales son: el aumento de causas crimina!es en 
casi todas las Audiencias (en la de Sevilla, por ejemplo, hay ya 
hechos señalamientos de juicios orales hasta para Enero de 1934) y 
la falta de personal ocasionada por las jubilaciones de Magistrados 
y Fiscales y los ascensos y traslados a que las mismas dieron lugar. 

Contra todos los indicados inconvenientes han luchado' con de- 
nuedo y con éxito los funcionarios judiciales y fiscales sin reparar 
en la magnitud del esfuerzo; ha habido Fiscalias con plantilla de 
cuatro funcionarios en que quedó uno solo y logró llevarla al dfa; en 
algunas Audiencias (asi en las de Sevilla y Granada) se ha consti- 
tuido con el Presidente un Magistrado en propiedad y un suplente, 
o con Magistrados de la Sala de lo Civil, una secci6n más de lo Cri- 
minal; y en otras se vencieron en pocos dias retrasos producidos por 
la absoluta imposibilidad de constituirse el Tribunal (así en Teruel, 
donde todos los Magistrados y el Fiscal tomaron posesión el mis- 
mo dia). 

Los Fiscales de Murcla y Orense se quejan del estado de los 
edificios en que se encuentran instalados los respectivos Tribuna- 
les. SegSin el primero, el local se halla ruinoso y el temor de un total 
hundimiento obliga a que las vistas se celebren en la Casa Consis- 
torial, pero el despacho ordinario y el trabajo de oficina se realizan 
en el edificio en ruinas con el peligro consiguiente para Magistra- 
dos, Fiscales y Secretarios. Según el Fiscal de Orense, el edificio 
de la Audiencia es sencillamente indecoroso... 

Tribunal del Jurado 

Aunque algunos Fiscales omiten toda critica acerca de la actua- 
cion del Jurado, la mayoria la comentan. 

. , ,  Los Fjscales de Auila, Badajoz, Ledn, Murcia,.Seoilla y:Za- 
i . 8  ..- 
,ragoza, insisten en lascensuras que en +las ~ e m o r i a s  del año aq- 
.t&rior J.,. expresaban'.. a S u . . a c t ~ ~ ~ & ~ - d i c ~ e l  de , A ~ i ~ ' á - ~ o ~ a b o ~ , ~ l  
optimism< . .. pues. . registra . . muy . >  triste,s:~ocna&s~ para . .la'- justicia.. .. . 



- a -  

=Los v&edictos de i~tculpabilidad-escribe el de Badajoz-sikuen 
en la misma desconsoladora proporción, aun en casos de prueba 
tan convincente y clara que parecía imposible toda duda qne impul- 
sara a desestimar los hechos de modo tan completo y categórico; 
creo, sin embargo, que la instituci6n debe subsistir pero procurando -. . 
la selecci6n y exigiendo algunas condiclones de cultura: es preciso 
acabar con el esvect6cul0, dado m6s de una vez en esta Audiencia. 
de que sea el presidente de la seccibn de Derecho el que tenga qué 
leer el veredicto porque ningún Jurado se cree capaz de hacerlo si 
no es deletrehndolo. uHomicidas y atracadores-consigna el Fiscal 
de León- estan en la calle a los pocos meses de cometer el delito.. 
aSu conducta-comenta el Fiscal de Murcia-, por regla general, 
hoy como ayer, deja mucho que desear y constituye para los delin- 
cuentes una constante esperanza de impunidad. Volvemos a los 
tiempos en que, ante el anuncio de un juicio de esta dase, las gen- 
tes, irónicas, preguntan: ¿quién es el defensor o quién el padrino 
del procesado?; y según la respuesta, asi se vaticina certeramente 
el resultado. El Fiscal de Sevilla cree aque el Jurado no debe actuar 
por carecer de aptitud en época de convulsiones y trastornos socia- 
les; y la razón-añade-es obvia, si a los funcionarios se nos puede 
exigir en todo momento el cumplimiento de nuestro deber sin repa- 
rar en las consecuencías posibles, no puede pedirse lo mismo a sim- 
ples ciudadanos a quienes el azar lleva un día a administrar jus- 
ticia*. 

El de Zaragoza escribe: .Es incultura unas veces, y la cobardía 
y falta de civismo otras, m8s ésto que aquéllo, hacen fracasar 
esta hermosa instituci6n.n 

Los Fiscales de Barcelona, Gerona, Orense y Palma de 
Mallorca que en sus respectivas Memorias del año anterior se 
quejaban de la conducta del Jurado, rectifican en las del año actual. 
<Las atinadas reformas-dice el primero-introducidas en la ley del 
Jurado por los Decretos de 27 de Abril y de 22 de Septiembre de 
1931 han hechoque el funcionamiento del Jurado haya mejorado 
notablemente, sobre todo cuando se trata de delitos contra las per- 
sonas, la propiedad y la honestidad; en cambio, en los delitos llama- 
dos sociales los veredictos son, por lo general, de inculpabilidad y 
hay que ir en algunos casos a la revisión por nuew Jurado.> <Ha 
respondido noblemente-dice el segundo-a la misión que se le 
encomendó., <Sin que su actuaci6n sea-dice el tercero-perfecta, 
ni mucho menos, algo ha mejorado en relacióti con elaíio,anteriw.» 



- 8 -  

El de Palma de Mallorca se muestra 'optimiitaiporque de trece 
juicios, en nueve fueron de cuipabilldad los veredictos. 

Reiteran la buena impresión que en sus Memorias del aiío ante- 
rior consignaban respecto a la conducta del Tribunal popular los 
Fiscales de Albacefe (aactúa con relativo aciertos), LogroAo 
(=suele obrar con espfritu de justicia, excepto en los delitos sociales 
y en los comprendidos en la ley de Explosivos en que actúa con 
franca timidez hasta el punto de negar hechos diáfanos.), Cuenca 
y Madrid. 

Rectifican, en cambio, la buena opinión que el aRo anterior les 
hizo formar el modo de proceder del Jurado los Fiscales de Cdceres 
(<en el tiempo a que se refiere la Memoria hubo veredictos notoria- 
mente desgraciados, capaces por si solos de desacreditar la mejor 
institución,), y Santander ((veinte veredictos de inculpabilidad, 
seis de culpabilidad; expresiva y desconsoladora estadísticas). 

De los demás Fiscales que tratan este tema, alaban la actuación 
del Jurado los de Guadalajara (de 18 veredictos, 8 de inculpabili- 
dad); Palencia y Segovia (solamente dos veredictos de iitculpabi- 
lidad'; San Sebastián (elos delitos mhs graves no han quedado im- 
punes, y aunque en algunos casos los veredictos puedan reputarse 
de excesivamente benévolos, en otros han sido justos, aun trat8n- 
dose de hechos en que la actuación del Jurado se hallaba solicitada 
por mil encontradas presiones de fndole moral y aun materiala), y 
Toledo (uha cumplido su misión con mayor acierto que en épocas 
lejanas, de triste memoria para la Justicia, pues ha reconocido la 
culpabilidad de la mayoria de los homicidas y asesinos y de otros 
delincuentes de menos importancia, siendo muy digno de sefialarse 
el caso de haber reconocido la responsabilidad de un procesado por 
asesinato realizado durante los gravisimos sucesos ocurridos en 
Villa de Don Fadrique el año próximo pasado, pues el Tribunal 
actuó acosado por amenazas y coacciones de un numeroso grupo de 
comunistas que a todo trance deseaba la absolución del reo, sin que 
el Jurado, con civismo notorio, hiciera dejacibn de sus sagrados de- 
beres...~); y lo censuran mhs o menos acreniente los de Burgos 
(*siguen contando con la impunidad los incendios, el cohecho, la 
eorrupci6n de menores y las tentativas de violación, y continúa 

' 

siendo inflexible en los delitos contra la propiedad,); Ciudad Real 
(<en la mayoria de los casos ha obrado con evidente error, dando 
lugar a la revisión de la causa, señalándose los mismos vicios y 
defectos que en la primera etapa determinaron su desprestigio.); 



~Cddiz (ucontinúa adoleciendo de los mismos inconvenientes que 
presentaba antes de su suspensión; la pasión o la predisposicidn 
.juega más'importanfe papél en sus decisiones que el razonado exa- 
men de las pruebas y las razones alegadas por las partes ...; en los 
juicios celebrados en Ceuta es  sistemático en el Jurado declarar la 
.culpabilidad de todos los acusados, si son moros, y la inculpabilidad, 
si son españoles*); Granada (.es vituperable; en esta Audiencia, 
al menos, la reforma de la ley no ha producido efecto alguno, y 
sigue igual en su deplorable actuación que en los tiempos pasados.); 
/a6n (califica de desdichada la actuación del Jurado: 38 veredictos 
de inculpabilidad por 17 de condenan); Málaga (aque, salvando la 
institución, achaca a la incultura de los Jurados su lamentable modo 

.de proceder, con excepción del Jurado del distrito de la Alameda, de 
la capital, y del Jurado de Melilla, integrados en su mayor parte por 

.comerciantes, MBdicos, Abogados e incluso obreros de todas clases, 
que han dado pruebas de fina sensibilidad jurfdican); Pamplona 

.(e13 veredictos de culpabilidad por 30 de inculpabilidad, notándose 
la misma tendencia que e0 la etapa anterior a la benevolencia en los 
delitos contra las personas y a la severidad en los que van contra la 
propiedadn); Salamanca (condenaron en los delitos graves de 
sangre, pero los veredictos de inciilpabilidad ascienden al 52 por 
100, dándose en los delitos de malversación, de imprenta, contra la 
honestidad y otros que no afectan a la sensibilidad de hombres ru- 
dos, como suelen serlo los Jurados*); Sanfa Cruz de Tenerife 

.(«crimenes gravisimos impunes~); Tarrdgona (.sin comentar, hace 
constar que, de 11 juicios, sólo en 4 s e  dictó veredicto de culpabili- 
d a d ~ ) ;  Viforia (.encuentra buen deseo en los Jurados, pero falta de 
capacidad y discernimienton); Zarnora (ano es  satisfactorio el modo 
de actuar el Jurado.). 

El Fiscal de La Coruña que, en la Memoria del aiio anterior, re- 
servaba su juicio, en la del año actual propugna una honda reforma 

.del Tribunal propular que haga aineficaz la intervención de los mu- 
iiidores, que por moverse entre sombras se hacen sentir, pero sin 
imposible identificación para hacer caer sobre ellos todo el peso de 
.la leya. 



Juzgados d e  Primera instancia e Instrucci6n 
y Tribunales industriales 

A pesar de que en el afio judicial transcurrido ha habido notable 
trasiego de Jueces con las correspondientes interinidades, no lia 
habido que lamentar hondas perturbaciones en la actuación de los 
Juzgados de Primera instancia e Instrucción y Tribunales industria- 
les, que continúa siendo nortiial en la generalidad de las provincias. 
Unicamente señalan en sus Memorias algunos defectos en el ~iiodo 
de funcionar de los mencionados órganos los Fiscales de Alicante 
(retrasos en el Juzgado del distrito del Sur de la capital, por inep- 
titud de la Secretarfa; en el de Denia por estar sin Secretario desde 
hace dos afios y en el de Novelda por falta de celo en la instrucción, 
de los sumarios, y no funciona el Tribunal industrial por defectos en 
la formación de las listas de Vocales); Cáceres (que alaba la actua- 
ción de los Juzgados en lo civil, pero que juzga no pasa de regular 
en lo criminal, no habiendo llegado aún a funcionar los Tribunales 
industriates de la capital y de Hervás); Granada (que acusa en los 
Juzgados de instrucción, excepto en la capital y en Loja y Motril, 
gran retraso y peor tramitación-señaladamente en el de Guadix- 
que atribuye a las frecuentes interinidades); G~radalajara (la actua- 
ción de los Juzgados no responde en cuanto a rapidez y competencia 
a los deseos de la Audiencia y de la Fiscalia, sin duda por la ausen- 
cia de Secretarios, el trasiego continuo de Jueces y el frecuente re- 
traso en el despacho de los muchos exhortos que hay necesidad de 
dirigir a Madrid); Jaen (los frecuentes nombramientos de Jueces 
especiales, que obligan a los titulares a dejar sus Juzgados y resig- 
nar la jurisdicción en los Jueces municipales, son de funestas conse- 
cuencias); Valencia (el nuevo sistema de provisión de los Juzga- 
dos, hace que algiinos de los de mAs trabajo estén regidos por Jue- 
ces inexpertos), y Zarnora (hasta hace tres meses el funcionamiento. 

. 

del Juzgado de la capital fué desastroso, dando lugar a la fortnación. 
de expediente contra el Juez; desde entonces se  va normalizando). . 

Los Tribunales industriales van conociendo de menor número de. 
asuntos por la actuación de los Jurados mixtos. 



: '  ," 

a Juzgados municipales 

La mayoria de los Fiscales subsisten en señalar las deficieficias 
d6 los Juzgados municipales de las poblaciones, que no son cabeza 
de partido, en estimar que estos defectos no tienen otra corrección 
posible que la creación de Juzgados comarcales y en señalar los de- 
plorables efectos producidos por la elección popular como sistema 
de designación de Jueces y Fiscales municipales en ciertas loca- 
lidades. 

Tribunales para menores 

Siguen siendo altamente laudatorios los juicios que a los Fisca. 
les de las provincias donde existen continúan mereciendo estas ins- 
tituciones; tínicamente el de Huesca entiende que es precisa una 
depuración selectiva del personal dirigente del Tribunal de aquella 
ciudad que es, según afirma, del matiz más reaccionario; y preconi- 
za un cambio de frente en los procedimientos tuitivos y educadores, 
con intervención más directa de Médicos y Maestros. 

No hay Tribunal tutelar de menores en las provincias de Albace- 
te, Avila, Badajoz, Burgos, CBceres, Cádiz, Castellón de la Plana, 
Ciudad Real, Córdoba, Cuenca, Guadalajara, Huelva, La Coruña, 
Las Palmas, León, Lugo, Málaga, Orense, Palencia, Pontevedra, 
Santander, Salamanca, Santa Cruz de Tenerife, Segovia, Soria, 
Toledo, Valladolid y Zamora; y los Fiscales de estas provincias 
propugnan la necesidad de su creación en general y especialmente 
los de Badajoz, ~ u g o ,  Palencia (que hacen observar el inquietan- 
te aumento de la delincuencia infantil); Casfelldn (que afirma la 
abundancia, en la provincia, de menores delincuentes que incluso 
tienen su delito caracterlstico, el robo de maset; está, además, 
creado un preventorio que por falta de uso está perjudichndose); 
Cdceres (que hace notar que en el Gobierno civil hay .un fonda 
de 41.000 pesetas para tal fin; producto de a parte correspondiente 
del impuesto de 5 por 100 sobre especthculos públicos), y Malagn 
(que llama la atención acerca del,.aumento y caracteres de le delin- 
cuencia infantil en los siguientes.impresionantes términos: abandas 



:perfectamente organizadas para la rateria y el pillaje: participacidn 
-directa de menores en atentados terroristas por medio de explosi- 
.vos: intervención de estos menores en el pistolerismo profesional: 
verdaderas nubes de golfillos harapientos cuyo hogar es la vla 
.pública y cuyos mbdios de vida son el quebrantamiento de todas las 
-normas sociales; tal es el desolador panorama...,). Unicamente los 
Fiscales de Segovia v Soria estiman que, dada la escasa delincuen- 
xia de los menores en esss provincias, no es necesario en ellas la 
~reaci6n de esta clase de Tribunales. 

Organización de los servicios de  las Fiscalias 

Con el mismo criterio de proporcionalidad equitativa, habitual 
.desde que se organizó la Carrera Fiscal, se han venido cumpliendo 
por los Fiscales Jefes y sus Auxiliares los servicios (aumentados en 
lo civil por la vigencia de la ley de Divorcio) propios de nuestro 
Ministerio. Las plantillas han estado incompletas durante mucho 
tiempo, por causas notorias, en numerosas Audiencias; pero el 
esfuerzo prodigado sin regateos, aun a costa de la propia salud, por 
los ftincionarios que en cada Fiscalla quedaron, ha logrado que la 
labor común no se resintiera, demostrando a la vez hasta qué punto, 
en los hombres de buena voluntad, es eficaz el móvil de cumplir con 
el deber. 

Lugar es este adecuado para recoger el anhelo que unánimemen- 
te expresan los Fiscales en sus Memorias de que se cree un Cuerpo 
de Auxiliares de las Fiscalías en el que encuentren organización 
oportuna los modestos funcionarios, mezquinamente retribuidos, 
que con asiduidad y lealtad dignas de mhs alta recoinpensa vienen 
realizando los trabajos materiales de oficina inexcusablemente nece- 
sarios para la buena marcha del servicio. 

Asuntos importantes 

Son pocos, segiin las Memorias de los Fiscales, los asuntos que 
!han revestido importancia desde el punto de vista de las dudas o difi- 
a l t ades  de índole técnico-juridicas a que hayan dado lugar; son, en 
cambio, muchisimos-hasta el extremo de que es preciso renunciar 
a citarlos en este resumen y contentarse con relatar algunos-los 



que por su intensidad criminosa o por sus caracteres extraordinir 
sios, se  mencionan en aquellas Memorias. 

De  los primeros, haciendo caso omiso de los que han sido objeto- 
de consulta a la Fiscalla general y de las consiguientes instruccio- 
nes dadas por Csta (que en otro lugar de esta exposición se trans- 
criben) y de aquellos otros que han dado lugar a la preparación de- 
los recursos correspondientes, quedan únicamente como dignos de 
mención los de invasiones colectivas de fincas rústicas producidas 
en gran número, sobre todo en las dos provincias extremeiias. De  
ellas se  ocupan los Fiscales de Cáceres y Badajoz. Este se  expresa 
en los siguientes términos: Una forma de infracción que antes se  
presentaba rara vez y que este año ha llegado a adquirir en esta 
provincia insospechados caracteres de generalidad, hasta el punto 
de poder afirmarse que son muy contados los pueblos donde no se- 
ha dado algún caso, motivó que ante los primeros ocurridos, la Fis- 
calla le dedicara la mayor atención y estudio muy detenido para. 
seíialar la norma de conducta que habia de seguir. Me refiero, Exce- 
lentisimo S ~ ñ o r ,  a la invasión, individual o en grupos, de fincas 
rústicas ajenas para labrar la tierra y sembrarla. El hecho ocurre 
ordinariamente en esta forma: un individuo o más generalmente un 
grupo, que en alguna ocasión se ha aproximado al.centensr d e  hom- 
bres, llegan a una dehesa, elige cada uno la porción de tierra que- 
más le agrada, y comienza a cultivarla con las yuntas y aperos de 
que va provisto, propios o prestados por algún convecino, roturán- 
dola, si antes ha estado dedicada a pastos, o en descanso por la. 
rotación de cultivos, o arándola y sembrándola después, si ha dado. 
cosecha anterior, y tan pronto como se presenta el guarda de la 
finca o la Guardia civil y les requieren para que cesen en el trabajo, 
abandonan la parcela y se  retiran con sus animales y aperos, sin 
oponer resistencia de ordinario y sin perjuicio de volver pasados 
unos dias a seguir la labor comenzada. Este hecho, así ejecutado, 
les constitutivo del delito de usurpación de cosa inmueble o de algún. 
otro? Este era el primer problema que se presentó a esta Fiscalia 
ante las numerosas denuncias formuladas, unas ante ella y otras 
ante los Jueces instructores, y en todas instó, o estimó procedente 
la formación de stimario para aquilatar las circunstancias que hubie- 
ran concurrido y determinar con completo conocimiento de los he- 
chos lo que estimara más adecuado y justo; y después de análisis. 
detenido del problema creyó que en todos los casos en que faltaba la. 
violencia o la intimidación en las personas, no habia ni podía haber- 



delito &e usurpación, porque el art. 509' del'Cddigo penal vige'dQ 
lo mismo que el 535 del anterior, del que es copia literal salvo en 
la penalidad pecuniaria, exige como requisito indispensable que'con-i 
curra una u otra de esas circunstancias y, por tanto, al faltar qtieda 
el hecho fuera de su definición y reducido a un acto perturbatorio 
de la posesión cor. mayor o menor intensidad, que tiene su remedio 
propio en las acciones interdictales o de accesión, O en la publiciana 
o en ia reivindicatoria, en fin, según su gravedad e importancia y 
según los reales o supuestos derechos en que se funden los invaso- 
res, los que en ocasiones han alegado el dominio de la heredad inva- 
dida por ser perteneciente al pueblo conio bienes de propios, o como 
baldíos, o por tratarse de vias pecuarias detentadas por el dueño 
del fundo, o de caminos públic.~s de antiguo abolengo, hoy abando- 
nados. 

Una conqideración última, a mi parecer de gran importancia, I 

refuerza la pertinencia de este criterio. El Código penal de 1928, 
recogiendo el antecedente del de 1848, art. 441, definia y sancio- 
naba como delito de usurpación, en su art. 709, la ocupación o utili- 
zación por si o por persona intermedia, sin violencia ni intimi- 
dacidn en las personas, y sin titulo alguno legal, de una cosa 
inmueble, precedentes que no ignoraban ni podían ignorar los legis- 
ladores que redactaron el actual Código, y cuando en él prescindie 
ron de esa figura de delito y limitaron su alcance a los casos en que 
concurriera la intimidación o la violencia en las personas, es mani- 
fiesto que quisieron que esos hechos no fueran sancionados en la 
via penal, sino que se apartaran de ella y, como actos perturbatorios 
de la posesión o del dominio, quedaran sometidos a la legislación 
civil únicamente, la que otorga a los titulares de todos los derechos 
de esta naturaleza adecuados medios con el ejercicio de acciones 
procedentes para su defensa y reivindicación. 

No es necesario decir que en los casos en que la invasidn de la 
finca ajena ha sido seguida de resistencia a los guardas jurados o 
desobediencia a la Guardia civil, o cuando se han causado con las 
labores daños en la heredad, o ésta estaba cerrada o murada, se ha 
perseguido la infracción, grave o leve, a que daba lugar la concu- 
rrencia de alguna de esas circunstancias, con independencia del de- - 
lito de usurpación de terreno, por no existir éste, y con reserva al 
dueño de la finca de los derechos que le asistieran para que los hi- 
ciera valer en la vía procedente. 

Este criterio, avalorado, en parte, con la doctrina del Tribunal 



Supremo, consignada en sus sentencias de 8 d e  Abril de' 1QO5.y 10 
de Febrero de 1917, según la cual no es  punible labrar tierras ajenas 
cuando no s e  causa daño con las labores, fué sometido ai examen de 
los'demás compañeros de la Fiscalía y tuve la satisfacción de que le 
hicieran siiyo. 

. Pero,'si dentro del Derecho penal vigente, parece indiscutible 
esta teoría y a ella deben acomodarse los Tribunales, también pare- 
c e  innegable la necesidad de que la ley se  modifique para dar amparo 
a esos derechos particulares, y, sobre todo, a los de la colectividad, 
que acaso están poco protegidos. 

El acto de que una o varias personas, en corto número y en oca- 
siones raras, se  introduzcan en una prepiedad rústica ajena, y, fun- 
dados en tales o cuales derechos, laboren parte de ella, de modo 
general y a la luz de los puros principios, es  sólo un hecho pertur- 
batorio de la posesión, y el perjudicado por él tiene su natural arn- 
paro en las leyes civiles y por los Tribunales de este orden. Pero 
este no es  el caso que con tantísima frecuencia ocurre ahora en esta 
provincia, o, por mejor decir, en toda Extremadura y en buena parte 
de España. Por haberse relajado la disciplina social, o por no ha- 
berse cerrado todavía lo que han dado algunos por llamar periodo 
revolucionario, o por otras causas de orden general y de origen an- 
tiguo, como la desigual distribución de la tierra y la existencia de 
grandes fundos en poder de pocos propietarios, que ha determinado 
de siempre el ansia dc un reparto inhs equitativo de esa riqueza, y 
la esperanza al advenimiento de la República de pronto remedio e 
inmediata satisfacción de esos deseos, es  lo cierto que el pueblo se  
ha creído autorizado, al ver que sus ilusiones no tenian realidad tan 
pronto como esperaban, a tomar por su  mano lo que no se  le daba 
todavía por el Poder público ni en el tiempo ni en la medida desea- 
dos, y han invadido en masas, que en ocasiones sobrepasaban del 
centenar de hombres, las tierras que han creído más adecuadas al 
logro de sus aspiraciones, sin actitudes tumultuarias, sino casi siem. 
pre con la serenidad del que cree que ejercita un derecho, por lo 
que no hay en la ley penal preceptos que permitan sancionar esos 
hechos. Pero estos actos, así ejecutados, no puede decirse que sean 
generadores iinicamente de acciones de orden civil, pues, en reali- 
dad, la sociedad se siente profundamente alarmada por ellos, y ellos 
innegablemente perturban el orden jurídico de modo grave, con 
perturbación que exige la inmediata acci6n del Poder para reparar- 
la, y esa acción corresponde a los Tribunales de orden penal, a 16s 
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que por ello, y para que asf protejan esos intereses, ya que el Dere- 
cqo, s e e n  la acertada frase de Ihering, es la protección de todos los 
intereses humanos, se les debe dar los medios necesarios, que n* 
son otros que consignar en la ley esa nueva figura de delito. Por. 
todo ello creo, Excmo. Sr., que estamos en el caso que prevé el ar- 
ticulo 2.' del Código penal, en su primer párrafo, de hallarnos en. 
presencia de un hecho digno de represión y que no se halla penad* 
en la ley, y, en consecuencia, que debe darse conocimiento de ello 
al Gobierno de la República para que adopte las determinaciones 
m8s en armonla con los intereses púbiicosr.\la Memoria de la Fis- 
calia de Cáceres, redactada en funciones de Fiscal interino por el 
culto y laborioso Teniente Fiscal, D. Romualdo Hernández Serrano9 
dice: .El problema verdaderamente dificil que se ofreció a la Fisca- 
lía, sumiendo nuestra reflexión en dudas torturadoras ante los pro- 
blemas legales y doctrinales que se nos presentaban, fii6 el consi- 
derable número de sumarios incoados por las invasiones de fincas 
con el fin de roturarlas y sembrarlas,, y se exponen seguidamente 
los argumeiitos, más ricos en erudición que en vigor lógico, en que 
el autor funda-amparándose en la escuela interpretativa del Dere. 
cho libre, que considera la ley, según frase de Hegelsberger, como 
saco uacio, capaz de admitir cunlquier contenido-, su criterio 
de que, por regla general, la usurpación, los daños o las coacciones 
que tales hechos puedan constituir deben ser objeto de sobresei- 
miento, ya que no libre, conforme al núm. 3.' del art. 637 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, si, por lo menos, provisional, según el 
niimero 1 .O del art. 611 de la propia ley, por estar comprendidos en 
la circunstancia eximente de estado de necesidad o en la de ejerci- 
cio legitimo de un derecho. .. 

De los asuntos extraordinarios por su gravedad de que se ocu- 
pan las Memorias de los Fiscales, nos limitaremos, como antes 
anunciamos, a relatar los más salientes. 

Barcelona.-#Las muchas huelgas de carácter revolucionario, 
atracos casi a diario y los hallazgos frecuentes de explosivos han 
originado multitud de sumarios de verdadera importancia y también 
los ha originado la suspensión de pagos del Banco de Calalu3a; pero 
por no hicer muy extenso este trabajo, solamente se hace mención 
del sumario número 144 de 1932, por hallazgo de explosivos, actual- 
mente en periodo de instrucción, que ha originado la incoación de 
diversidad de sumarios, hoy acumulados, por dafios, amenazas y 



coacciones, y el sumario 191'de 1932 y otros I r l  Juzgado lekpecial 
sobre hallazgo de explosivos y sedición y los sumarios dimanantes 
de la suspensión de pagos antes aludida, que son siete muy volumi- 
nosos.' 

Ciudad Real.-.Se destaca por su resonancia el sumario ins- 
truido por el Juzgado de Valdepeñas con motivo de los sucesos que 
se desarrollaron en Castellar de Santiago el dia 12 de Diciembre 
y que durante mucho tiempo fueron tema preferente de comentario 
en la Prensa y eii la opinión. Surgió el hecho como consecticncia de 
los antagonismos y odios latentes entre el elemento patronal y la 
clase obrera que s e  quejaba de que el Alcalde venía desatendiendo 
las demandas de la Casa del Pueblo, y proporcionaba, en cambio, 
trabajo a los obreros que no estaban afiliados a ella. Se  decid que 
cada vez que surgía un conflicto, el Alcalde tenia la costumbre de 
ausentarse de la localidad con cualquier pretexto, dejando sin resol- 
ver las cuestiones pendientes. Y en esta situación llegó el dia 12 de 
Diciembre, y el Alcalde intentó marcharse a Valdepeñas cuando la 
víspera habfa sido requerido por los dirigentes del partido socialis- 
ta pare que contestase a un oficio de la Casa del Pueblo sobre las 
bases del trabajo en la recolección de la aceituna, y cuando marcha- 
ba en la camioneta del servicio público, un grupo numeroso de obre- 
ros salió a su encuentro a la carretera, deteniendi, el coche y obli- 
gando a bajar del mismo violentamente a la autoridad municipal, 
quien regresó a Castellar rodeada del grupo entre sustos y ainena- 
zas que terminaron acometiéndole a palos, a consecuencia de los 
cuales resultó con varias heridas eii la cara. Al llegar al pueblo se  
propaló la noticia de que habian intentado matarlo, saliendo en su 
auxilio el patrono Amalio Pliego, quien disputó con el obrero Aure- 
lio Franco, disparando el Amalio un tiro contra éste, quien a su vez 
le di6 una puñalada que le produjo la muerte. Entonces se  agrupa 
ron varios patronos, en número de veinticinco o treinta, con propó- 
sito de venganza, y provistos de escopetas, pistolas y hachas reco- 
rrieron las calles del pueblo, dirigiéndose en primer término a la casa 
de Aurelio Franco, donde penetraron violentamente y obligaron a 
salir a la calle a dicho individuo, disparándole varios tiros que l e  
produjeron la muerte instantáneamente. Acto seguido se  dirigieron 
a la casa de Juan López Fernández, al que encontraron en el portal, 
y haciendole varios disparos de arma de fuego le produjeron la 
muerte. Después causaron también la muerte a Francisco Sánchez 
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patrono! 

Morcillo y dispararon contra Fernanda Garrido y sus hijos, sin 
-les daño alguno. 
continuación, el I contra Celestino 

riicgu, al que causaron tic1 11183 p,Iavca, y ,  opa1 LZ de otras colisio- 
nes que seria prolijo enumerar, termin6 la sangrienta jornada enca- 
minándose los patronos, capitaneados por el Juez municipal de la 
localidad, D. Ramón Marcos Abarca, al barrio llamado de las Re- 

s dispare .. "--"&, 

panchas, con ánimo de dar muerte a Liberio Coronado Tera, signi- 
ficado socialista, asaltando la casa del mismo, rompiendo a hachazos 
la puerta de la calle, y como no le encontraron alli le buscaron en el 
corral, saltando despues las tapias del de una vecina y penetrando 
tumultuariamente en la alcoba, hallaron debajo de la canla al Liberio, 
a su mujer y a su hijo y les obligaron a salir hasta el portal, donde 
le dispararon hasta dejarlo en estado agdnico, y estando tendido en 
el suelo, como aún diera señales de vida, el Juez municipal le dispa- 
r6 un tiro en la cabeza para acabar de matarlo. 

da la gra 5 los hechos fué designado como Juez espe- 
ira la trat del sumario, el titular de TarancOn, y la la- 
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alizada pu, ,, nt8ismo es  digna de todo elogio. La causa se 
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ha sido el que di6 lugar a la incoación del sumario 215 de 1932 del 
Juzgado de Almodóvar del Campo por el delito de sedición. El dia 
2 de Septiembre del pasado año grupos de obreros parados, que se  
habían dado cita el dia anterior, se reunieron en Puertollano, en el 
sitio conocido por los Olivos, con el fin de manifestarse públicamen- 
t e  y pedir pan y trabajo. Los agentes de la Brigada social s e  perso- 
naron en dicho lugar y trataron de convencer a los reiinidos para 
que se disolvieran, prometiendo desistir de sus propósitcs siempre 
que s e  gestionara de la Alcaldía la solución del paro; pero los obre- 
ros no cumplieron su palabra, puesto que al propio tiempo recorrie- 
ron las calles en manifes bligaron al cierrz de los comercios, 
se dirigieron en forma iaria al Ayuntamiento, intentando 
asaltarlo para apoderarse aei ~ i c a l d e ,  coartaron la libertad del tra- 
bajo y derribaron los puestos de los vendedores instalados en la 
plaza de Abastos. Al no conseguir la entrada en el edificio del 
Ayuntamiento por la intervención de la fuerza pública, se dirigieron 
a las minas de San Esteban y Pozo Norte, donde en forma violenta 
consiguieron el paro de los trabajadores, acordando el Alcalde la 



detenci6n de los individuos que m& se habfan destadadd en la 
nifestación y que habfan sido vistos como cabecillas o jefes de mo- 
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tin, bien por la Guardia municipal o por la policia gubernativa y 
conducidos los detenidos a la llamada casa de Bafios, aquella misma 
tarde se  reprodujera :esos, aglomerándose los obreros a las 
puertas de la citad; 3n el propasito decidido de poner en 
libertad por la fuerza a los detenidos por la mañana, pero la Guar- 
dia civil impidió a toi I que los revoltosos realizasen su deseo. 
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son de metralla y de arma corta de fuego, lo cual demuestra que la 
fuerza púb!ica no disparó contra los grupos, sino mlis bien al aire 
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Hubo tambien un delito sedicioso de importancia 'en Arroyomo- 
hinos siendo agredida la fuerza pública. 

Madrid.-<Han sido, en general, objeto de mas especial y es- 
crupuloso estudio aquellos sumarios originados por hechos en que 
ha jugado papel eminente la pasión politica o las supuestas reivin- 
dicaciones socia1es.u  algunos delitos coinuries han sido objeto de 
especial estiidio, y entre ellos podemos citar el robo de que fiié vic- 
tima D. Jacinto Benavente. En dicho sumario no Iia recaído re. 
solución definitiva por no haberse celebrado adn el juicio oral y por 
ello creemos prematura toda opinidn sobre el asunto, qiie se ha pre. 
sentado extraordinariamente complicado y misterioso, pero existen 
dos procesados, uno de ellos a petición del Fiscal, habiendo sido el 
auto de procesamiento recurrido ante la Sección 1.' de lo Criminal 
de esta Audiencia, que lo confirmó.. 

«Otro asunto que también tia despertado la piiblica curiosidad ha 
sido la agresión de qiie fue victima en un hotel de esta capital el 
Diputado a Cortes D. Ventura Gassol, agresión en si misma por el 
daño inferido de poca importancia, pero grave por sus circunstan. 
cias, por cuanto de no ser debidamente persegiiidos estos hechos 
cuya caracteristica es  el vejamen y menosprecio contra la persona 
a quien se  dirigen, podrían constituir una iiijuriosu coacción violen 
ta  punible como toda coacción y como toda injuria, y qiie no por 
resultar distinta de los atentados de otro tipo que preocupan en 
grado sumo la atención de los Tribunales, dejan de ser censurables, 
conviniendo reprimirlos en cuanto se  presentan. 

»Este asunto se  halla también pendiente de la celebración de jui- 
cio, habiéndose interpuesto en él apelaciones contra los autos de 
procesamiento que fueron confirmados por la misma Sección l."» 

Sevilla.-uTambi6n importante es la causa instruida con motivo 
de la sedición preparada para el 29 de Mago de 1932, que un acci 
dente afortunado para la causa pública y desgraciado para su autor, 
permitió descubrir y hacer abortar. En un pueblecito,  montel llano, la 
benemérita Guardia civil sigue la pista a unas bombas de cuya exis- 
tencia ha tenido noticias. Conocedor de esa busca, quiere esconderlas 
aquél en cuyo poder están y estalla una matando a su madre e hirién. 
dole a él gravemente. Y,perdónese esta digresión, el pobre, un hom- 
bre honrado hasta hace poco tiempo, decid en el hospital: cipero que 
veneno me han dado a mi esas gentes para convertirme en una 



fiera?, Y esta es  la verdad última: envenenamiento de este pobre 
pueblo, ignorante y sencillo por vividores sin conciencia, extremis- 
t a ~ ,  porque el extremismo les permite vivir sin trabajar. Pero con- 
tinuemos. Siguen las investigaciones, y un día se  me presenta un 
industrial fundidor en Fiscalía a decirme que le han hecho un encar. 
go, que aceptó sin recelo alguno, pero que al leer la descripción 
de las bombas de Montellano le es  sospechoso. Presentandole una 
fotografta de los clavos que adornan las magnificas y artisticas 
puertas del Ayuntamiento de esta ciudad -que son medias esferas 
estrladas, le Iiabían encargado 900, diciéndole eran para una casa 
que pensaba hacer un millonario caprichoso, pero le habían mandado 
hacer una pequeña muesca en cada una para adaptarlas, decían, a la 
talla de la puerta, y él sospechaba que fuera para colocar la mecha y 
formar una bomba uniendo mediante un perno y una tuerca dos de 
las supuestas cabezas de clavo, cuyas estrías habrían de marcar las 
líneas de fractura explosiva, convirtiéndose los trozos en metralla. 
Avisado inmediatamente el Juzgado se descubrieron numerosos en- 
cargos en distintos talleres de fundición de la ciudad, y aunque no 
se logró detener al autor de los pedidos de clavos, sí se  friistró la 
fabricación de más de mil bombas. La gestión del Gobernador, señor 
Sol, afortunadísima, logró descubrir el depósito de explosivos, y ya 
con ello se hizo irrealizable el plan revolucionario, consistente en 
destruir en día dado -29 de Mayo-todas o el mayor número de 
máquinas agrícolas de la provincia y <aprovechando la victoria 
moralu apoderarse de las poblaciones. 

Hubo con motivo del hallazgo del depósito, acusaciones del 
Dr. Vallina, extremista, contra Mendiola y Zinmerman, dirigentes 
de la C .  N. T., diciendo que se  habían vendido al Gobernador, pero 
un Congreso de la C. N. T. los declaró limpios de toda culpa y la 
verdad oficial quedó establecida. Sea cualquiera la causa del des- 
cubrimiento, el hecho es que no olvidaré nunca la visita del Juzgado 
y inia al depósito de explosivos, que tenían en un local arrendado 
para cochera. Entre la paja, sobre tablas, en un poyete, en el suelo, 
en todas partes bombas de mano, dinamita, clavos para metralla, 
mecha, Bcidos, todo lo preciso para tan criminales manejos. Recuer- 
do que había tres botes grandes colocados con mucho cuidado en 
un cajón, entre y sobre paja, a los que yo no dejé tocar sino por 
técnicos y luego resultaron bombas de una pote~cia  tal que rajaron 
el pozo blindado donde la artillería las hizo explotar. Al salir de allí, 
se respiraba con el mismo gusto e igual satisfacción que respira uno 
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después de haber estado largo rato bajo tierra, en una ciieva o en 
una mina. 

~ A l l i  tambiCn se  ha116 la nota de las bombas enviadas a cada pue- 
blo, contabilidad exacta, con lo que s e  facilit6 en gran manera la 
misión policiaca y sumarial, ya que al encontrar en Carmona, por 
ejemplo, 40 bombas, se sabla que no habia más. 

>Y tan exacta era la contabilidad que de mil y pico de bombas 
preparadas, sólo dejaron de ocuparse dos, que probablemente Iia- 
brian explotado. 

.Hay en la causa cerca de 200 procesados con diversas responsa- 
bilidades. y está el juicio oral para señalamiento al escribir estos 
renglones. S e  trató de celebrarlo antes de vacaciones, pero ha re- 
sultado imposible, por renuncia de un Abogado a defender n los 
Yltimos procesados, por estimar incompatibles las defensas. Pero, 
¿cuándo podrá celebrarse con tan gran número de procesados presos 
y en libertad? Y, c~iando se  consiga reunirlos, ¿no vendrá luego el 
Jurado a hacer inútil todo el trabajo, todo el celo del Juzgado y toda 
la exposición corrida por cuantos intervinieron en el asunto?No sería 
nada de extrañar, dada la idiosincrasia del Tribunal popular sevilla- 
no, que recientemente ha negado que tuvieran pistolas unos proce- 
sados que lo habian confesado y tenian delante las armas, como pie- 
zas de convicción, en la mesa del Secretario. 

*En el suinario instruido por e1 Juez especial Sr. Astola, e ins- 
peccionado por el Abogado fiscal Sr. Galbe, que ha Iletiado un cua- 
derno grande, como 1111 libro, con el extracto de la causa, se  eviden- 
cia que el movimiento fué planeado y dirigido por militantes de la 
Confederación eii cada pueblo, y tanto por su extensión como lo 
preparado de sus detalles y material acumulado, asusta pencar lo 
que hubiera ocurrido de rio haber acaecido providencialmente la 
explosión de Montellano. 

~Despuds de esta causa, hay varias graves y merecedoras de 
mención: unas por explosiones de bombas, otras por atracos en 
masa, asaltos de cortijos, quema de iglesias, circulos y casas, asesi- 
natos alevosos de obreros y patronos, etc.; pero en unas-la mayor 
parte-, nc!da se descubre, porque nadie sabe nada, y en otras el 
Jurado absuelve, y el resultado es  el mismo: la impunidad, y con 
ella el alimento de criminalidad. 

aNo todo ha de ser dcnostar a los señores pistoleros: en las Ylti- 
mas bombas se  ha repetido el caso de quedarse los autores de la co- 
ocacion en las esquinas inmediatas y avisar del peligro a los que 



van a pasar. Claro es  que los avisados-sin duda por agradecimien- 
to-nunca tienen tiempo de conocer ni fijarse en las sefías de quienes 
tan a punto les avisan del peligro. No se puede llevar a más ni la 
filantropia ... ni el cinismo. 

*Examinar una por una estascausas, seria labor larga y enfadosa 
para V. E. Se hace referencia general de ellas para fijar el ainbien- 
te, para marcar una pincelada que, con otras insertas en diversos 
epigrafes de esta Memoria, vengan a formar el boceto de la vida 
sevillana. 

aY pincelada sublime daria el gran Goya con el último descubri- 
miento, con el sumario en cuyos comienzos estamos. Con motivo del 
asesinato del pobre Caravaca (q. e. p. d.), verdadera pérdida para 
la ciudad, s e  ha detenido a un individuo que es  Delegado del S. R. 1. 
(Socorro Rojo Internacional), en cuyo poder se han encontrado co- 
pias de atestados y de escritos fiscales, nota de declaraciones y 
sumarios, anotaciones de cantidades entregadas a Oficiales de los 
Juzgados y una indicación en abreviatura del Oficial con que se  en. 
tendia en cada uno de ellos. Ya estíin procesados, y la Fiscalía ha 
pedido la prisión para escarmiento y ejeinplaridad y para calmar un 
poco la ansiedad pfiblica al saber que hasta en los Juzgados se ha- 
bian instalado los eternos revolucionarios. 

#De atracos y asesinatos por cuestiones sociales, s61o citaremos 
coino ejemplo los siguienles: se  declara en huelga ilegal parte del 
gremio de panaderos, es  decir, los pertenecientes a uno de los ban. 
dos: coiiiunistas o sindicalistas, es  igual. Los del otro bando sigue11 
trabajando. Por la ventana de un horno donde trabejan varios pana- 
deros del segundo grupo asoman cuatro brazos arniados de pistolas, 
suena uiia descarga cerrada, cae un tiabajadoi muerto, y quedan un 
hogar deshecho y unos niños huerfanos.. En el tiroteo ha resultado 
herido uno de los atracadores, y la pista de sangre lleva a la casa de 
un Doctor de ideas comunistas, el Sr. Perreras. Parece que se ha 
negado a curar al herido al saber el motivo de la lesión. Al día si- 
guiente, al ir a salir el Doctor por la mañana a hacer su visita, le 
saltida una descarga hecha desde un automóvil, que huye, y el pobre 
Médico, mal herido, muere al siguiente día. 

.Otra tarde es un pobre viejo, panadero, huelguista a la fuerza, 
que, al ver a sus hijos sin pan, decide ir a trabajar desde el día si. 
guiente. No puede hacerlo, porque aquella misma tarde en que lo 
pensó cae atravesado a balazos en una calle céntrica ..., sin que'na- 
ciie vea nada. 



 los Jueces trabajan, los Fiscales les ayudamos, pero casi siem- 
pre sin resultado. La cobardfa, muy explicable, el temor de al decla- 
rar señalarse a los asesiiios, acaso deficiencias o falta de entusiasmo 
por parte de la Policía, tal vez la confusión tan funesta de palabras, 
que hoy tienen significación definitiva, y, sobre todo, la actuación 
del Jurado, lo cierto es  que el año judicial 1932- 1933 ha sido funes- 
tisimo para la Justicia en Sevilla; durante él s e  han cometido los 
crímenes más repugnantes y cobardes, los atropellos más inauditos, 
los asaltos m8s vergonzosos; y ni el derecho se  ha restablecido, ni 
el delito se  ha castigado, ni la Justicia ha impuesto su sancidn en la 
inayoria de los casos. u 

Toledo.-Entrelae causas de más importancia, cita .el asesina- 
to perpetrado en Villa de Don Fadrique el 8 de Julio de 1932, que 
privó de la vida a un anciano indefenso e inofensivo, sin otro móvil 
que la crueldad caprichosa de los revolucionarios dirigida contra 
quien pacíficamente salió de su casa y no podia suponer que aqué- 
llos le hicieran victima de una agresión alevosa, completamente in. 
motivada, por ser persona extraña a las contiendas sociales y no 
inspirar sentimiento alguno de odio o de venganza; hecho realizado 
durante los graves sucesos que se  desarrollaron en dicho pueblo, de 
los que conoce la jurisdicción militar, por las agresiones a la fuerza 
armadan. 

.Otro delito de tanta o in8s importancia que el anterior es  el 
realizado por algunos penados del Reformatorio de adultos de Oca- 
fia el 11 de Enero último, en que, puestos de acuerdo varios de 
aquéllos, agredieron a los funcionarios encargados de su vigilancia 
g custodia, a quienes desarmaroii, amenazaron, hirieron y recluye- 
ron en las celdas, haciendose dueños del penal y causando daños en 
el mismo, todo con el propósito de fugarse, lo que no pudieron con- 
seguir por haber sido avisada la guardia exterior por otros reclusos 
no conformes con el movimiento.n 

Zaragoza.-Menciona la causa instruida con motivo de las irre- 
gularidades descubiertas en la gestidn y administración de la Con- 
federación Hidrogrhfica del Ebro, importantisima por la serie de 
delitos cometidos y por el número y calidad de las personas que 
t.esultaron encartadas, para algunas de las cuales se  dejó despues 
sin efecto el procesamiento. 

#Otra causa de las que merecieron especial atención y estudio 



ha sido la de los sucesos de la calle del Hospitalito, de la capital, 
en los que resultó muerto un obrero municipal en un tiroteo entre la 
Policia y los sindicalistas, y heridos el Jefe y un Agente de Policla; 
causa cuya vista fu8 ya celebrada ante el Jurado, dictandose vere- 
dicto absolutorio, no habiendo comparecido dicho Jefe, ya jubilado, 
a la sazón, y no habibndose atrevido el Agente a sostener sus pri- 
mitivas acusaciones.» 

«Y la causa por los sucesos de la calle del Conde de Aranda, 
con motivo de la huelga revolucionaria, en que hubo homicidios, 
lesiones y atentados contra los Agentes de Policía, causa que 
también se  vi6 ya ante el Tribunal del Jurado con el mismo resulta- 
do ineficaz para la debida sancibn, y, finalmente, varias causas por 
tenencia y ocupaci6n de explosivos, en todas las cuales se  ha puesto 
de  manifiesto la falta de civismo de los testigos y de los jurado s.^ 

Frecuencia, aumento y disminución de los  delitos 

Audiencia territorial de Albacete 

Albacefe.-De 930 sumarios instruidos el año anterior, el nii- 
mero se  ha elevado a 1 .O36 en el actual; este aumento está repre- 
sentado principalmente por los delitos contra el orden público, los 
electorales y los cometidos por imprudencia. 

Ciudad Real.-Exceden en algo más de 100 sumarios los ins- 
truidos en el presente año a los incoados en el año anterior; el 
aumento es imputable a los delitos contra la propiedad y contra el 
orden público. 

Cuenca. -Aumento general. El aumento se  ha notado sobre 
todo en los siguientes delitos: parricidio (cuatro contra ninguno el 
año anterior), lesiones (aumento de 32 sobre las 103 del año ante- 
rior:, abusos deshonestos (siete por uno el año anterior), daños (15 
.más que el año pasado), tenencia de armas (nueve más) y pesca (13 
por ninguno; este aumento es  debido a la fundación de una Asocia- 
ci6n de pescadores que juró guardas especiales para perseguir las 
infracciones de pesca). En los robos y hurtos no hay variación sen- 
sible y se  nota descenso en las malversaciones y muy notable (de 11 
a dos) en los infanticidios. 



Murcia.-UNO ha habido aumento de importancia con relación a 
los años anteriores; antes bien, puede decirse que ha disminuido el 
niimero de hechos delictivos, si bien los de mayor gravedad (parri- 
cidios, asesinatos y homicidios), se  han dado en número bastante 
mayor. Tampoco han disminuido sensiblemente los delitos contra el 
orden público, especialmente los atentados y desacatos, y por lo 
que hace a los delitos contra la propiedad, corresponde el sosteni- 
miento de las cifras elevadas a los partidos judiciales, en cuyo te- 
rritorio se siente con mhs intensidad la crisis indiistrial o-agrícola, 
pero es jiisto hacer constar, por lo que a los robos se refiere, que 
es raro el caso de que se cometan con violencia o intimidación en 
las personas.. 

Audiencia territorial de  Barcelona 

Barcelona.-El número de sumarios ha tenido ti11 ligero descen- 
so de 14.566, que se  incoaron el año anterior, a 11.383 instruidos en 
el a que la Memoria s e  refiere; pero han aumeiitado notablemente 
los delitos contra el orden público (de 270 a 420', coiitra la vida y 
la integridad fisica de las personas (de 2.707 a 3.051), contra el 
honor (de 74 a 104), contra la libertad y segiiridnd !de 419 a 613) 
y contra la propiedad (de 4.520 a 8.388 ; han disininuido en cambio 
los delitos de falsedad, contra la honestidad g contra el estado civil. 

&forza.-La delincuencia permanace estacionaria, salvo iin 
leve aumeiito del delito de robo con violencia o intimidacibn en las 
personas. 

Lerida.-Ligero aumento de 25 sumarios sobre los 6i9 instrui- 
dos el año anterior; dicho aiiniento ha sido en los delitos contra la 
propiedad. 

Tarragona.-Se han instruido 1.413 causas, 303 iiiLis qiie el 
año anterior. El alimento es ligero en los delitos contra el orden pli- 
blico y notable en los delitos contra la vida y la integridad fisica, 
estupros y corrupciones de menores, robos y hurtos, y sobre todo 
en las estafas (por las apropiaciones cometidas por los rabasaires  
de la porción de frutos correspondiente a los propietarios). 
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Audiencia territorial d e  Burgos 

BIEbao.-Se han instrufdo 384 causas más que en el año ante- 
rior. Este aumento de criminalidad se registra en los mismos delitos 
que el año anterior. «Frente a las lesiones y homicidios, producto 
de enemistades personales que siempre existieron, se  alza ahora el 
atentado social friamente concebido y alevosamente ejecutado, el 
sangriento acoinetiniiento por divergencias políticas y la verigariza 
cruel por supuestos agravios; todo lo cual representó en 1932 un 
crecido número de victimas.n <Los delitos contra la propiedad si 
bien en aumento, no revistieron en un principio caracteres alarman- 
tes, reducidos a pequeños robos, hurtos y estafas, por hambre, que 
tienen su explicación en la creciente miseria a que da lugar la falta 
de trabajo y a las cada dla mayores dificultades y carestía de la 
vida. Recientemeiite ha aparecido dentro del robo con violencia en 
las personas, una modalidad delictiva antes descoriocida: el asalto o 
atraco a estableciinientos bancarios, de los que s e  registraron cuatro 
en muy pocos días, afortunadamente sin víctimas: si las hubo, en 
cambio, en el de una Loteria en plena capital, cuyos autores no pu- 
dieron ser detenidos. Fuera de estos dos grupos de delitos, los de- 
más carecen de importancia y no se  aprecia eii ellos variación algu- 
na sensible y mucho menos aumento alguno alarmante.. 

Burgos.-Hay un aumento sobre el año anterior de 11 1 suma- 
rios: este aumento ha tenido Iiigar en los suicidios, delitos contra la 
vida, honor, libertad y seguridad, salud pública, de imprudencia te 
meraria y de tenencia ilicita de arriias. Han disminuido, en cambio, 
los delitos contra el orden público, contra la honestidad y los elec- 
torales. 

Logroño.-Se han incoado 925 sumarios, con aumento del 7 
por 100 sobre el año anterior. En esta provincia han aparecido mo- 
dalidades de delitos antes desconocidos en ella, como son los de 
explosivos y los de invasiones de fincas rústicas de propiedad par- 
ticular para labrarlas y sembrarlas. S e  nota aumento en las falseda- 
des, delitos de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus fun- 
ciones, contra la libertad y seguridad, hurtos y tenencia ilicita de 
armas de fuego. Han disminuido los robos y los incendios. 



Santander.-Se nota un ligero descenso general (de 1.798 a 
1.725). Hay disminución en los delitos contra el orden público (de 
133 han bajado a 173), y en los delitos de lesiones (de 540 descien- 
den a 273), pero en cambio han aumentado los delitos contra la vida 
(3 asesinatos y 12 homicidios) y los contra la propiedad (de 741 sa- 
ben a 781), sobre todo los incendios. 

Seria.-Aumento general (de 386 a 417). 

Vitoria.-Sigue el aumento general de la delincuencia, no sólo 
en niimero sino en gravedad: robos a mano armada, robos en casa 
habitada, tenencia de explosivos, des6rdenes públicos, antes casi 
desconocidos en la provincia. 

Audiencia terrltorial de  Caceres 

Badajoz-En el año a que la Memoria se refiere se han incoa- 
do 3.435 sumarios, 844 mlis que en el anterior. El mayor aumento 
lo dan los delitos contra la propiedad (630 más, o sea el 51 por IOO), 
contra las personas (75 niás, el 16,40 por 100). los de falsedad (64 
más en proporción de un 15,6 por 100) y los de tenencia ilícita de 
armas de fuego (44 más en proporción de 12,9 por 100). Han aumen- 
tado también los delitos contra la Constitución (1 1 más, o sea el 50 
por 100), contra el orden público (77 más, o sea en un 30 por 100) 
y contra la libertad y la seguridad (23 más, o sea el 11 por 100). Los 
demás delitos no han sufrido alteración sensible. El gran aumento 
de los sumarios por delitos contra la propiedad obedece en gran 
parte a las numerosas invasiones de fincas ajenas (centenar y medio) 
pero aun descontando estos hechos resultan cometidos 500 aten- 
tados contra la propiedad más que en el año anterior. Poco conso- 
lador es el dato de que estos delitos, con los atentados a las perso- 
nas, forman un 68 por 100 de la delincuencia total. 

Cáceres.-Se han instruido 2.437 causas por 2.G58 el año ante- 
rior; ha habido en aqu61, por consiguiente, un aumento de 379 suma- 
rios. Este aumento ha sido, sobre todo, en los delitos contra la pro- 
piedad, que de 969 se elevan a 1.251 (292 más), corrstituyendo algo 
más de la mitad de. la total delincuencia. En ellos se incluyen las 
invasiones de fincas rústicas, que han afectado en la provincia a una 



extensidn que se  calcula en 8 a 10.000 hectáreas. En los delitos 
contra las personas hay tambikn aumento, paes de 301 se  elevan 
a 335, de ellos 13 homicidios, 4 parricidios, 3 asesinatos, un doble 
homicidio y un doble asesinato. Los delitos contra el orden público 
suben también de 174 a 207; los contra la libertad y seguridad, de 
159 a 208, y los por imprudencia, de 50 a 64. Por contra, disminu- 
yen los delitos contra la honestidad (de 45 bajan a 33) y los cometi- 
dos por los empleados públicos en el ejercicio de sus funciones (de 53  
descienden a 43). 

Audiencia territorial d e  La Coruña 

Corufia.-Aumento en los delitos cometidos por medio de ex- 
plosivos; disininucibn en los delitos de emigracidn. 

Lago.-Aumento en 161 causas sobre el año anterior: hay un 
pequeño descenso en los delitos contra las personas y un notable 
incremento en los delitos contra la propiedad (especialmente en los 
robos con fuerza en las cosas), en los delitos contra el orden públi- 
co, en los de tenencia ilícita de armas y en los cometidos por impru- 
dencia. 

Orense.-Hay descenso en los suicidios y en los delitos contra 
la honestidad. En los de imprudencia y contra el estado civil no hay 
variacibn. En todos los demás hay aumento que resulta muy marcc- 
do en los contra la propiedad (304 más que el año anterior). 

Ponteoedra.-Aumento total en un 15 por 100. Los delitos con- 
tra la Constitución aumentan en el 80 por 100, y también ascienden 
los delitos contra la propiedad, los cometidos por medio de explosi- 
vos y las imprudencias. Desciende algo el número de los delitos 
contra el orden público y más sensiblemente los contra la vida y la 
integridad personal. No hay variacibn estimable en los demás de- 
litos. 



Audiencia territorial de Granada 

Almkria. -Aumento total de 239 sumarios. 

Granada.-Disminución en el número total de causas; pero hay 
aumento en los delitos de lesiones, eri los que atacan a la propiedad 
y en las imprudencias. 

laen.-De 3.030 incoados en el año anterior, el niimero de su- 
marios se eleva a 4.%5, con aumento, por tanto, de 1.233. Este 
aumento es, principalmetite, en los delitos contra la Constitución, 
contra el orden público, de falsedad (casi duplicados), de los funcio- 
narios piiblicos, contra la vida y la integridad corporal, contra la 
propiedad (incremento enorme de 936 sumarios), en los de impru- 
dencia y en los de tenencia ilicita de armas (elevación en dos Eerce- 
ras partes). Disminuyen los delitos contra la honestidad y contra el 
estado civil de las personas. 

Málaga.-No hay otras variaciones apreciables que el aumento 
en los delitos de íeirencia ilizita de armas de fuego y extraordinario 
en los cometidos por medio de explosivos (con motivo de la huelga 
sostenida en Mayo de 1032 por los elementos de la C. N. T. y del 
moviiniento extremista de Enero de 1933), llegando a colocarse y a 
hacer estallar una bomba en el Palacio de Justicia. 

Audiencia territorial de Las  Palmas 

L a s  Palmas.-El número de sumarios ha ascendido a 1.248 
contra 982 incoados el año precedente. El aumento ha tenido lugar 
en los delitos contra el orden público, en los de falsedad, contra la 
honestidad, contra la libertad y seguridad y contra la propiedad. Por 
contra han disminuido los delitos contra las personas y las impru- 
dencias. ' 

Santa  Cruz de Tenerife.-Hay pequefio aumento, que se  ha 
verificado en los delitos contra el orden público, contra las personas 
y contra la propiedad. 



Audiencia territorial de Madrid 

Aui1a.-Hay un aumento total de 52 sumarios. 

Guadalajara.-De 592 se ha elevado a 676 el número de cau- 
sas criminales. El aumento ha tenido lugar en los delitos de lesiones 
(51 más), homicidios (3 m8s frustrados), parricidios (2 m&), asesi- 
natos (1 más frustrado), hurtos (29 más), estafas (14 más), malver- 
saciones (3 más), tenencia ilícita de armas (5 más) y caza (8 más). 
Se nota una marcada disminuci6n en los stiicidios (10 menos). 

Madrid.-&e podría sintetizar-se dice en la Memoria-di- 
ciendo que han sufrido aumento todos los delitos cuya comisión ha 
facilitado el espíritu liberal democrático de nuestras vigentes leyes, 
así como las naturales y lógicas inquietudes del orden social cuan- 
do se transforman radicalmente las esencias morales y políticas de 
un pais.» Así, tienen aumento, no grande en relación con el ano 
anterior, pero si bastante acusado con respecto a años anteriores, 
los delitos contra el orden público, los de imprenta y los contra la 
propiedad, especialmente los de robo a mano armada. Hay también 
aumento en ios delitos de falsedad, y notable en 1;s delitos contra la 
integridad física de las personas; en cambio, uel acertado legislar 
en Derecho civil familiar ha producido una sensible disminución en 
los delitos contra la honestidado. 

Segovia.-Se han incoado 339 sumarios, esto es, 44 menos que 
el año anterior. 

Toledo.-Se, han formado 1.846 causas (por 1.691 instruidas el 
aíio anterior). El aumento se debe a los delitos contra el orden pú- 
blico, a los de tenencia de armas. a los hurtos de leñas y frutos del 
campo y a los de caza. 

Audiencia territorial de  Oviedo 

0ufedo.-Aumentos ligeros en los delitos de atentado, lesiones 
y tenencia ilícita de armas de fuego. Continúan con intensidad los 
atracos y asaltos bancarios. En los demás delitos contra la propie- 
dad hay alguna disminución. 
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Audiencia territorial d e  Palma d e  Mallorca 

Palma.-Aumento poco importante en el número de causas, que 
de 705 ha subido a 758. Este aumento ha sido: de 10 en los delitos 
contra el orden público, de 9 en los contra las personas, de 32 en 
los contra la propiedad (la mayorla raterias), de 10 en los contra la 
honestidad (especialmente en corrupción de menores) y de 6 en los 
contra la libertad y seguridad. Han disminuido los delitos de los 
empleados pablicos en el ejercicio da sus funciones. 

Audiencia territorial d e  Pamplona 

Pamplona.-Se han instruido 1.371 sumarios, con insignificante 
aumento de 42 sobre el año anterior. Dentro de ese número total se  
nota aumento en los delitos contra las personas (que de 93 suben a 
127), contra la propiedad (1 17 más que el año anterior) y en los de 
tenencia de armas. Han disminuido, en cambio, los delitos contra el 
orden público. 

S a n  S e b a s t i h - D e  1.564 sumarios que se instruyeron el atlo 
anterior, ha ascendido el número de los incoados este año a 1.598; 
de modo que el aumento ha sido solamente de 35 sumarios, lo que 
parece indicar que se ha llegado al liniite de saturación. Hay au- 
mento en los delitos contra la propiedad (que se  elevan de 918 a 
952) y contra las personas (ascienden de 81 a 99) y en los cometidos 
por imprudencia (suben de 152 a 170). La gravedad de los delitos, 
en general, ha sido menor. 

Audiencia territorial d e  Sevilla 

Cádiz.-Los delitos contra la Constitución y el orden público, 
los cometidos por medio de explosivos y los de tenencia de armas, 
acusan gran aumento; han aumentado también,'aunque en proporción 
menor, los delitos contra las personas, y, sobre todo, han experi- 
mentado enorme incremento, doblando con exceso los del año ante- 



rior, los delitos contra la propiedad (de 1.016 a 2.743). Sólo han 
decrecido los delitos cometidos por los empleados públicos en el 
ejercicio de sus funciones. 

C6rdoba.-Ligero aumento de sumarios {de 4.132 incoados el 
año anterior, ha subido el número de los instruidos a 4.326). Hay 
notable aumento en los delitos contra el orden público (69 más), 
contra la libertad y seguridad (53) y de tenencia de arnias 193 más). 
S e  advierte un ligero descenso en los delitos contra la propiedad 
(26 menos) y en los contra la Constitución, falsedades y contra la 
honestidad. S e  ha contenido, por tanto, el enorme aumento del aRo 
anterior. 

H~telua.-Se han instruldo 2.539 sumarios, 224 más que el año 
anterior. Han aumentado los delitos contra la Constitución (de 2 
a 22), contra el orden público (50 más), contra la libertad y seguri- 
dad (32 más), contra la propiedad (de 856 se han elevado a 903), los 
de imprudencia (en el doble), los de tenencia de armas (de 26 a 58) 
y los comprendidos en otras leyes especiales (de 14 a 62j. Han dis- 
niinuido (de 21 a 2) los delitos electorales. 

Seuilla.-Se han instruido 1.050 sumarios más que el año ante- 
rior, en que ya el nlímero de los incoados llegó a 6.014. Hay au- 
mento: de 13 causas (de 6 a 19) en los delitos contra la Constitucióii 
(representados en su mayoría por injurias al Jefe del Estado y a las 
Cortes); de 207 (de 180 a 387) en los delitos contra el orden pú- 
blico. 

«Un restiltado inesperado-dice el Fiscal-ofrece la comparación 
de los delitos contra las personas: hay disminución de 134 en el año 
judicial que examinamos (de 1.464 cometidos el año anteriora 1.330), 
realmente yo no sé a qué atribuir esa baja de un 10 por 100 en la 
criminalidad contra las personas, habiendo aumentado los asesinatos 
y las lesiones por motivos sociales. Acaso porque las preocupaciones 
materiales no dejen lugar a cuestiones fácilmente degenerables en 
riñas y peleas terminadas por unas lesiones o un homicidio. Acaso 
porque la hegemonía de los pistoleros desplace a quienes antes diri- 
mian sus cuestiones a punta de navaja. Quizá por el menor uso de 
armas, sabiendo cómo se castiga su tenencia y cómo no se concede 
su libertad provisional ni los beneficios de la surpensión de condena. 
Tal vez sea una baja circunstancial que no se  consolide; pero si se 

Memoria 3 



sostiene, y mis si se acrecienta, s e  presentar& un interesantisirno 
problema de psicologia de inultitudes; como, al mismo tiempo que 
aumenta grandemente la criminalidad en general, disminuye la rela- 
tiva a la integridad personal. ¡Ojal& fuese el comienzo de una era 
de fraternidad en que el hombre dejase de ser lobo para el hombre! 

nveintiseis suicidios mAs se registran (de 81 a 110). En los deli- 
tos contra la libertad y seguridad hay 90 sumarios más (de 87 a 177). 
En los delitos contra la propiedad,el aumento es alarmante: de 1.901 
sumarios (de 3.398 a 4.299); y aaqui si que puede asegurarse que 
son más los delitos coinetidos, porque infinidad de perjudicados, 
atemorizados, no denuncian las depredaciones que padecen; duraiile 
la recolección de la aceituna, han sido muclios los propietarios que 
han optado por comprar el fruto sustraído de su inisma finca; el 
apoderaniiento se  hacia públicamente por cuadrillas organizadas, 
habiendose dado el caso en finca de D. Simón Candau, ex Rector 
de esta Universidad, de pedir protección para evitar el saqueo, y e- 
día en que se  presentó la Guardia civil para impedir los hurtos, del 
jaron de trabajar, por estimarlo una coacción, los obreros contrata. 
dos, y hubo el dueño de seguir viendo cómo s e  le llevaban las cuatro 
quintas partes de la cosecha. Del mismo modo, casi se han acabado 
en el campo de varios pueblos los conejos, perdices, gallinas, pa- 
vos, etc. En el término de Morón han asaltado muchos cortijos en 
cuadrilla, y todos con igual procedimiento: encierran a la fuerza al 
capataz, a quien es imposible resistir o se  lo impide el miedo, y pe- 
netrando en la casa se llevan cuanto es susceptible de transporte, 
queman los muebles y se  van a seguir haciendo salvajadas en otro 
lado. Se da el caso de robar 200 a 300 gallinas, que mandan a los 
centros consumidores, Barcelona principalmente. Y ahora se está 
dando una nueva modalidad del hurto: llenar sacos de espigas de 
trigo, que limpian en su casa, dejando al dueño la paja.. 

.Hay aumento de cinco sumarios en los delitos cometidos por 
medio de explosivos. .No corresponde este aumento a la cantidad 
de explosivos empleada, pues sOlo el sumario incoado con motivo de 
la explosión de Montellano se  refiere a centenares de bombas ocu- 
padas. Estos delitos revelan el exponente mayor que cabe de cobar- 
día, ruindad y criminalidad en quien los comete, pues lo hace sin 
saber a quién o a quiénes van a dañar; las bombas colocadas en el 
zaguan de la Casa del Pueblo de esta ciudad hirieron a varios ino. 
centes niños que jugando tranquilamente estaban en la calle.) 

En los delitos de tenencia de armas de fuego sin licencia, s e  



han instruido 72 causas más (de 56 a 128). QES indiscutible la exis- 
tencia de pistoleros a sueldo de ciertas organizaciones Ya los Ila. 
nien grupos de acción o ya los denomine11 piquetes de auto-defensa, 
todos son iguales: jovenzuelos desprovistos de toda idea de moral 
y de deber, de compasión y de humanidad, que deseosos de vivir 
sin trabajar, iio vacilan en vender sus brazos para oficio tan repug. 
nante como el de privar de la vida a semejantes que en nada les 
han ofendido. Por abyecto que sea tan criminal engendro, no deja 
de tener sil aureola eii ciertos medios sociales y su predicamento en 
determiiiados lugares. Ello, unido a la buena vida que llevan, vi- 
viendo si11 trabajar y sin faltarles dinero, crea una legión de admi- 
radores en otros seres de su contextura moral, cuya primordial 
ambición es llegar a tener una pistola como medio para ulteriores 
fines. Unase a esto la cantidad de gente que, por tener necesidad 
de salir al campo o a los caminos, por sus negocios, se proveen de 
armas con que defenderse de posibles atracos, sin adquirir licencia, 
o por carecer de dinero para obtenerla, o porque no !a logra de la 
autoridad competente, y llegaremos a explicarnos el aumento de 
delitos de esta clase.> 

Los delitos de falsedad, los cometidos contra la.salud pública, 
los de juegos y rifas, los cometidos por los empleados públicos en 
el ejercicio de sus cargos, los delitos contra el honor y los contra 
el estado civil de las personas, no presentan diferencias dignas de 
ser notadas. 

Hay disminución de 34 sumarios (de 97 a 63) en los delitos con- 
tra la honestidad. 

~ u d i e n c i a  territorial d e  Valencia 

Alicante.-1.876 sumarios (397 menos que el año anterior). Tan 
sólo hay aumento en los delitos contra la Constitución, por el abun- 
dante número de huelgas sediciosas. 

Castel1dn.-Ligera disminución de conjunto respecto del núme- 
ro de sumarios instruldos en el año anterior (834 por 902). Se  man- 
tienen próximamente en el mismo número los delitos contra el orden 
público y la propiedad y los cometidos por los funcionarios en el 
ejercicio de sus cargos. Aumentan los delitos de tenencia ilicita de 



armas de fuego. Disminuyen algo las falsedades y los delitos contra 
la vida y la integridad física. 

Valencia.-Aumento de sumarios respecto del año anterior, 
pero no tan notable como fué el de éste sobre el precedente. En 
este incremento ocupan los primeros lugares las estafas y las mal- 
versaciones, los atentados y las resistencias y las injurias a la Auto- 
ridad y sus Agentes. Han aumentado la tenencia y el uso de explo- 
sivos. El número total de causas se aproxima a las 5.000. 

Audiencia territorial de Valladolid 

León.-1.712 sumarios, con aumento de 349 sobre el año an- 
terior. El incremento ha tenido lugar especialinente en los delitos 
contra las personas (95 más) y contra la propiedad (65 más ; pero 
tambien han aumentado, aunque en irienor proporción, los delitos 
contra la Constitución, los de falsedad, los cometidos por los fun- 
cionarios públicos en el ej~rcicio de sus cargos y los contra la liber- 
tad y seguridad. Haii disminuido los delitos contra la honestidad, 
los accidentes y los suicidios. 

Pa1encia.-Aumento total sobre el año anterior de 44 causas. 
Delitos contra las personas se  han cometido 69 más que el año pa- 
sado, contra la propiedad 24 mds y de tenencia de armas 16 m&. 
Hay también ligero aumento en los delitos contra el orden público. 
Descienden las falsedades, las imprudencias, los delitos funcionales 
de los empleados públicos y los contra la libertad y seguridad. 

Salamanca.-Elevación total de un 11 por 100 en el número de 
causas. Auniento en 200 por 100 de las usurpaciones de terrenos, 
en 69 por 100 de los daños, en 33 por 100 de los delitos contra el 
orden público, en 30 por 100 de los delitos contra las personas y en 
25 por 100 de los robos; hay, en cambio, disminución de un 58 por 
100 en los hurtos. 

Vat1adolid.-Frente a los 1.000 sumarios que se instruían por 
término medio en la provincia se  han instruído 1.700 en 1938. E1 



aumento afecta principalmente a los delitos contra la propiedad, las 
personas y el orden público. 

Zarnora.-No hay sensible incremento y disminución en la de- 
lincuencia. 

Audiencia territorial d e  Zaragoza 

H1iesca.-640 sumarios por 024 el sRo anterior. Las disminucio 
ries y aumentos en los diferentes delitos carecen de importancia 
(por ejemplo, aumento de siete en los delitos contra la propiedad 
-214 contra 207-, disminución de uno en los delitos contra las 
personas (106 contra 107), por lo cual debe concluirse que la crimi- 
nalidad ha permanecido estacionaria. 

Terue1.-745 sumarios (123 más que el año anterior). El aumen- 
to ha afectado a los delitos contra la forma de Gobierno, los de re- 
belión y sedición, atentado, desacato y desórdenes públicos, false- 
dad, imprudencia y tenencia ilicita de armas y a los delitos contra 
las personas, la libertad y seguridad y la propiedad. Han disminuido 
los delitos funcionales de los empleados públicos y los contra el ho- 
.nor y la honestidad. 

Zaragosa.-Se han incoado 3.01 1 causas, 153 más que en el 
periodo anterior, siendo, por lo tanto, muy ligero el aumento. Pero 
en los delitos contra la vida y la integridad corporal el aumento es  
de 359, es decir, más del doble del aumento total; en las falsedades 
hay tambikn gran incremento, pues de 29 pasan a 124; los suicidios 
suben de 31 a 47; los delitos contra el honor, de 11 a 36; los contra 
la propiedad, de 1.257 a 1.281, y los de tenencia ilicita de armas, 
de 35 a 110. Bajan, en cambio, notablemente, los delitos contra la 
libertad y seguridad (de 177 a 52), los hechos debidos a accidentes 
(de 590 a 225), y las imprudencias (de 193 a 113). 



Él aumento general d e  la delincuencia y su s  causas 

Aparece del precedente resumen que, aunque el incremento de 
los delitos de tenencia ilicita de armas no implique intensificación de 
la actividad delictiva, sino de la acción de la policia y que aunque la 
delincuencia total haya comenzado a descender en alguiias provincias 
(que no pasan de siete) y en otras dos o tres permanezca estaciona- 
ria, la criminalidad ha tenido, en geiieral,iin efectivo aumeiito (ligero 
en unos territorios, notable en otros, extraordinario en los menos) en 
cantidad y en gravedadsobre el ya alarmante del año anterior. Con- 
fesarlo asi es deber ineludible (en cuyo cumplimiento sólo los intelec- 
tualmente miopes o los malévolos pueden poner sombras derrotis- 
tas) para quien este convencido de que reconocer la existencia de 
los males sociales, midiendo con la exactitud asequible su extensión 
y su intensidad, es  el supuesto indispensable para lograr corregir- 
los, aminorándolos o venciendolos, resultados imposibles, en cam- 
bio, de obtener cuando se  quiere, decididamente, desconocer u 
ocultar su realidad. 

Examinan, como es  natural, los Fiscales en sus Memorias, las 
causas a que tan deplorable fenómeno colectivo obedece, y es  lógico 
que este resumen se  haga eco de lo que, respecto de la mencionada 
etiologia se dice en dichas exposiciones. 

La lenidad del Jurado en la sanción de algunos hechos graves 
(delitos contra la vida, especialmente si tienen carácter social, 
tenencia de explosivos y colocación de ellos para hacerlos estallar, 
malversaciones, etc.) es un motivo a juicio de la mayoría de los Fis- 
cales, que influye en el aumento de aquellos hechos. 

La violencia de las luchas sociales, especialmente'en los medios 
rurales, es señalada en casi todas las Memorias como causa del in- 
cremento de varias clases de delitos y no de las de menor gravedad; 
pero mientras la generalidad de aquéllas atribuyen dicha violencia a 
la enorme propaganda oral y escrita que de los procedimientos de 
acción directa en la lucha de clases se viene haciendo entre'los ele- 
mentos obreros, no falta alguna en que se  achaca a la incompren- 
sion y provocaciones patronales. Asi la del Fiscal de Valladolid, 
dice: .A la sumisidn de las clases menesterosas ha sucedido la pro. 
testa violenta, y muchas veces los delitos no son otra cosa que ma- 



nifestaciones de una táctica voluntariamente seguida unas veces y 
otras impuesta por la táctica contraria; asi, el acuerdo tiicito de no 
dar trabajo a los que se  distinguen en la orqanización obrera, se res- 
ponde con ataques a las personas y a la propiedad ...> 

En estrecha relación con la violencia de las luchas sociales, pero 
sin confundirse con ellas, actúan para determinar el aumento de la 
criminalidad, causas marcadamente politicas. E1 cambio de régimen, 
hiperestesiando las pasiones partidistas, suscitó en extensos secto- 
res anhelos de renovación tan intensa, amplia y completa que no 
podian verse satisfechos, porque su satisfacción hubiera implicado 
un aceleramiento cstestrófico del ritmo que las realidades imponen 
a toda viable transformación social; mientras de otro lado resisten- 
cias inertes se convertion en activas adquiriendo, frente a fuerzas 
contrarias, dinamismo insospechado. 

La lucha de estas contradictorias tendencias, entre sí y con el 
Poder público, muro de contención de las extralimitaciones de am- 
bas, habia forzosamente de ser (y así lo reconocen los Fiscales unii- 
nimemente) fuente ocasiorial del desarrollo de actividades delictivas, 
tan varias como graves. 

La crisis económica, con sus naturales consecuencias de con- 
tracción de negocios y paro forzoso, se  señala por la mayoría de 
los Fiscales, como otra de las causas del aumento de delitos, espe- 
cialmente de los que atacan a la propiedad. Pero las reservas y ob- 
servaciones que a este respecto hacen algunos Fiscales, inducen a 
creer que, aun siendo innegable la virtualidad de la expresada 
causa, no tiene la importaricia y exteiisión que por la generalidad 
se  le asigna. En Oviedo, por ejemplo, a pesar de la intensidad de 
la crisis, han disminuido los delitos contra la propiedad; el Fiscal de 
Madrid, refiriéndose a los robos a mano armada, dice: nPodria es- 
tudiarse que no es el vulgar delincuente el que los comete, sino el 
hombre animado de ideales de renovación social y económica, lo 
que le hace aparecer como más peligroso y sus actuaciones crimino- 
sas de una evidente inquietud para la sociedad.)) Y, por su parte, 
el Fiscal de Salamanca rotundamtnte opina en pro de la mínima in 
fluencia de la crisis económica, fundándose: a), en la disniinución de 
los hurtos-que allí ha sido de un 58 por 100-que es  el delito tipi- 
co de la penuria económica; b), por el aumento de los robos caracte- 
rizados por la violencia a que son tan propicias las situaciones de 
relajamiento de la disciplina social; e), por el aumento de los daños, 
delito del que hay que descartar toda idea de lucro directo e inme- 



diato. De estas observaciones s e  infiere que la crisis económica, 
como causa de alimento de delitos, solamente en combinacidn con la 
violencia de las luchas sociales y htibilmente aprovechada por los 
interesados en exacerbar éstas, adquiera decisiva y general impor 
taiicia; y es  oportuno aqui recordar la sagaz observacidn del Fiscal 
de Badajoz, acerca del profesionafismo redentor: <Va aparecien- 
do-dice-el tipo del sectario que, envenenado o convencido por 
teorías contrarias a la propiedad privada, disculpa sus desafueros 
dándoles carácter de actos de justicia social, de expropiaciones o 
recuperaciones de lo que otros poseen, sin perjuicio de apropiárselo 
él, disfrutarlo y hasta regatear su parte a los que le sirvieron de 
cómplices.* 

Las expresadas son, a juicio de los Fiscales -y prescindiendo de 
otras más localizadas como la actuación de algunas autoridades 
rurales y las deficiencias de la Policía en algunos sitios-las causas 
más importantes y generales del alarmante incremento de la delin- 
cuencia. 

Todas ellas se pueden reducir a una: a la situación de indiscipli- 
na colectiva, cuya indole accidental no significa que tienda espon- 
tineamente a resolverse en breve lapso de tiempo, sino que requie- 
ra para ser superada tan prontamente como lo exigen los intereses 
públicos, una labor adecuada, reflexión ecuhnime, constante y enér- 
gica de las más altas actividades del Estado. El sentido eii que estas 
actividades hayan de desplegarse y los medios que hayan de utili- 
zar al efecto, son extremos ajenos a las finalidades de este resumen. 

Inspección d e  sumarios, retiradas d e  acusación, conformidades 
o disconformidades d e  las sentencias con la calificación 
fiscal, condena condicional. 

En estos extremos las Memorias de los Fiscales son, en lo 
substancial, reproducción de las de años anteriores. En algunas se  
hace la observación de que, en vista del aumento de delincuencia, 
se procura examinar acuciosamente los casos de suspensión de 
condena. 



Conflictos entre  patronos y obreros  

Los conflictos de esta clase han sido numerosos, superando con 
frecuencia el aspecto económico para revestir graves caracteres 
penales y complicándose a menudo con luchas sostenidas entre dis- 
tintos elementos obreros. 

En Alicante estos conflictos han dado lugar a 17 sumarios por 
delitos de coacción. 

El Fiscal de Badajoz dice: aEntre las numerosas huelgas decla- 
radas en esta provincia durante el año último y que han afectado a 
casi todos los pueblos por haber empleado las organizaciones obre- 
ras con preferencia esta poderosa arma de combate en sus luchas de 
clase, merece especial mención, por su extensión y gravedad, la de 
obreros campesinos de Llerena, Berlanga, Maguilla y algún otro 
pueblo del mismo partido. Fué acordada y declarada en Octubre 
contra la voluntad expresa de los elementos directores de más alta 
sigiiificación, y bien pronto degeneró en un movimiento sedicioso de 
marcado carácter comunista, con ejecución de numerosos atentados 
a las personas y a las propiedades-coacciones, hurtos, daños, 
robos, etc.-, lo que motivó la incoación del sumario número 276 
del Juzgado de Llerena, al que se  han acumulado otros 10 y en el 
que hay 42 procesados. La discusión de un contrato de trabajo no 
aceptado por los patronos fué el pretexto que utilizaron ciertos pro- 
pagandista~ y directores de masas de segunda fila para lanzar al 
elemento obrero a una huelga qiie muy pronto adquirió característi- 
cas revolricionarias, porque realmente lo que se  pretendía con ella 
por esos elementos era seguir la táctica de hacer todos los dias un 
poquito de revuelta, a pesar de la oposición de los directivos de 
más significación y solvencia de las organizaciones que tomaron el 
acuerdo ... Los demás movimientos de paro, si numerosos, como 
queda dicho, no ha2 tenido tan graves derivaciones ni han sido de 
tanta generalidad, aunque casi todos han motivado la intervención 
de los Juzgados municipales de los pueblos respectivos y algunos de 
Jos de Instrucción, por las numerosas coacciones y algún otro delito 
que, con su pretexto, s e  han cometido.a 

El Fiscal de Barcelona escrihe: rHa habido infinidad de huel- 
gas, las menos para obtener ventajas puramente económicas y la 
mayoría de carácter revolucionario, dando lugar a la incoación de 



muchas causas por coacciones, amenazas, desórdenes públicos y 
atentados, siendo la más importante 1ii huelga del ramo de elaborar 
madera que ha originado el sumario número 144 de 1932, de que 
conoce e1 Juez especial, y la incoación de 24 sumarios más, hoy 
acumulados, por hallazgo de explosivos, daños g otros delitos, ha 
biéndose acordado por dicho Juez, a instancia del Ministerio Fiscal, 
la suspensión del Sindicato del expresado ramo., 

En Gerona, según el Fiscal, los conflictos han sido frecuentes 
con ocasión de huelgas parciales; pero se  observa que la tirantez 
de relaciones entre capital y trabajo disminuye, y a la efervescen- 
cia del año pasadosustituyen corrientes de serenidad, por lo cual no 
han transcendido a la esfera penal. 

En Guadalajara estos conflictos sólo han dado lugar a un 
sumario por hechos ocurridos al suspenderse la siega. 

En Huelua esta clase de asuntos ha motivado la incoación de 
algunos procedimientos en los Juzgados de Instrucción, habiendo 
nacido la mayor parte de ellos, más que de cuestiones propiamente 
dichas entre patronos y obreros, de rivalidades entre estos últimos, 
pues el contingente obrero de dicha capital se  divide entre el Parti- 
do socialista, la Confederación Nacional del Trabajo y la Federa- 
ción Anarquista Ibérica. De  estos conflictos el más importante fu6 
el que di6 lugar a dos asesinatos el 12 de Agosto de 1932; se  había 
declarado en la capital una huelga de camareros de cafes, bares y 
hoteles; casi todos ellos afiliados a la C. N. T., pero se  negaron a 
secundarla los de la U. G. T., como sucedió con los que servían en 
el Bar América, entre ellos Guillermo Castro Coca y Francisco 
Pérez Coca, a los que se hizo un nuevo requerimiento para que de- 
jasen $e trabajar, y como se negaran, el día citado fueron agredidos 
a tiros de pistola en la Agrupación Benavente, resultando muerto 
en el acto Guillermo y herido Francisco, que falleció días después. 

En Huesca hubo ocho conflictos de esta clase, de ellos, cinco de 
carácter huelguistico y tres sin ese carácter: uno de los primeros, 
no económico sino revolucionario. 

En León, sólo en el pueblo de Valderas, donde existe u11 foco 
comunista, se produjo un choque entre dos grupos de obreros por 
discusiones acerca de la jornada de ocho horas, resultando un muer- 

- 

to; en la noche anterior a este suceso, hubo varias coacciones. 
En Ouiedo estos conflictos han sido varios y frecuentes, habien- 

do dado lugar algunos a diligencias judiciales, siendo el más impor- 
tante el de la Sociedad Duro Felguera, que aún no se ha resuelto, 



En Ponfeoedra, con motivo de la huelga pesquera de Bouzas 
(Vigo) se incoaron 25 sumarios por tenencia y uso de explosivos y 
hallazgo de armas. 

El Fiscal de Sevilla dice: ase hace difícil decir qué sumarios se 
han instruido por conflictos entre patronos y obreros; estos conflic- 
tos se han convertido en lucha de clases rebasando el aspecto eco- 
nómico y dan lugar unas veces a sediciones, otras a asesinatos, 
cuando a atracos en masas armadas, cuando a daños en cuadrilla. 
Las coacciones y demiis hechos comprendidos eii la ley de Coliga- 
ciones y huelgas han determinado inhibiciones en favor de los Juz. 
gados municipales. E insistimos en que éstos, particularmente los 
rurales, no están hoy capacitados para conocer de tales juicios.» 

El Fiscal de Toledo s e  expresa así: .Han sido innumerables las 
luchas que han promovido los dirigentes de la clase proletaria son 
la miiscara de conseguir beneficios para los obreros, pero con el 
oculto designio de promover alteraciones de orden pfiblico con su 
obligada secuela de agresiones a la Guardia civil, destrozos en las 
vias de comunicación y en las fincas rústicas y cuantas manifesta- 
ciones de la barbarie han puesto en práctica gentes que, en época 
no remota, eran pacificas, sencillas y respetuosas ... Aquellos con. 
flictos pacíficos de antaño que perseguían por via legal mejoras para 
la clase proletaria, han pasado a la historia para que ocupe su lugar 
la huelga revolucionaria, sangrienta, soez e inhumana, que ya no 
puede ser calificada como lucha de clases sino como agresión brutal 
a todo lo que significa orden, paz, propiedad y 1ey.r 

En Valencia estos conflictos han motivado bastantes sumarios 
y numerosas intervenciones de los Juzgados municipales. 

Y el Fiscal de Valladolid, dice: «Varios (de estos conflictos) 
se presentaron con extraordinaria violencia dando lugar a coaccio- 
nes, daiios, lesiones y homicidios; reciente estii el caso de Villalbar- 
ba, en el que, durante un tumulto originado por discusión violenta 
entre un grupo de patronos y otro de obreros, cayó muerto uno de 
éstos a consecuencia de un disparo hecho por uno de los del grupo 
adverso. 8 



Visitns a los Establecimientos penitenciarios 

En el contenido de este epigrafe, las Memorias de los Fiscales 
reiteran en lo esencial las observaciones que en las de los años an- 
teriores hicieron, por lo que en este resumen sólo hemos de mencio- 
nar las que implican alguna novedad. 

Llama la atención el Fiscal de Badajoz acerca de que la cArcel 
de la capital, falta de condiciones para albergar seres humanos en 
medianas condiciones de higiene, esta hoy ocupada por doble núme- 
ro de reclusos del que, habitualmente, sin ninguna holgura la ocu- 
paban antes, por lo que, hasta los pasillos han tenido que ser habili- 
tados como dormitorios. 

Hace observar especialmente el mal estado de la prisión de Ceu- 
ta  el Fiscal de Cddiz: cSu  capacidad es  reducidísima: mal arreglo 
de iin antiguo fortín, en lugar casi inaccesible a orillas del mar, ya- 
cen en ella confusamente hacinados indígenas y españoles, presos 
preventivos, penados y detenidos qubernativos, mezclados en pe- 
queños dormitorios, con un patio minúsculo y sin habitación para el 
personal de prisiones ni para la guardia exterior, pues la sección de 
Infantería encargada de tal menester tiene que descansar en una ta- 
rima, no ya sin comodidades, pero ni siquiera decorosa instalación; 
pero lo que mAs me apenó (y forme el firme propósito de formular 
mi respetuosa observación en esta Memoria) fué que no existe en la 
misma ni enfermería ni el más pequeflo botiquín que permitiera, en 
un momento dado, prestar los auxilios de urgencia, como aconteció 
en aquellos días en que uno de los presos hubo de producirse con 
tina lata una aniplia herida en una pierna estando a punto de perecer 
por hemorragia, pues no habia medio alguno de contenerla, en tanto 
se  avisaba al forense y éste bajaba a la prisiCn con los elementos 
necesarios para ello ... x uYa hemos apuntado que en la reducida 
prisión de Ceuta se  encuentran mezclados con los presos preventi- 
vos y aun con detenidos gubernativos, delincuentes ya condenados 
y cuyo traslado a las prisiones de la Península ha sido denegado por 
la Dirección general de Prisiones. En la época reciente de mi visita 
a la misma, existían en tales condiciones los penados Hamido-ben- 
Bensahen, Dris Mohamed y Ali-ben.AdherramAn condenados por 
robo a un año, ocho meses y un día de prisión menor, y Benaise 
Hazmi a dos anos, cuatro meses y un dfa de prisión menor por aten 



tado; y, como se  da el caso de que la prisión aludida no está habili- 
tada para el cumplimiento de las condenas, se ve privada de hacer 
las correspondientes propuestas para la aplicación de la libertad 
condicional, con lo que, a su vez, quedan privados los condenados 
antes aludidos, de los beneficios consiguientes. Es de justicia, o 
trasladar los penados a establecimientos de la Península donde pue- 
dan ser objeto de tales propuestas o habilitar a la prisión de Ceuta 
para elevar la correspondiente propuesta a la Junta de Libertad 
condicional; ello, y por ser moros casi todos los interesados, seria 
una medida de alto alcance, pues verían el espíritu de justicia de la 
nación protectora.. 

Los Fiscales de Alicante, Barcelona y Granada, dicen que 
por los presos llamados sociales se  procura perturbar la disciplina 
de los establecimientos, siendo uno de los medios a que acuden el 
de las denominadas huelgas del hambre. 

En Hueloa, Jaén, Segovia, Sevilla y Reus, se hallan ya ins- 
talados los presos en las respectivas cárceles de nueva construcción, 
magnificas desde el punto de vista higiknico; pero las de Jaén, Reus 
y Sevilla poco seguras. «La poca altura de sus muros, escribe el 
Fiscal respecto de la de Jaén, ha dado lugar a tres fugas.. .NO tie- 
ne condiciones de seguridad-dice el Fiscal de Tarragona, refirién- 
dose a la cárcel de Reus-y se  ha fugado ya algún preso.* nAfor- 
tunadamente-escribe el Fiscal de Sevilla-desapareció el baldón 
de ignominia que era la cárcel vieja. Ya estBn los presos en la fla- 
mante chrcel nueva. Algunos presos ... Porque los peligrosos no 
pueden estar en ella. Hermoso sanatorio, es una mala cárcel. Mucha 
piscina, mucho lavabo y pocos rastrillos y pocas rejas. El dia que 
quieran se escaparán los presos sin esfuerzo, y ya el otro día, se 
encontró en el recinto exterior al célebre Mijitas, por pura casua- 
lidad, cuando podia considerarse otra vez en libertad. En diversas 
partes del edificio-en el cemento, en la piedra-ha sido preciso bo- 
rrar las fatidicas letras C. N. T. y F. A. I., pero no ha sido posible 
quitar las de los tejados, donde, formadas con tejas de distintos co- 
lores, proclaman orgullosas y desafiadoras la potencia de las orga- 
nizaciones que designan. Allí están, a la vista de los reclusos en 
cuanto salen a los patios, para recordarles constantemente su exis- 
tencia y poder en esta triste ciudad de Sevilla.* .Edificada en lugar 
donde la guardia está dominada por un viejo acueducto, al lado de 
un arroyo, con una plaga de mosquitos que hacen imposible la vida 
a presos y empleados desde la postura del sol, tiene la cárcel nueva 



todas las comodidades-demasiadas coinodidades-teóricas, pero 
muy pocas condiciones prácticas y inenos de seguridiid.~ .La nueva 
clircel carece de sala para hacer las visitas, y los locutorics oficiales 
para despachar los señores Jueces son de lo mAs modesto de la 
prisión.» 

Reformas legislativas 

Procurando evitar la repetición de las que ya se  consignan en los 
respectivos resiimenes de las Meiiiorias de aííos anteriores, mencio- 
naremos aquí las reformas nilis importantes y concretas que se  pro- 
ponen por algunos Fiscales. Tales son: 

a) En e[ orden pena l  sustantiuo: la disminución de las pe- 
nas conminadas en el Código de 1932 para los delitos de falsedad, 
atentado y hurto domCstico o con grave abuso de confianza; el res- 
tablecimiento del arbitrio judicial; la definición como delito del he- 
cho de invadir colectivamente sin violencia ni intimidación las fincas 
rústicas; declarar que serán considerados subsidiariamente como 
autores del contenido de hojas impresas clandestinas los repartido- 
res de las mismas, cuando no se  averigüe quienes sean el autor 
real, el inspirador, impresor o editor de ellas o s e  hallen exentos de 
responsabilidad criminal o ausentes de España; equiparar a la exci- 
tación para delinquir hecha por medio de la imprenta, la realizada 
mediante discursos en mítines y actos públicos análogos, y la equi- 
paración de la estafa al hurto en cuanto a la convertibilidad de la 
falta en delito cuando el autor haya sido anteriormente penado por 
delito contra la propiedad o por faltas de hurto o estafa. 

Algunos ~isCa1e.s propugnan que se  resuelvan legislativamente 
las dificultades que encuentran para la calificación como delito per- 
seguible de oficio de los insultos dirigidos de palabra en actos pfi- 
blicos o por medio de la imprenta contra la Guardia civil, la de 
Asalto y otros Cuerpos del Estado; mas creemos que tales dificul- 
tades desaparecen si se  tiene en cuenta lo dispuesto en el párrafo 
tercero del art. 461 del vigente Código penal. 

b) En  el orden procesalpena[.-Aparte numerosas indicacio. 
nes, oportunas cuando se hicieron, pero ya inactuales, relativas a la 
reforma del Jurado, se  hacen otras referentes: a que se  disponga qiie 
los Jueces y Tribunales no puedan acordar sin la previa conformidad 
del Ministerio fiscal libertades provisionales en las causas por deli- 



tos contra la Constitución, el orden público y la seguridad exterior 
del Estado; a que se  reformen, ponikndolas de acuerdo con la divi- 
sión bipartita de las infracciones criminales, aceptada por el vigente 
Código peniil, las varias disposiciones procesales y orgánicas que 
hacen referencia a la división tripartita en delitos graves, menos 
graves y faltas y de las penas en aflictivas, correccionales y leves; 
a que, en lugar del auto de conclusión del suinario, los Jueces ins- 
tructores ordinarios hagan un informe-reginen análogo al que orde- 
ne Iiacer a los Jueces castreiises el Código de Justicia militar, y los 
Secretarios un apuntamiento o extracto sumarial; a que s e  determi- 
ne el momento procesal en que deben proponerse las cuestiones 
prejudiciales y se rejule $11 tramitación, para terminar con la diver- 
sidad de criterios hoy existentes eii este punto; a cortar el escanda. 
loso abuso de las recusaciones, conminando penas personales o mul- 
tas cuantiosas, convertibles en prisión subsidiariamente, cuando el 
recusante obre con temeridad; a que se  simplifiquen los trámites de 
instruccióii y de calificación cuando no haya necesidad de practicar 
iiuevas diligencias; a que se  imponga al Presidente de la Sala la 
obligacibn de señalar el juicio dentro de cierto plazo, contado desde 
la calificación fiscal, háyase o no evacuado el traslado para conclu- 
siones provisionales por las defensas; a que los Sumarios conclusos 
se  remitan directamente por los Jueces instructores a las Fiscalfas y 
por éstas se  devuelvan del mismo modo, caso de pedirse la práctica 
de nuevas diligencias; a la supresión de las acusaciones particulares 
en los delitos perseguibles de oficio o a su limitación, y por lo me- 
nos a que, siempre que el Fiscal pida el sobreseimiento y el acusa- 
dor la apertura del juicio oral y s e  acceda a esta solicitud, no pue- 
dan declararse las costas de oficio, debiendo imponerse siempre, 
según los casos, o al acusador o al procesado, y a que en los delitos 
por tenencia ilicita de armas se  prescinda del sumario, procediendo 
por citación directísima el mismo día o al siguiente por el Juez de 
instrucción correspondiente, a quien debe darse competencia para 
sentenciar. 

Aunque en rigor es común al procedimiento penal y al civil, pa- 
rece oportuno consignar aquí la modificación que el Fiscal de Cádiz 
propone respecto de la constitución de los depósitos judiciales por 
el Juzgado de Ceuta. aviene el Juzgado de dicha plaza africana re- 
mitiendo, por mediación del de CBdiz, a la dependencia provincial 
de la Caja general de Depósitos, los judiciales que en dicha plaza se 
constituyen, ya que no existe en ella representante de la Compañía 



Arrendataria de Tabacos; el procedimiento es  el giro de cantidades 
al Juzgado de Cádiz, que éste ingresa remitiendo al de Ceuta el 
resguardo correspondiente, lo cual, además de dilatorio, es  suma- 
mente expuesto a extravlos y equivocaciones; actualmente esta Fis- 
calía interviene en una queja formulada a la Superioridad por la no 
devolución de un depósito, y ello es debido a haberse extraviado la 
carta de ingreso y haber necesidad de reproducirla, previa instruc- 
ción de expediente de extravio, con publicidad en los periódicos 
oficiales. Existiendo, como existe, en Ceuta una Subdelegación 
de Hacienda, ¿por qué no facultarla para hacerse cargo de dichas 
cantidades y gestionar su ingreso, dando el correspondiente recibo 
el Juzgado depositante?> 

c) En  el orden procesal  civil.-El Fiscal de Gerona propone 
las siguientes modificaciones a la ley del Divorcio: 

aArt. 59. La ejecución lntegra de las sentencias dictadas con 
arreglo a esta ley corresponde a la Sala sentenciadora, que podrá 
delegar en el Juzgado de primera instancia que haya instruido el 
pleito. 

nArt. G1. Las resoluciones dictadas por el Juzgado de primera 
instancia hasta la firmeza de la sentencia serán apelables, en un solo 
efecto, para ante la Sala respectiva. Firme que sea la sentencia, 
quedarán caducadas autom6ticamente todas las apelaciones pendien- 
tes. La tramitaci6n de estas apelaciones no exige la formación de 
apuntamiento. Las resoluciones dictadas por el Juzgado de primera 
instancia, como Delegado ejecutor de la sentencia, serán reforma- 
bles por la Sala, a petición escrita de parte, presentada ante la 
misma dentro de los seis días siguientes a la notificaci6n de la reso- 
lución., 

d) En  la organización.-En este orden, sin duda por la pro- 
ximidad de reorganización total, es en el que menos propuestas de 
reforma se hacen en las Memorias de los Fiscales. Aparte de la in- 
sistencia unenime con que propugnan la creación del Cuerpo auxi- 
liar de Fiscalías, insistencia y unanimidad que demuestran la urgen- 
t e  necesidad de esta reforma, apenas s e  ocupan de cuestiones orgl- 
nicas; entre las propuestas que en este respecto se  hacen, figuran 
las de que puedan hacerse nombramientos de Abogados fiscales 
sustitutos, con prohibición de que ejerzan tales funciones, salvo en 
caso de enfermedad de los titulares o de vacante, y que para la 
provisión de éstas, cuando las soliciten varios funcionarios, se atien- 
da a la antigüedad. 



A P E N D I C E  S E G U N D O  

Memorias de los Fiscales de los Tribunales 

provinciales de lo Contencioso-administrativo 



Memorias de los Fiscales de  los Tribunales provinciales 
de  lo Contencioso administrativo 

En el transcurso del año 1932-1933 y en los asuntos sustancia- 
dos, no se ha presentado cuestión alguna relacionada con el proce- 
dimiento, que merezca ser consignada y requiera la interpretación 
de esta Fiscalla. 

Albacete. 

Ningún asunto de los tramitados merece por su naturaleza o 
cuantía mención especial, y en su mayoría son contra acuerdos mu- 
nicipales relativos a examen y censura de cuentas y declaraciones 
de responsabilidad de Concejales, con la particularidad de haber 
acuerdos contradictorios. 

Han abundado los recursos contra acuerdos relativos al personal, 
y prosperado los mAs por carecer tales acuerdos de requisitos de 
forma que les hizo indefendibles. 

Se propone se restablezca la disposición del art. 49 del Estatuto 
municipal, o, cuando menos, condicionar la autorización que contie 
ne, a los casos en que por falta de algún requisito de forma de los 
acuerdos son éstos notoriamente nulos, como sucede cuando es ne- 
cesario determinado número de Concejales para adoptarlos, y no 
concurren, cuando se destituye a un funcionario sin la formación de 
expediente, o cuando tramitado éste, se prescinde de dar de él vista 
al interesado, así como en los asuntos referentes a declaración de 



responsabilidad de Alcaldes y Concejales, sin que se cumplan los 
trámites y plazos del Reglamento de la Hacienda municipal. 

S e  aboga por que los Tribunales hagan en todos los casos decla- 
ración expresa sobre imposición de costas cuando el recurso no 
prospere. 

Alicante. 

DespuCs de hacer un resumen estadístico del movimiento y reso- 
lución de los asuntos contenciosos, se  consigna que el mayor núme- 
ro de los recursos interpuestos, lo fueron contra acuerdos de las 
Corporaciones por destitución de funcionarios de las mismas, o se- 
paración de sus cargos, todo ello motivado por el espfritu revisio- 
nista a causa del cambio de régimen, así como por las declaraciones 
de lesividad que originaron la abstención del Ministerio fiscal, en 
cumplimiento de la Circular de 27 de Enero de 1931. 

S e  hace notar la frecuencia con que los Ayuntamientos s e  per- 
sonan en los autos como coadyuvantes de la Administración, en 
defensa de sus propios acuerdos, y se expone la opinión de que en 
tales casos debe cesar de intervenir el Fiscal, ya que, por virtud de 
aquella personación, cesó también la representación que ostentaba, 
ampliando de este modo el co~teriido del art. 94 de la ley. 

Interesa, por último, la reforma del art. 67 de dicha ley, en el 
sentido de que el plazo que contiene comience a correr, no desde 
que s e  cometa la falta, como dice aquél, sino desde que dsta llegue 
a conocimiento de la parte a quien interese. 

S e  propone, como en la anterior, el aumento de una plaza de 
Abogado del Estado, con el fin de atender con la debida diligencia, 
los asuntos planteados. Se  señala disminución en el número de éstos 
y en su importancia; desenvolviéndose el procedimiento con el Tri- 
bunal provincial en la mayor normalidad. 

En la estadística de los pleitos allí tramitados y pendientes, no se  
anota nada digno de mencionarse. 



Avila. 

Durante el aRo judlcial a que la Memoria alcanza, nada nuevo se  
manifiesta que no se  haga hecho en las anteriores, como no sea el 
crecido níiinero de recursos interpuestos durante la primera mitad 
de aquel periodo, comparados con los de los años anteriores, y el 
decrecimiento de ese número en la segunda mitad, debido, según 
se  expresa, al ritmo de actividad que produjo el cambio de regimen, 
muy acelerado en la Administración, sobre todo en la esfera local, 
por estar mantenida la parte juridica del Estatuto municipal, por la 
facilidad que proporciona la gratuidad de los recursos, el derecho de 
reclamar no s61o de los que hayan sufrido lesión en su derecho de 
carácter administrativo, sino de cualquier vecino. 

S e  hace cargo de que ha quedado reducido a un rango regla- 
mentario, válido sólo en los preceptos que se  conformen con el texto 
superior d e  leyes votadas en Cortes, el Reglamento de procedi- 
miento municipal, con lo que, a su entender, ha desaparecido, según 
la sentencia de 8 de Marzo de 1932, la facultad' discrecional que 
tenian las Fiscalías de los Tribunales provinciales, bajo su exclusiva 
responsabilidad, de allanarse y de no apelar la ampliación del plazo 
para interponer el recurso, en materia municipal; la facultad de po- 
der alegar la excepción de defecto legal en el niodo de formular la 
demanda, etc. 

También se hace cargo de la obligación de consentir todos los 
fallos dictados en asuntos de cuantía inferior a 20.000 pesetas, y, 
por tanto, sin apelar de las sentencias revocatorias de resoluciones 
del Tribunal Económico-administrativo provincial, que sólo conoce 
en única instancia de asuntos inferiores a 5.000 pesetas, todo ello 
con detrimento de los intereses de la Hacienda pública, no obstante 
el recurso extraordinario que concede el Decreto de 3 de Agosto 
de 1931. 

Reitera, por último, la necesidad de simplificar el procedimiento, 
evitando trámites ociosos y acortando plazos, y, en especial, me- 
diante precepto legal, la no admisión del recibimiento de los pleitos 
a prueba, sino en los casos en que en la via administrativa no se hu- 
biese podido practicar por causas no imputables al recurrente. Esti- 
ma innecesaria la vista y, por tanto, el extracto, en aquellos recur- 



sos que no se han recibido a prueba, en atención a que las partes 
concurren a aquel acto, con los mismos elementos de juicio que 
cuando formularon los escritos de demanda y contestación. 

Badajoz. 

Se hace notar el ntimero de asuntos tramitados por el Tribunal 
agrupándolos con los que quedaron pendientes en el aiio anterior, 
y restando los terminados en el presente, para consignar los que 
quedan pendientes. 

Expresa que el Tribunal ha funcionado con toda regularidad 
eficazmente auxiliado por la Secretaría. 

Manifiesta que ha habido bastante incremento en los asuntos in- 
coados, los que principalmente han sido contra acuerdos munici- 
pales. 

Se advierte la necesidad de que se restablezca la facultad que a 
los Fiscales de lo contencioso-administrativo concedfa el art. 50 del 
Reglamento de procedimiento en materia municipal, facultad aque- 
lla que era inherente a la de negarse a formular demandas a nombre 
de la Administración provincial o municipal, en los casos en que se 
estimare procedente hacerlo. 

Se lamenta de que se haya visto obligado a impugnar demandas 
y sostener el acuerdo recurrido, siendo éstos absolutamente ilega- 
les, redundando en desprestigio de la función fiscal semejante ac- 
tuación. 

Menciona también la necesidad de suprimir la gratuidad de los 
recursos contra los acuerdos municipales y provinciales, con cuya 
medida, y el restablecimiento de la facultad antes expresada, dismi- 
nuirían notablemente los asuntos, pues no obstante de que, en algu- 
nos casos la Administración adopta acuerdos indefendibles, también 
los particulares interponen muchos recursos, animados de la gratui- 
dad del procedimiento, sin razón alguna. 

Presenta la cuestión de si debe ser admitida la personación de 
letrado y procurador en nombre de las corporaciones interesadas, en 
recursos en que ellas actúan como actoras contra acuerdos propios, 
inclinándose por la afirmativa en atención a que en definitiva no se- 
rán más que coadyuvantes del Fiscal que tendri la actuación pri- 
mordial en defensa de aquellas corporaciones. 



Barcelona. 

Expresa que el volumen de asuntos tramitados durante el año a 
que aquella se  refiere se  ha mantenido dentro de los que, en iguales 
períodos venian incohndose en años anteriores, originando ello el 
gran trabajo que ha pesado sobre el Tribunal y el inevitable retraso 
que se observa en verse y fallarse los pleitos, para justificar lo que 
manifiesta que se  han dictado setenta sentencias definitivas, se han 
celebrado vistas a razón de dos y tres por semana, hay hechos se- 
ñalamiento~ hasta el mes de Marzo del año próximo, y quedan pen- 
dientes de señalar gran número de pleitos. 

Debido a esto considera necesaria la formación de una Sala es- 
pecial que en aquella Audiencia conozca exclusivamente de cuanto 
se  relaciona con el ejercicio de la jurisdicción contencioso-adminis- 
trativa, habida cuenta además a la importancia que, por su cuantia, 
tienen en aquella provincia la mayor parte de los pleitos de esta na- 
turaleza. 

Burgos. 

Se  expresa que ninguna dificultad procesal se  ha presentado 
durante el año, en cuantos asuntos se  han entablado. 

Tampoco ha habido variación alguna tanto respecto de los recur- 
sos, cuanto referente a la materia de los mismos, con relación ri 

años anteriores, ya que, la casi totalidad de ellos se  han referido s 
acuerdos municipales y dentro de ellos, a los relativos a responsa- 
bilidades en las cuentas municipaies y aprovechamientos forestales. 

Cáceres. 

Como en años anteriores, la materia de los recursos que en gran 
número se han tramitado, s e  contrae a cuestiones de personal, ma- 
nifestándose que solo un asunto, que no llegó a discutirse en cuan- 
to  al fondo por haber propuesto una excepción dilatoria, salió de  
aquel marco, ya que se  refirió a la incautación por un Ayuntarnien. 
to de un cementerio parroquial. 



Se lamenta de lo variable, indeciso y contradictorio del criterio 
de aquel Tribunal en cuanto a la determinacidn de la procedencia de 
la excepci6n de defecto legal en el modo de formular la demanda, 
llegando a afirmar que no vislumbra el acertar cuando alega tal ex- 
cepción, porque se invoca que las alegaciones a que se refiere el 
articulo 42 de la ley, van inclufdas en las demandas que son exacta- 
mente iguales que otras que no prosperaron por el mismo defecto. 
Por ello manifiesta que, o desaparezca de la ley tal excepción, o se 
señalen normas más precisas, aun cuando sean muy amplias, para 
que a ello se ajusten los Tribunales de esta jurisdicci6n. 

Deplora también la inejecución o ejecución tardía de las senteti- 
cias firmes, para evitar lo cual indica la necesidad de que al Minis- 
terio Fiscal se le conceda una intervención preponderante, directa 
y constante. 

Se limita a expresar el niimero de recursos contencioso-admi- 
nistrativos incoados: el de los en que han desistido; el de los sen- 
tenciados, manifestando cuántos lo fueron conforme con la petición 
fiscal y cufintos en desacuerdo con ellas. 

Hace constar, refirikndose tambiCn a la Memoria del año ante- 
rior, que por entender que el recurso que concede el art. 253 del 
Estatuto municipal era enteramente nuevo y distinto del regulado 
en la ley de 1894, hizo uso de la facultad d~ allanarse a las deman- 
das, aun cuando en limitadisimos casos; pero que en vista de la Cir- 
cular de este Centro de 22 de Julio iiltimo, en lo sucesivo se aten- 
drá a sus normas, sin que tenga más digno someter a la considera- 
ción de esta Fiscalla. 

Respecto del número da asuntos se expresa que ha disminuido 
en relacibn al año anterior y mfis respecto del año 1931, que alcan- 
zaron cifras elevadas, aumento Cste y disminución aquélla debidas 
al cambio de régimen y sus inevitables consecuencias en cuanto a 
destituciones y suspensiones de funcionarios provinciales y munici- 



pales, y la consolidación de aquél, pacificación de espiritus, espe- 
cialmente en los pueblos y a la estabilidad de las disposiciones que 
se han dictado. 

La mayor parte de los recursos interpuestos lo han sido contra 
resoluciones de la Administración provincial y municipal y en espe- 
cial contra acuerdos sobre provisión por concurso de cargos vacan- 
tes, imposición de sanciones a funcionarios (suspensiones y destitu- 
ciones), o declarando responsabilidades a cuentadantes o a Alcaldes 
y Concejales de la Epoca de la Dictadura, siendo escasos los incoa- 
dos contra los fallos de la Junta Administrativa de Contrabando g 
Defraudación y contra los del Tribunal Económico-administrativo 
provincial. 

En cuanto a reformas, se duele de la derogación del art. 50 del 
Reglamento de procedimiento en materia municipal, por la dificil 
situación que en muchos casos coloca al Ministerio Fiscal, obligado 
a defender verdaderas ilegalidades cometidas por autoridades muni- 
cipales, ya por ignorancia, ya por mala fe, defendiendo con ello, 
rnAs que los intereses del Municipio, los particulares de las personas 
o partidas que representan. 

Ciudad Real. 

Ninguna cuestión ha planteado durante el año judicial sobre in- 
terpretación y aplicación de las leyes votadas por las Cortes Cons- 
tituyentes, ni de las por Estas declaradas en vigor total o parcial- 
mente, que merezca ser anotada. 

Los asuntos que más contingente han dado al Tribunal, según 
expresa, han sido los relativos a acuerdos de la Diputacidn y de los 
Ayuntamientos, sobre suspensión y destitución de funcionarios, sin 
que en ellos se hayan planteado cuestiones jurídicas por ser resulta- 
do, en casi todos los casos, de pasiones politicas o de antagonismos 
personales. 

Cree que este mal podría remediarse con la imposición de las cos- 
tas que de modo preceptivo estableciese la ley; medio único para 
castigar la temeridad del litigante o la extralimitación de las entida. 
des que toman acuerdos improcedentes, indefendibles, y en perjuicio 
del prestigio de la Administración. 

Se  lamenta de que con el silencio administrativo, adoptada ya por 



rutina, egoismo o comodidad, se  priva al Fiscal de conocer las ra- 
zones que se tuvieran para adoptar los acuerdos, y que podria utiii- 
zar en su defensa ante el Tribunal. 

Córdoba. 

Continúa aumentando extraordinariamente el número de asuiitos 
que se  incoan ante el Tribunal provincial de lo Contencioso-admi- 
nistrativo, debido, de iin lado, a las destituciones y cesantías de 
empleados municipales, y de otro, a la revisión de la gestión eco 
nómica de Ayuntamientos anteriores. 

Se lamenta de la posición desairada en que colocan al Fiscal la 
mayor parte de los acuerdos municipales, por la imposibilidad de 
poder argumentar la defensa de los mismos, tanto por haber sido 
adoptados en un ambiente de pasión politica o partidista, cuanto 
que, por ello, los que los adoptaron no cuidaron de llenar las forma 
lidades legales, ya por falta de expediente, ya por defectos en la 
tramitación, o ya por falta del número necesario para poder tomar 
válidamente el acuerdo, muchos de los pleitos promovidos contra 
ellos están de antemano perdidos. Y si en tiempos pudo explicarse 
la posesión del Fiscal desde el punto de vista de la defensa de los 
intereses de la Administración central, no puede sostenerse hoy en 
atención a que el 90 por 100 de los acuerdos que se impugnan en 
los Tribunales provinciales, corresponden a la Administración mu 
nicipal, y agotar la defensa de esos acuerdos hasta conseguir seii 
tencia definitiva en el Tribunal Supremo, es perjudicial al particular 
recurrente y a la Corporación recurrida para aquél, porque para de- 
fenderse, necesita hacer dispendios de nombramiento de Abogado y 
con ello la gratuidad del recurso desaparece, y para la Corporacióii, 
porque cuanto m8s se  tarde en resolverse, más sueldos va deven 
gando el recurrente que, en definitiva y por insolvencia de las per 
sonas que adoptaron el acuerdo, tendrá que satisfacer la Corporación 
responsable; y aun cuando no se  haga uso de la facultad de allanar 
se  a las demandas, por prohibirlo hoy el art. 24 de la ley de esta 
jurisdicción, debe subsistir la de abstenerse de apelar sentencias 
justas. 



La Coruña. 

Se consigna que se  han tramitado más de 200 pleitos; aduce la 
dificultad de que, en materia tan importante como la municipalización 
de servicios, órdenes ministeriales derogan lo dispuesto en el Esta 
tuto municipal, y la Dirección general de Administración opina todo 
lo contrario; no es partidario de que los Tribunales provinciales 
estén integrados por los Vocales ajenos a carrera judicial y pasa a 
exponer un caso que con repetición se  ha dado en el Tribunal en que 
actúa. 

S e  trata del procedimiento que tienen los Ayuntamientos para 
reintegrarse de los sueldos que haya satisfecho a los funcionarios 
que, habiendo sido destituidos, han sido repuestos en sus cargos; el 
Tribunal ha sentado la doctrina de que, para obtener ese reintegro, 
tiene la Corporación interesada que demandar a los Concejales que 
adoptaron el acuerdo ejercitando la acción de responsabilidad civil, 
pero ante el Tribunal establecido en la ley de 5 de Abril de 1904. 
Después de una extensa y razonada exposición de doctrina legal y 
jurídica se  inclina porque las Corporaciones tienen en su favor el 
procedimiento de apremio administrativo, contra los Concejales res- 
ponsables del acuerdo revocado, para reintegrarse de ellos de los 
sueldos que haya anticipado satisfaciéndolos el funcionario repuesto. 

Cuenca. 

Remite estado J e  los pleitos en que ha intervenido la Fiscalia de 
lo Contencioso. Interesa como de gran conveniencia la modificación 
de la legislación contencioso-administrativa en el sentido de que no 
tengan análoga consideración los pleitos originados por asuntos cie 
la Administración Central de aquellos que se  derivan de la actuación 
de los organismos municipales. Indica qne para limitar los asuntos 
municipales y provinciales se  impongan las costas obligatoriamente, 
siempre que se demostrase temeridad o mala fe. Asimismo aboga 
por que no debe existir gratuidad en los asuntos municipales y pro- 
vinciales para evitar la impunidad de la Corporación que dictara 



acuerdo con el fin de perjudicar a determinada o determinadas per- 
sonas, encauzándose de ese modo la jurisdiccidn para que no actua- 
ran en materia provincial y mrinicipal más asuntos que aquellos en 
que hubiera error o duda racional. 

Gerona. 

La nota dorniiiarite, se dice, es la disminuci6n en esta provincia, 
de pleitos contericioso administrativos, debido a la normalidad de 
la vida municipal por haber terminado el periodo de revisión de la 
obra de la Dictadura. 

Se  muestra de acuerdo con la prohibición de apelar en los jui- 
cios inferiores a 20.000 pesetas, si bien, a su entender, debe modi. 
ficarse el recurso que establece en beneficio de la doctrina legal el 
Decreto de X de Mayo de 1931. 

Hace notar la necesidad de que se  establezcan normas para que 
los Fiscales de lo contencioso puedan tutelar los intereses estatales 
y velar de modo efectivo por el cumplimiento de las leyes, en las 
cuestiones relacionadas con la Hacienda pública, ya que en las pro- 
vincias de segundo orden pocas veces la cuantia liquidada excede 
de 20.000 pesetas, quedando resueltas, sin posibilidad de reforma, 
todas las cuestiones relacionadas con la actividad financiera del 
Estado. 

Granada. 

Debido a lo dispuesto en los Decretos de la Presidencia del 
Consejo de Ministros de 20 de Abril y 3 de Junio de 1931 y 15 de 
Julio de 1932, se  manifiesta que han aumentado considerablemente 
los asuntos en aquel Tribunal, habiendo contribuido a ello, además, 
el que las Corporaciones municipales han continuado fiscalizando la 
~ictuación de las anteriores, adoptando acuerdos declaratorios de 
responsabilidad de ex Alcaldes y ex Concejales. 

Insiste en lo difícil que le ha sido defender los aciierdos munici- 
pales por no haberse tramitado los expedientes con las solemnidades 
legales, destacándose entre aquéllos los relativos a la destitución de 
Secretarios, sin notificar al interesado el pliego de cargos ni darle 



vista del expediente, llegando algún Ayuntamiento a destituir al 
Secretario sin formación de expediente alguno, no habiendo mAs que 
el acuerdo de destitución; y debido a esto, muchas de las sentencias 
dictadas por el Tribunal han sido revocatorias de los acuerdos 
adoptados. 

Para evitar aquella dificultad se  muestra partidario de que se  
declare subsistente el art. 50 del Reglamento de procedimiento en 
materia municipal de 23 de Agosto de 1924. 

Guadalajara. 

Expone que, por regla general, como en periodos anteriores, las 
cuestiones planteadas en el de que se trata son principalmente de 
carácter municipal y relacionadas con la destitución de Secretarios, 
exacción de arbitrios, responsabilidad de cuentadantes y parcelación 
de dehesas de propios. 

Alude a la dificultad con que lucha el Ministerio Fiscal para sos 
tener acuerdos a todas luces improcedentes, por lo que estima de 
suma conveniencia que se  le concediese la facultad de allanar3e bajo 
su responsabilidad a la demanda, como ya estuvo establecido, si 
bien dejó de regir al recobrar su imperio y vigencia los preceptos 
de la ley fundamental sobre la jurisdicción contencioso~administrati- 
va y el Reglamento dictado para su ejecución. 

Con motivo de la ejecución de las sentencias del Tribunal pro- 
vincial en asuntos municipales, hace notar la serie de obstáculos y 
dificultades que ponen algunos Ayuntamientos, en este punto, a 
pecar de las gestiones que con mayor constancia realiza el Ministe- 
rio Fiscal para conseguirlo y de las órdenes y recordatorios que al 
efecto se  dictan por el Tribunal. 

S e  aboga por la supresidn del extracto, basado en la inutilidad 
del mismo, puesto que los Tribunales, muy discretamente, prescin 
den de él al resolver los pleitos, puesto que estudiam los autos, y 
además, porque tal extracto, o es una copia de los escritos y dili- 
gencias del recurso, o un resumen de lo actuado, insuficiente para 



que un celoso juzgador adquiera conocimiento completo del negocio 
discutido y pueda formar juicio detallado y preciso para pronunciar 
fundados fallos. 

Huelva. 

S e  limita a manifestar que los asuntos se  han desenvuelto con 
absoluta normalidad y con sujeción a las normas que regula el pro- 
cedimiento en esta jurisdicción. 

Huesca. 

S e  lamenta de la tardanza con que las Corporaciones municipa- 
les, contra cuyos acuerdos se  interponen el mayor número de recur- 
sos, envían los expedientes gubernativos que se les reclama, y con 
frecuencia lo hacen mucho después de transcurridas las prórrogas 
que se les otorga, lo que ocasiona graves perjuicios a los particula- 
res recurrentes y a la Administración pública. 

Interesa se  dicte una resolución mediante la que se puedan hacer 
efectivas, con toda rapidez, las costas impuestas en las sentencias, 
ya que en varios pleitos el representante de la Administración tiene 
devengadas cantidades de importancia, que no se hacen efectivas no 
ubstante su continua actuación en este sentido. 

Con motivo de haber expirado el plazo para la declaración de 
lesividad de acuerdos adoptados durante la Dictadura, se  han inter- 
puesto varios recursos, formulando las demandas el Fiscal, y ex- 
presa su sorpresa y contrariedad, porque el Tribunal no sólo tiene 
por parte, como demandados, a los que lo sean por la demanda, sino 
a los que se personan como adquirentes de derecho al amparo de los 
acuerdos iinpugnados, si que también a los Concejales o Diputados 
provinciales que tomaren aquellos acuerdos, al Secretario de la Cor- 
poración si no hizo reserva de la ilegalidad, al Colegio de Secreta- 
rios. etc., con lo que a su entender se anula el procedimiento ha- 
ciéndolo interminable, y asuntos que por su iiaturaleza y cuantia 
debieran terminar en plazo breve, duran muchos años, por el interés 
que las partes tienen en que subsista el acuerdo impidiendo recaiga 
resolucióh que declare su ilegalidad, y de aquí que proponga que 



para poder ser demandado y parte en el procedimiento, se exijan los 
mismos requisitos que la ley orgánica determina han de concurrir en 
el particular para recurrir, o sea que ostente un derecho de carácter 
administrativo, nacido a su favor precisamente del acto administra- 
tivo que la Administración declara lesivo y cuya nulidad se pre- 
tende. 

Como única particularidad, se  ocupa de la naturaleza y ámbito 
de las excepciones dilatorias en esta jurisdicci6n, en especial de la 
de incompetencia relacionando el precepto legal con la doctrina de 
la jurisprudencia, a cuyo fin pone en relación la regla primera del 
art. 46 de la ley, con el párrafo 2." del propio articulo y los nume- 
ros 2." y 1 .O, respectivamente, de los articulas 1 ." y 4." de la misma 
ley. A su entender, se  pretende distinguir entre el fondo y la for- 
ma, distinción que a su juicio no existe en la ley, apreciándose úni- 
camente una celeridad en la resolución de los pleitos, útil siempre, 
sobre todo en aqtiellos motivados por destitución de agentes muni- 
cipales armados, que afectan a la discrecionalidad del acto adminis- 
trativo. 

Las Palmas. 

Señala aumento considerable de recursos por exacciones muni- 
cipales, utilidades y por nombramiento y destitución de Médicos e 
Inspectores municipales de Sanidad. 

Manifiesta que todos los recursos han sido interpuestos en el 
término de un mes, o sea, en el que fijó la legislación municipal del 
año 1924, resultando dilatado en exceso el plazo de tres meses que 
fijó la ley sin beneficio del recurrente y en perjuicio de la Adminis- 
tración. 

Cita como caso de especial mención un pleito entablado por un 
organismo del Estado, la Junta de Obras de los Puertos de la Luz 
y de las Palmas contra el propio Estado. 

En materia municipal también manifiesta que ha destacado por 
su importancia un pleito entre el Ayuntamiento y la Compañia abas- 



tecedora de agua aCity of Las Palmas water and power C." limi- 
ted., a pesar de lo cual, el Municipio no se  personó como coadyu- 
v a n t ~ ,  considerando, que no debe ser un derecho la personación, 
sino un deber, una obligación ineludible, siendo conveniente modi. 
ficar en este sentido la ley, obligando a personarse como coadyu. 
vantes a las Corporaciones que por su importancia cuenten con 
asesor jurfdico. 

Remite el estado de pleitos durante el afio judicial 1932.33, sin 
que en el mismo se  advierta nada digno de mención. 

Ledn. 

No existe variación alguna en cuanto a la tramitación en la labor 
realizada en el año judicial, aun cuando nota una pequeña disminu- 
ción en el número de asuntos incoados, no obstante, lo que se  queja 
de que el trabajo ha superado al de años anteriores, por los muchos 
pleitos despachados de los incoados en el año actual y de los ante. 
riores. 

Todos los pleitos, a excepc'ión de cuatro sustanciados contra 
acuerdos de'la Administración general, y otros cuatro contra reso- 
luciones provinciales, lo han sido por acuerdos municipales, nom- 
bramientos, suspensiones, destitución de funcionarios, revisión y 
censura de cuentas municipales y enajenacion y repartimiento de 
bienes del Municipio o de los pueblos. 

Nota un decrecimiento en el número de recursos iniciados por 
las Corporaciones contra sus propios acuerdos declarados lesivos, 
iniciándose el criterio del Tribunal de imponer las costas en los ca 
sos de evidente temeridad, medida eficaz para evitar que los recur- 
sos sean utilizados como arma politica que entorpece la vida muni- 
cipal. 

En cambio se  extraña de la facilidad con que se  reciben a prueba 
los pleitos, no obstante, su oposición de no ser en los casos en que 
haya sido imposible a la parte acreditar en via gubernativa los pun- 
tos de hecho de su interés. 

Propone, como reformas, la supresión del extracto; la determi. 
nación de los casos en que los pleitos han de recibirse a prueba; la 
concesión al Tribunal de facultades para acordar el tramite de vista 
y la implantación del juicio verbal necesario para los asuntos de es- 



casa cuantia, estableciendo, como preceptiva, la imposición de tos- 
tas conio sancibn a la temeridad. 

Interesa como urgente la modificación de los artículos 84, 85 y 
86 de la ley sobre el ejercicio de esta jurisdicción, en el sentido de 
otorgar a los Tribunales facultades amplias y eficaces para la eje- 
cución de las sentencias por la frecuencia de casos de su incumpli- 
miento, que constituyen verdaderas desobediencias punibles, sin 
que dé resultado en dar cuenta a las Cortes, y por el tiempo que se 
pierde tramitando la denuncia por conducto del Tribunal Supremo. 

Expresa que los servicios se han desenvuelto normalmente y sin 
retraso alguno en la tramitación, con acertada orientación en las 
resoluciones; y en cuanto a la Fiscalía, dice que ha procurado defen- 
der a la Administracibn y lo corrobora el hecho de que las senten- 
cias revocatorias de los acuerdos recurridos no exceden de la terce- 
ra parte del total de pleitos resueltos, velando a la vez por el pro- 
cedimiento a fin de que la jurisdicción no padezca: 

No obstante ello, estima de necesidad una urgente y trascenden- 
tal modificación de esta jurisdicción, pues precisamente por el nú- 
mero de pleitos ganados por la Administración, demostrativo m8s 
que del acierto final, lo es de errores en la regulación de la jurisdic- 
ción o en la preparación de los instrumentos que en ella desenvuel- 
ven su actividad. La causa es la excesiva frecuencia con que es pre- 
ciso plantear la excepción de incompetencia, que impide el examen 
del fondo de los ssuntos, lo que significa la gran restricción de esta 
jurisdicción que no ha crecido su amplitud en forma proporcional af 
crecimiento que la intervención de las actividades piiblicas han teni- 
do en el orden juridico; las limitaciones fundamentales del articu 
lo 1.' de la ley, cree, cierra el camino a la jurisdicción contencioso- 
administrativa. 

Es partidario de que se reglamente el recurso contra los actos 
nacidos de ejercicio de la potestad reglamentaria de la Administra- 
ción, aun cuando no haya derecho particular lesionado, y de que se 
implante el recurso por exceso o desviación de poder. 

En orden al procedimiento cree de mfis necesidad ampliar la 
admisibilidad de la prueba, hoy tan restringida, y suprimir, en cam- 
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bio, tramites tan iniitiles como el extracto, reduciendo las vistas a 
los casos verdaderamente necesarios, suprimiéndolas cuando no se  
haya practicado prueba. Considera medida beneficiosa la imposición 
d e  las costas al litigante temerario sin perjuicio de las acciones que 
por razón de responsabilidades puedan exigirse. 

Aboga por una Magistratura especial para esta jurisdicción y el 
restablecimiento de la facultad que tenían los Fiscales para allanar- 
se  a las demandas. 

Logroíío. 

Observa tendencia al aumento de los recursos, debido principal. 
mente a la gratuidad de aquéllos y al mayor conocimiento que se  va 
teniendo de los Estatutos provinciales y municipales y de los Regla- 
mentos para su aplicación, siendo el mayor contingente el relativo 
a cuestiones de personal, y dentro de éstzs los motivados por co- 
rrecciones disciplinarias, tramitándose los expedientes con olvido de 
los Reglamentos a que deben ajustarse. 

En el orden procesal indica la conveniencia de simplificar trámi- 
tes, inclinándose por el restablecimiento del juicio verbal en las 
cuestiones triviales, y suprimir la vista pública en los casos en que 
no se  haya practicado prueba. 

La condena de costas al litigante temerario, que tan beneficiosa 
resultaría, por la ejemplaridad,se utiliza pocas veces por los Tribu- 
nales contencioso administrativos, con la que se  evitarían muchos re- 
cursos que no tienen otro apoyo que las pasiones nacidas en el estre- 
cho marco de la vida local. 

Reproduce el criterio sostenido en Memorias anteriores acerca 
de la limitación en cuanto al recibimiento de los pleitos a prueba, en 
atención a la naturaleza y carácter revisorio tlue tiene esta juris- 
dicción. 

Estima que no está en vigor el articulo 50 del Reglamento de 
procediniento en materia municipal, e interesa se  dicten normas 
fijas a las que se  deban atener los Fiscales para conseguir la unifi- 
cación de criterios, distintos hoy en los Tribunales provinciales. 



Lugo. 

Dos consideraciones fundamentales manifiesta que va a Iiacer en 
la Memoria, relativa la primera a que gran número de los acuerdos 
recurridos ante el Tribunal llegan desprovistos de todo sentido juri- 
dico que permita ser apoyados, y aunque de hecho afirma que utili- 
za la facultad de allanarse a las demandas, cree que en tales casos 
debiera bastar el dictamen del Ministerio Fiscal para que, sin ulte. 
rior tramitación, la Sala dictase sentencia estimando la demanda; y 
referente la segunda a la improcedencia de las reclamaciones en 
cuanto al fondo, que suponen una abierta temeridad movida por la 
gratuidad de los recursos, por lo que se  hace precisa la necesaria 
imposición de costas dispuesta de modo preceptivo. 

Razona acerca de la conveniencia de qtie el Fiscal de esta juris- 
dicción, a semejanza con lo que sucede con el Fiscal en lo criminal, 
debe ser un defensor del derecho público, protegiendo en este sen- 
tido a los ciudadanos que podrían acudir a él a formular sus denun- 
cias respecto de las transgresiones y facultándcle para formular 
demandas contra las Corporaciones, cuyos acuerdos constituyesen 
una evidente violación del Derecho positivo. 

Ninguna duda, manifiesta, se  le ha suscitado en la aplicaci6n de 
la legislación vigente. 

Cree que deben desaparecer los Vocales que completan el Tri- 
bunal de lo Contencioso, sustituyéndolos por Magistrados especiali- 
zados en la materia contenciosa, procedentes de las carreras de 
Abogados del Estado, Oficiales Letrados del Consejo de Estado, 
Catedráticos de Derecho administrativo, y del Poder judicial. 

Interesa que se  le facilite local en la Audiencia con destino a los 
Fiscales de lo Contencioso, dotado convenientemente de personal y 
iiiaterial. 

Madrid. 

Estima que, apartándose de los estrechos limites en que se han 
venido desarrollando las Memorias en años anteriores, en el presen. 
te merece que se ponga de relieve la necesidad de que, por conduc- 
to de la Fiscalfa general de la República. se  sugiera al Gobierno, 



m8s que la modificación parcial de algunos articulas de. la ley, la 
redacción de una nueva que desarrolle el precepto constitucional 
que trata de la materia contencioso-administrativa. 

Estudia a continuación el problema de la vigencia del art. 101 de 
la Constitución, llegando a la conclusión de que el recurso contra 
los actos discrecionales de la Administración y contra aquellos que 
constituyan abuso o desviación de poder debe aceptarse ya, porque 
la ley que los reglamente, lo que podrá hacer es desenvolver los 
principios que la Constitución ha señalado; pero estos dos recursos, 
a su juicio, ahan quedado clavados ya en nuestro Derecho constitu- 
cional, y no es  posible que sean desconocidos por los Tribunales de 
la jurisdicción contenciosax. 

Propone que se  dicte una disposición que establezca que el pla- 
zo señalado en la ley de lo Contencioso para recurrir ante esta ju- 
risdicclón no correrá para los que quieran entablarlo contra los actos 
discrecionales o contra los constitutivos de abuso o desviación de 
poder desde que se aprobó la Constitución hasta que esté en vigor 
la ley o se permita la interposición de los mismos. 

Pide que para la redacción de tina nueva ley de lo Contencioso- 
administrativo se oiga a los Fiscales de esta jurisdiccidn. 

A su juicio, es  necesario restablecer en toda su integridad el 
imperio del art. 49 del Reglamento de 23 de Agosto de 1924, que 
en materia municipal permitia que los Fiscales se  allanaran, bajo su 
personal responsabilidad, a las demandas contenciosas, y tambikn 
que interpusieran o no los recursos correspondientes. 

Estima improcedente la obligación ineludible en que s e  encuen- 
tran los Fiscales de los Tribunales provinciales de lo Contencioso- 
administrativo de entablar las demandas sosteniendo la lesividad de 
acuerdos de los Ayuntamientos, y, en sil consecuencia, propone que 
se  modifique la ley, en el sentido de que la dcclaración de lesividad 
requiera como trámite indispensable, para poder entablar demanda 
en el Tribunal correspondiente, el informe del Gobernador, oido el 
Abogado del Estado, y si este informe fuera desfavorable, el Fiscal 
provincial no tendrá obligación de entablar la demanda, y sólo 
cuando el Ayuntamiento quiera prescindir de esta defensa podría 
dejar de remitir a informe del Gobernador civil el acuerdo de lesivi- 
dad; y que debe determinarse la responsabilidad de los Concejales 
que tomaron el acuerdo declarado lesivo para que tenga inmediata 
ejecución y obtenga sus resultados el Ayuntamiento, pues de otra 
manera, son prácticamente irrealizables, o bien, si la demanda de 



lesividad fuese desestimada, que en el fallo también se determine la 
responsabilidad de.los Concejales que adopten este acuerdo, si no 
lo hicieron con las garantias que la ley exige. 

Málaga. 

Dice que casi es doble al del año anterior el número de asuntos 
incoados en el presente, que ha dificultado la labor de la Fiscalía por 
la escasez de personal, sobre todo auxiliar, dificultad debida, ade- 
más, a que la mayor parte de los pleitos han terminado por sen- 
tencia. 

Sigue dominando, agrega, el gran número de asuntos municipa- 
les, sobre todo, los relativos a personal, en proporción que excede 
de la de los primeros tiempos de la vigencia del Estatuto. 

Y. por último, manifiesta que ninguna cuestión tiene que expo- 
ner, por no habérsele presentado, que sea digna por su novedad o 
importancia de ser consignada. 

Murcia. 

Comienza por tributar al Tribunal Contencioso un merecido con- 
cepto de laboriosidad y competencia. 

No le parece acertado el precepto imperativo de la ley que obli- 
ga al Ministerio fiscal a interponer recurso de apelación, sobre todo 
en ciertas resoluciones de personal, ocasionCtndoles graves perjui- 
cios con las demoras de una apelación que en varios casos, en con- 
ciencia, informa que el Fiscal Superior debe desistir de ella, por ser 
la resolución del Tribunal justa y de derecho. 

Repite lo dicho en Memorias anteriores, proponiendo de nuevo 
a esta Fiscalia la conveniencia de restringir la admisión de pruebas 
cuando su práctica venga a ratificar extremos probados dentro del 
expediente. 

Remite el estado de los asuntos tramitados por el Tribunal y su 
funcionamiento, siendo digno de tenerse en cuenta su laboriosidad. 



Orense. 

Comienza con un resumen de los pleitos en tramitación. Repro- 
duce lo consignado en Memorias anteriores acerca de la organiza- 
ción de los Tribunales de esta jurisdicción, y expone la necesidad de 
remediar la situación de los Oficiales y Auxiliares asignados a las 
Audiencias y Fiscalías de lo Contencioso, haciendo presente la labor 
que realizan, la abnegación que tienen y la escasísima retribución 
con que pagan sus servicios; por lo que aboga porque con ellos se 
constituya un Cuerpo, ya que de hecho lo forman con técnica ade- 
cuada. 

Hace alusión a lo consignado por él en anterior Memoria respec- 
to de la posición y actitud que debe adoptarse en el caso de que los 
intereses de las Corporaciones provinciales y municipales tengan 
que ser defendidos por el Fiscal, y en oposición con ellas haya leyes 
o disposiciones de general interés que afecten especialmente al pro- 
cedimiento y estén infringidas por dichas Corporaciones, ya que por 
cima de los intereses locales están los generales de la Administra- 
ción y los públicos, que afectan principalmente al procedimiento, y 
a este efecto está el caso ocurrido con motivo de un concurso, en el 
que después de haber clasificado la Corporación correspondiente 
por orden de meritos a los concursantes, esa misma Corporación 
designó al que figuraba en el último lugar de la clasificación con 
cero puntos, con el fundamento de que el nombramiento seria mejor 
acogido por el vecindario que cualquier otro, por haber sido votado 
-para Juez municipal y estimarle afecto al rCgimen 

Oviedo. 

El alto nivel que alcanzaban en años anteriores los recursos con 
tencioso-administrativos continúa elevándose y en la misma propor-- 
ción, manifiesta el Fiscal, han sido los resultados favorables a su 
tesis. 

Pone de relieve el cambio de criterio del Tribunal de no tener 
como parte ni como demandado, ni como coadyuvante al Ministerio 
Fiscal en los recursos promovidos, sin acudir al Fiscal, por los 



Ayuntamientos, como consecuencia de declaraciones de lesividad 
aceptando con ello la doctrina sentada por esta Fiscalia en su Cir- 
cular de 27 de Enero de 1931. 

Estima que no es ya licito hacer uso de la facultad que concedía 
el art. 50 del Reglamento de procedimiento en materia municipal, 
lo que en no pocos casos, coloca a las Fiscalias en situaciones poco 
airosas que disminuye su crédito como defensora de causas justas, 
por lo que indica que seria de desear se restituyera aquella facul- 
tad, no s61o en los asuntos de los Ayuntamientos, si que también 
en los relativos a la Adnlinistración Central y provincial, aun cuan- 
do con las convenientes garantfas para el mayor acierto. 

Palencia. 

Se lamenta del considerable aumento que han tenidos los recur. 
sos contencioso-administrativos en el año judicial, atrihuyéndolo a 
la censura y aprobación de cuentas municipales llevadas a cabo por 
el Ayuntamiento de la provincia. 

Sostiene, frente al criterio del Tribunal, que está derogado el 
art. 8." del Reglamento de procedimiento en materia municipal por 
el 6.' de la ley de 22 de Junio de 1894, sin que haya sido posi- 
ble elevar los asuntos al Tribunal Supremo para lograr jurispruden- 
cia por haberse planteado estas cuestiones en asuntos de menor 
cuantia en los que no cabe el recurso de apelaciQn. 

Palma. 

Se limita a cumplir el precepto reglamentario, no seiialando 
innovaciones en el presente año en relación con los anteriores. 

Acusa su citado aumento en los asuntos, en comparación con los 
citados de años anteriores, no consignando la catisa determinante de 
dicho aumento. 

Navarra. 

Expone la duda que le ofrece la aplicación del Reglamento de 
procedimiento provincial, ya que si bien no esth comprendido entre 
las disposiciones niantenidas en vigor por la República, parece que 



su  aplicación parcial en cuanto no s e  oponga a las leyes, por ser 
algunos de sus preceptos mero desenvolvimiento de artfctilos del 
Estatuto municipal que regulan los discursos de caracter juridico, 
continúan subsistentes como sucede con la disposición del art. 38 
del aludido Reglamento, no obstante de que el propio Tribunal al 
igual que el Supremo en recientes sentencias se inclinase en senti- 
do opuesto, si bien, agrega, que interin no se confirme definitiva- 
mente esta opinibn, planteará en cuantos casos le ocurran, la ex- 
cepci6n de prescripción de la acción que se ejercite, transcurridos 
los treinta dias siguientes al de la notificación de la resolución re- 
currida. 

Alega su discrepancia con el Tribunal respecto de que este 
estima suficiente para que este cumplido el requisito que a los 
Ayuntamientos exige la ley Municipal del dictamen previo del Le- 
trado para recurrir, que el poder otorgado contenga la indicación 
d e  que en sesi6n celebrada se  leyó dicho dictamen sin que Cste 
conste original, ni por copia ni aun transcrito, lo que a su juicio 
desnaturaliza y prircticamente anula la garantía establecida por la 
ley. Y se  extiende aquella discrepancia a que el referido Tribunal 
fundado en la gratuidad de los recursos estima innecesaria la pro- 
visión de fondos para la interposición de ellos. 

Hace constar que tiende a disminuir el número de recursos, y 
que es satisfactoria la proporción entre los resultados favorables y 
los adversos a la Administración, estos últimos, en su casi totali- 
dad, de los que por su poca cuantía no son apelables. 

Pontevedra. 

Hace notar que el número de pleitos incoados durante el año a 
que la Memoria se  refiere, es  sólo inferior a once, comparados con 
los del año anterior. 

Del estudio comparativo que hace, deduce que ha sido aproxi- 
madamente el mismo el tiempo invertido en la sustanciación de los 
pleitos que el empleado en el año precedente. 

Como dato saliente consigna el de que es  crecido el número de 
pleitos en los que se  ha desistido en su prosecución y que fueron 
promovidos por funcionarios de la Diputación provincial contra 
acuerdos de la Comisión gestora que formó las plantillas, desisti- 
miento aquél hecho cuando ya estaba señalada la vista por haber 



dicha Comisión al parecer, modificado el acuerdo. La generalidad 
de los asuntos lo han sido contra acuerdos de la Administración mu- 
nicipal y relativos a personal. 

Ninguna duda, dice, ni en cuanto al fondo ni respecto del proce- 
dimiento, se  le Iia ofrecido que sea digna de hacer constar, y súlo 
manifiesta que a si! juicio debieran aplicarse los motivos de acumu- 
lación de autos a que se refiere el art. 224 del Reglamento, pues se 
ha dado el caso de promoverse recursos contra resoluciones contra- 
dictorias, sin que se hayan podido acumular por no estar compren- 
didos en dicho articulo, corriendo el riesgo de que las sentencias 
que recaigan sean contradictorias también. 

Salamanca; 

Con extensión y razonándolas, se  ocupa de dos cuestiones inte- 
resantes: Una de ellas, la relativa a la incautación del Cementerio 
católico de aquella población por el Ayuntamiento de la misma, dis- 
curriendo acerca de la diferencia en la apreciaci6n juridica entre in- 
cautación, ocupación y expropiación, y la otra referente a si es  in- 
dispensable se  notifique al interesado la providencia en que se  con- 
sidere falta de reintegro la documentación qtie haya presentado a 
un concurso, para poder ser excluido de Cste. 

En cuanto a los obstáculos y dificultades legales en el ejercicio 
de sus funciones, y por lo que se  refiere a las reformas que deben 
introducirse tanto en el procedimiento como en las cuestiones que 
afecten al fondo de los asuntos contencioso-administrativos, se  re- 
mite el Fiscal a Memorias anteriores. 

Santa Cruz d e  Tenerife. 

Insiste en que se  lleven a cabo las aclaraciones y reformas que 
en Memorias anteriores ha indicado. 

Sefíala la duda de si el art. 50 del Reglamento de Procedimien- 
tos en materia municipal del año 1924 puede considerarse vigente y 
estima que debe dictarse una disposición que declare en todo su 
vigor el citado articulo. 

Indica s e  lleve a cabo una amplia modificación en la organización 



de Tribunales contenciosos, en el sentido de refundir varias provin- 
cias en un solo Tribunal Regional, que se cree un Cuerpo de Magis- 
trados de lo Contencioso, nutrido por mitad entre los funcionarios 
de la Carrera Judicial y Abogados del Estado y que los Fiscales 
provinciales estén adscritos solamente a este servicio con indepen- 
dencia de cualquier otro. 

Remite la estadfstica de los asuntos tramitados y fallados sin que 
en ella se acuse nada digno de mencionarse. 

Santander. 

Continúa, dice, el aumento en el número de recursos incoados 
durante el actual aiio, siendo la mayor parte de ellos contra acuer- 
dos de los Ayuntamientos, y dentro de éstos, referentes a personal, 
en menor ntirnero han estado los relativos a fallos del Tribunal 
Econ6mico-administrativo provincial, y más reducido aún el de los 
referentes a acuerdos adoptados por la Diputación Provincial. 

No se  ha presentado asunto alguno que haya presentado particu- 
laridades extraordinarias que merezca ser consignado. 

Como reforma urgente expone la necesidad de concordar los 
preceptos de los articulas 251 y siguientes del Estatuto municipal 
con los de la ley de 24 de Junio de 1894; la de restablecer la facul- 
tad que concedla el art. 50 de dicho Estatuto y la de suprimir el ex- 
tracto, por inútil y dilatorio del procedimiento. 

Las dificultades con que ha tropezado la Fiscalía han sido debi- 
das únicamente al considerable número de asuntos en que ha tenido 
que intervenir, las que ha procurado vencer en la medida de sus 
fuerzas, prestando toda su atención al estudio de las inUltiples dis. 
posiciones ~ U P  se insertan en la Gaceta. 

Segovia. 

No cree que el número de recursos en el año actual sea muy 
inferior a los tramitados en el anterior. 

Todos los incoados lo han sido contra acuerdos municipales, en 
los que los fallos coinciden con las tesis y peticiones formuladas por 
la Fiscalía, según se puede comprobar en el estado que acompaña. 



La tramitación de los asuntos, manifiesta, se ha hecho con toda 
normalidad y rapidez, con rigurosa observancia de los ferminos 
judiciales. 

Por la misma naturaleza de los asuntos debatidos, ningún pro- 
blema se ha planteado, ni en cuanto al fondo de aquéllos, ni respec- 
to al procedimiento, lo que sirve de base al Fiscal para interesar la 
adopción de un criterio similar al de la ley de Enjuiciamiento civil, 
como, por ejemplo, la forma verbal para los recursos contra acuer- 
dos municipales y de escasa cuantia, la supresión del extracto por 
inútil y costoso; la limitación de la celebración de visto, en el 
supuesto de no adoptar el procedimiento verbal; el restablecimiento 
de la facultad de poderse allanar a las demandas, ampliándola auii 
a los casos en que el acuerdo impugnado no proceda de la esfera 
municipal y la limitación de la gratuidad de los recursos de esú 
especie, hacikndola compatible, al menos, con la imposición de 
costas en los casos de manifiesta temeridad. 

Sevilla. 

Dice que no obstante el movimiento considerable de pleitos que 
se  observa, pocos han sido los problemas juridicos planteados. En 
materia municipal, el contingente mayor lo ha dado las destituciones 
de funcionarios, habiéndose hecho difícil sostener la procedencia de 
los acuerdos, ya por defectos graves de forma, ya por la evidente 
ilegalidad de la resolución, que han sido los casos más frecuentes. 
En la esfera provincial han sido escasos los recursos incoados, 
siendo digno de hacer constar el pleito que promovió la propia 
Fiscalia sobre revocación de un acuerdo adoptado en la época de la 
Dictadura, declarado lesivo, que está pendiente. En lo referente a 
la Administración Central, la mayor parte de los recursos han sido 
contra acuerdos del Tribunal Económico-administrativo provincial, 
sin que se  haya destacado nada digno de especial mención. 

En cuanto a reformas, estima necesario el restablecimiento de Id 

facultad de allanarse a las demandas en los pleitos sobre materia 
municipal; la reducción de plazos y supresión de trámites inútiles 
como el extracto; equiparar a los ordinarios los Trrbunales de lu 
contencioso-administrativo, a base de personal exclusivamente de- 
dicado a los negocios propios de esta jurisdicción; dar efectividad 



y nueva regulación en lo relativo a las costas y comprender en las 
leyes el recurso objetivo como nuevo medio de defensa de los ciu- 
dadanos, y en ciertos casos y con determinadas garantias, admitir 
la acci6n declarativa de derecho, cuando se demostrara verdadero 
interés en que una relación juridica quede reconocida por sentencia 
judicial. 

Soria. 

Resume el número de asuntos tramitados durante el año, bien 
escaso por cierto, puesto que sólo llega a once, expresando las ma- 
terias a que se han referido y el modo de cómo han sido resueltos. 

En ninguno de ellos, manifiesta, se han ofrecido particularidades 
ni en el fondo ni en la forma, haciendo notar que no se han impues- 
to las costas al recurrente cuyo recurso haya sido declarado sin 
lugar. 

Tarragona. 

Ante el Tribunal Contencioso administrativo de esta provincia, 
sólo se han tramitado asuntos contra acuerdos tomados por los 
Ayuntamientos o contra fallos dictados por el Tribunal Económico 
administrativo provincial, y todos, o casi todos ellos, de escasa im- 
portancia. 

De capital interés, ya por la cuantia o por los problemas juridi- 
cos planteados, nc? ha habido ninguno. 

El contingente mayor lo han dado los recursos presentados con- 
tra el Banco Mercantil de la capital de la provincia, sobre resolu- 
ciones del Tribunal Económico administrativo por el concepto de 
utilidades. 

Afirma el Fiscal que en la fecha de la Memoria no tiene en su 
poder pendiente de despacho asunto alguno contencioso. 

Teruel. 

Durante el afio judicial en ninguno de los asuntos tramitados se 
han suscitado cuestiones ni dudas acerca de la legislación vigente, 
pero sí, dice, que han incoado asuntos por virtud de los que confir- 



ma y ratifica lo interesado en la anterior Memoria, respecto de la 
modificación de algunas de las disposiciones de la ley y el regla- 
mento que regulan el ejercicio de esta jurisdicción. 

A este efecto detalla unas modificaciones consistentes en la su 
presión de las alegaciones, por no facilitar la labor de los Tribuna- 
les; la concesión al Ministerio Fiscal de la facultad de allanarse a 
las demandas e interponer los recursos de apelación, por la tenden- 
cia señalada en el Estatuto municipal; la unificación de procedimien- 
to en los pleitos de menor y mayor cuantia, por no tener objeto la 
diferencia existente; la determinación de un procedimiento especial 
cuando se trate de recursos contra acuerdos sobre cuentas munici- 
pales, en armonía con lo dispuesto en el art. 581 del Estatuto mu-  
nicipal que hace, por lo corto del plazo que consigna, de peor 
condición al Ministerio Fiscal que al demandante. 

Toledo. 

Manifiesta que ninguna particularidad ni dificultad ha tenido en 
los asuntos en que ha intervenido que merezca. especial mención. 

Hace constar que en dos únicos casos ha usado de la facultad 
que otorga el art. 50 dcl Reglamento de procedimiento en materia 
municipal, por ser aquellos casos de tal indole que legal y moral- 
mente era imposible mantener los acuerdos municipales objeto de 
los recursos. 

Agrega que sólo en un caso se ha abstenido de intervenir en el 
procedimiento, debido a que la demanda se interpuso por la repre- 
sentación del Ayuntamiento sobre acuerdo declarado lesivo por la 
Corporación. 

Valencia. 

Hace notar el hecho de la baja acentuada en el número de asuntos 
tramitados por el Tribunal, que de 229 en el año anterior, han des- 
cendido a 175 en el actual, y, en cambio, ha aumentado el número 
de los asuntos terminados. 

El mayor contingente de asuntos lo han dado los acuerdos muni- 
cipales, ya recurridos directamente ante la jurisdicción, ya del fallo 



dictado por el Tribunal Económico~administrativo, pues solo 17 de 
aquéllos se han incoado contra acuerdos ajenos a la competencia 
municipal. 

Hace notar también el crecido número de asuntos en que se  ha 
dictado resolución adversa, atribuyéndolo a la derogación del ar- 
ticulo 50 del Reglamento de Procedimiento en materia municipal, 
expresando que cuando se  hizo uso de la facultad de allanarse a las 
demandas, en ningún caso dictó el Tribunal sentencia absolviendo a 
la Administración. 

En seis recursos promovidos directamente por los Ayuntamien- 
tos, se ha abstenido de intervenir cumpliendo con lo dispuesto en la 
Circular de esta Fiscalia de 27 de Enero de 1931. 

Valladolid. 

Expone diferentes problemas. 
Uno de ellos es  el relativo a si el plazo para recurrir de los 

acuerdos adoptados por la Administración municipal es  el general 
de tres meses establecido en la ley de 22 de Junio de 1894, o el es- 
pecial d2 uno consignado en el Reglamento de Procedimiento en 
materia municipal. 

Otro de los problemas se  refiere a si está vigente el art. 46 de 
dicho Reglamento, y, por tanto, derogado el 42 de la referida ley. 
criterio Cste dominante, según manifiesta. 

Presenta otro que afecta a la disposición del art. 50 del Regla- 
mento mencionado, y aboga por el restablecimiento de la facultad 
que aquél concedia a los Fiscales para allanarse a las demandas, por 
las razones que aduce; facultad que cree debe hacerse extensiva a 
los asuntos de la Administración Central sin la cortapisa que contie- 
ne el art. 24 de la ley de lo Contencioso. 

Con motivo de los problemas expuestos opina que debe promul- 
garse una disposición aclaratoria del Decreto de 16 de Junio de 
1931, y dictarse instrucciones concretas para uniformar el criterio 
de las Fiscalías provinciales en los puntos expuestos. 

Considera contraproducente por desnaturalizar el sentido y al- 
cance d e  la jurisdiccion contencioso-administrativa la ampliacidn 
hasta 20.000 pesetas del límite legal para la apelación de los asun- 
tos, por el distinto rumbo que el Tribunal dentro de la mayor equi- 



dad, torna según sean o no apelables los asuntos que resuelve, en 
los que por las pruebas que se  practican se sientan criterios que con- 
vierten a esta jurisdicción en algo más que en función revisora de 
los actos de la Administracibn. Para obviar estos inconvenientes 
propone se asimile el recurso contencioso administrativo a los de 
casación de la ley de Enjuiciamiento civil, en la forma y en el fondo, 
y como antecedente de esto expresa la conveniencia de la supresión 
del recurso de reposición en los asuntos municipales y aun sin intro. 
ducir estas reformas cree muy práctico la instauración de un trámite 
de audiencia al Ministerio Fiscal a continuación de haber sido remi- 
tido el expediente administrativo, audiencia en el qiie aquel funcio- 
nario podria plantear las excepciones de incompetencia de jurisdic- 
ción, prescripción de la acción, falta de personalldad, etc., que ha. 
rian innecesarios los plazos para formalizar la demanda. 

Vizcaya. 

Después de detallar en estados el iiúmero y objetos de los re- 
cursos interpuestos durante el año, que se elevan a 140; de los ter- 
minados en la Fiscalfa, que ascienden a 79; de los que 64 lo han sido 
conforines con las peticiones Fiscales, y 15 disconformes con ellos, 
manifiesta que ninguna dificciltad se le ha ofrecido que deba hacer 
constar. 

Trata luego de las reformas que, a su juicio, son necesarias intro- 
ducir, a cuyo efecto reproduce lo consignado en Memorias anterio- 
res, referentes a aquellas reformas, al recibirniento a prueba y a la 
fijacion de una cuantia mínima para que los recursos se  tramiten y 
resuelvan en la forina que actualmente se hace, y cita dos pleitos en 
los que se reclamaba la devolución de cantidades consignadas en 
seis cartas de pago, en uno de aquéllos, y en una en el otro, por la 
cantidad total el primero de 5 pesetas 36 cCntimos, y el segundo, de 
4 pesetas 60 céntimos. 

Interesa además, como reforma, la supresión de los extractos y 
la celebración de vistas, que sólo debe verificarse en los pleitos de 
mayor cuantia, y en los de menor, una comparecencia si las partes 
lo solicitan. 

Por último, estima que debe desaparecer el carácter que de pú- 
blica tiene la acción contenciosa, para que sólo puedan acudir a esta 
via los personalmente agraviados en su derecho. 



Zamora. 

Se ocupa de tres cuestiones fundamentales, relativas, la prlmera 
a los datos estadisticos, la segunda a las dificultades en la aplicación 
de la legislación especial reguladora de esta jurisdicción, y la tercera 
referente a las reformas que deben introducirse en las leyes. 

En cuanto al primer extremo, hace constar el aumento conside- 
rable en el número de asuntos: por lo que se refiere al segundo, se 
ocupa de la cuestión del recibimiento a prueba expresando que sub- 
siste el abuso; de la gratuidad del procedimiento en materia muni- 
cipal, inclinándose por el aseguramiento de la responsabilidad naci- 
da de la condena de costas a litigantes temerarios; del allanamiento 
a las demandas y de las apelaciones a los pleitos sobre acuerdos 
municipales; y al defecto legal en el modo de formular la demanda, 
por lo que se refiere al precepto del art. 42 de la ley, en relación 
con el 46 del Reglamento de Piocedimiento en materia municipal y, 
por lo que hace relación al tercero, aboga por que se haga una de- 
tallada clasificación de la obra legistativa de la Dictadura, que otde. 
ne definitivamente la nulidad, derogación o subsistencia de la mul- 
tiplicidad de disposiciones gubernamentales a que afecta, y a que 
se precise el criterio que debe seguirse en las cuestiones de proce- 
dimiento. 

Zaragoza. 

A excepción de muy pocos, dice, los recursos contencioso-admi- 
nistrativos que se han interpuesto ante aquel Tribunal lo han sido 
al amparo del Estatuto municipal y de su Reglamento, y dentro de 
ellos, los que mayor contingente han dado a la Estadistica se refie- 
ren a impugnación de decisiones sobre censura de cuentas, y a los 
qile recayeron en expedientes de correcciones disciplina-ias, princi- 
palmente en destituciones de funcionarios, dándose el caso de que en 
la mayoria de estos recursos han sido revocados los acuerdos por 
defectos procesales de los expedientes, sin que hayan dejado de 
abandar los recursos contra acuerdos resolutorios de concursos para 
la provisión de cargos. 



Como cuestiones interesantes desde el punto de vista juridico, 
cita por su trascendencia y cuantfa, el recurso interpuesto por el 
Ayuntamiento contra el acuerdo del Delegado de Hacienda des- 
aprobando la ordenanza y tarifa del arbitrio de agua y vertido, y 
el tramitado con motivo de acuerdjs tamados con extralimitación, 
por las Corporaciones municipales en materia extraña a su compe- 
tencia, definiendo derechos civiles. 

Plantea la cuestión de si cuando una autoridad (Gobernador 
civil, Delegado de Hacienda, etc.) dicta una resolución atentatorio 
a la autonomia municipal, el Ayuntamiento afectado por tal acuerdo 
podrá, por abuso de poder, interponer directamente el recurso con 
tencioso.administrativo, o deberá agotar la via gubernativa recu 
rriendo ante el Ministerio respectivo. 

En materia procesal indica como de urgente resolución la de 
determinar la facultad de allanarse y de no apelar de las sentencias 
contrarias a la Administración, que concedfa a los Fiscales el Re- 
glamento de Procedimiento en materia municipal, por los perjuicios 
que la propia Administración experimenta, por ejemplo, en los casos 
de destitución de funcionarios, a quienes, al ser repuestos despues 
de largo tiempo, tiene que abonar los sueldos no percibidos, con- 
forme a los articiilos 238 del Estatuto y 113 del Reglamento de Em- 
pleados municipales. 

También, en esta materia, estima que debe celebrarse vista en 
todos los asuntos relativos al personal, siempre que su cuantfa exce- 
da de mil pesetas, aun cuando ese trhmite no haya !ido solicitado 
por las partes. 

Manifiesta que durante el año a que la Memoria s e  refiere no ha 
habido motivo alguno para interponer, ni para elevar consulta, el 
recurso extraordinario de apelación a que se  refiere el Decreto de  
8 de Mayo de 1931. 

En cuanto a reformas, estima indispensable la abreviación de 
los términos judiciales y la simplificación de los trámites, ya que la 
seguridad social sólo se  hace poslble dentro de la esfera de la acti- 
vidad, que es incompatible con las rémoras procesales. 

Memoria 



A P E N D I C E  T E R C E R O  

C i r c u l a r e s  



C I R C U L A R  

Viene siendo objeto de varias y encontradas interpretaciones 
por los señores Jueces de primera instancia y por las Salas de las 
Audiencias el texto del art, 48 de la ley de Divorcio de 2 de Marzo 
de 1932, y aun la Sala l.'del Tribunal Supremo, en su sentencia 
de 1.' de Febrero actual, afirma que existe en ese texto legal cierta 
indeterminación sobre si los que se encuentran en tal situación han 
de ser alguno de los cónyuges o si alcanza la referencia a los hijos 
del matrimonio, y se da el caso de que en determinados asuntos 
no se ha tenido por parte al Ministerio Fiscal, porque aunque había 
hijos menores, los cónyuges no lo eran, al paso que en otros, 
siendo menor algún cónyuge, no se tuvo por parte al Fiscal por no 
existir hijos, y con unas y otras interpretaciones es lo cierto que en 
muchos pleitos va quedando sin cumplimiento el referido art. 48 
de la ley de Divorcio. 

Hay también múltiples ocasiones en que habiendo sido parte el 
Ministerio Fiscal, su intervención es meramente formularia, con una 
contestación negativa a la demanda y sin asistir después a diligen- 
cias de prueba ni de más tramites en que pudiera ser eficaz la inter- 
vención fiscal, y, por último, ejercitado el recurso de revisión ante 
la Sala del Tribunal Supremo, según preceptúa el art. 57, no se 
tiene noticia de ello en esta Fiscalía hasta que se le confiere trasla- 
do de instruccibn del recurso, pero sin que las respectivas Fiscalias 
de origen, ni al interponerse por alguna de las partes, ni al ser em- 
plazada para ante el Tribunal Supremo, lo comunique ni remita 
antecedentes de ninguna clase. 

Para evitar estos inconvenientes, que deben procurarse obviar 
a todo trance, se serviran los seAores Fiscales de las Audiencias 
territoriales y provinciales dar cumplimiento estricto e ineludible a 
las siguientes instrucciones: 

1." Hasta tanto que por la Sala 1.' de este Tribunal Supremo 
se sienta la jurisprudencia adecuada, respecto a la interpretación y 
alciince del art. 48, los Fiscales solicitaran de los Juzgados se les 



tenga por parte en todas aquellas demandas de divorcio en que los 
c6nyuges o alguno de ellos sea menor o se encuentre ausente o ii:. 

capacitado, y lo mismo cuando haya hijos en esas circunstancias, 
promoviendo incidente de nulidad de actuaciones en todos aquellos 
pleitos en que así no se hiciere. 

2.' La intervención del Fiscal, sin que para nada roce ni se 
inmiscuya en el aspecto privado del divorcio, será lo suficientemen- 
te activa y directa que requiere la vela eficaz de los derechos de 
menores, ausentes o incapacitados que como cónyuges o hijos de 
éstos figuren en el litigio, ya que de la declaración de culpabilidad 
y del hecho de quedar en poder de uno ti otro padre los hijos, depen- 
den derechos tan esenciales como los de patria potestad y adminis- 
traci6n y usufructo de bienes, según disponen los articulos 16, 17 
y 20 de precitada ley. 

3.' En todos los casos en que, bien por alguna de las partes o 
bien por la propia Fiscalía, se interponga el recurso de revisión, se 
remitirá inmediatamente de ser emplazados a esta Fiscalía general 
de la República, copia literal de la sentencia y del recurso y cuan- 
tos informes o antecedentes al celo del Fiscal le sugiera y estime 
necesarios para el más acertado juicio de esta Fiscalía. 

Se servirá V. S. acusar recibo de la presente. 
Madrid, 10 de Marzo de 1933. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 



C I R C U L A R  

Encarezco a V. 1. el más exacto cumplimiento de lo prevenido 
en la Circular de este Centro, fecha 19 de Enero de 1927 (Gaceta 
del 22 siguiente y páginas 141 a 143 de la Memoria de esta Fiscalia 
correspondiente al año 1927), encaminada a la persecución más efi- 
caz, dentro de las normas procesales, de los delitos cometidos con 
ocasión de la venta, suministro o circulación clandestina de tóxicos 
estupefacientes, y, al propio tiempo, con el fin de que las Autorida- 
des sanitarias puedan cumplir debidamente los compromisos interna- 
cionales contraidos por España con su adhesión al Convenio de 
Ginebra de 23 de Febrero de 1925 relativo a la represión de esta 
forma de criminalidad, sirvase V. 1. remitir trimestralmente al Pre- 
sidente del Consejo tCcnico nacional sobre restricción de estupefa- 
cientes (Dirección general de Sanidad, en Madrid, un estado com- 
prensivo de la situación de los sumarios incoados enel territorio de 
esa Audiencia por aquellos delitos, ajustándose en la remisión de 
datos al modelo de encabezamiento que le incluyo para la unifica- 
ción de este servicio. 

De haber llegado a su poder la presente Circular, se servirá 
acusar el oportuno recibo. 

Madrid, 7 de Abril de 1933. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 



C I R C U L A R  

Por Decreto de 28 de Marzo íiltimo, inserto en la Gaceta del 
siguiente dia, se  convbcan a elecciones para cubrir las vacantes de 
los Concejales, que con arreglo a la ley de 29 de Diciembre de 1932 
habrhn de cesar por haber sido proclamos en las elecciones de Abril 
de 1931, conforme a lo dispuesto en el art. '29 de la ley Electoral. 

Es de esencia en un régimen democrdtico como el que España se  
dió, en uso de su soberania, que la función de sufragio se ejerza y 
desenvuelva en un ambiente de plena y absoluta legalidad y rodea- 
do de cuantas garantias aseguren su pureza. Es  función asimismo 
esencial del Ministerio público velar por el más exacto cumplimien- 
to de la ley y ejercitar las acciones oportunas para la persecución 
y castigo de las transgresiones que con motivo de su ejercicio se  
cometan. 

No estima necesario esta Fiscalia general de la Reptiblica dar 
instrucciones concretas a los Fiscales para el cuinplimiento de sus 
deberes; de un lado, porque su probado celo, e s  la mejor garantía y 
huelgan instrucciones para ellos, y de otro, porque la Circular de 14 
de Junio de 1931, dictada con motivo de las elecciones -. para la 
Asamblea Constituyente, las contiene tan precisas y completas que 
con referirse a ellas basta. 

Así, pues, se atendrán los señores Fiscales a las instrucciones 
contenidas en la citada Circular, a las que darán el más exacto cuni- 
plimiento. 

Del recibo de la presente Circular se servirán darme conoci- 
miento inmediatamente que reciban la Gaceta en que se  publique. 

Madrid, 17 de Abril de 1933. 

JosÉ VALLÉS 



C I R C U L A R  

Por consultas particulares y por el estudio de las apelaciones 
contra resoluciones de los Tribunales provinciales 

tiene noticia esta Fiscalía gene- 
de criterios existentes en las Fis- 

calías provinciales acerca de diferentes cuestiones de índole proce- 
sal, lo que iirge modificar para que se  restablezca la unidad de ac 
tuación, que es norma indeclinable dei Ministerio Fiscal en todos sus 
órdenes. 

La diversidad de criterios arranca principalmente del contraste 
entre la ley Orgánica de lo Contencioso-administrativo y la legisla- 
ción de la Dictadura, revisada por el Gobierno provisional de la Re- 
pública. 

Para deierminar las disposiciones que están hoy vigentes es pre- 
ciso, ante todo, examinar el Decreto de 15 de Abril de 1931, que 
ordenó revisar la obra legislativa de la Dictadura. En la Exposición 
se  dijo que la República española significa el predominio rectable- 
cido de las disposiciones legislativas votadas en Cortes sobre los 
excesos de poder con que fueron derogadas por la Dictadura. El 
articulo 1 .O clasificó los Decretos - leyes dictados con carácter gene- 
ral en cuatro grupos: derogados, totalmente anulados, reducidos al 
rango de preceptos reglamentarios, y subsistentes, en todo o eri 
parte, por exigencias de la realidad o excepcional conveniencia del 
interés público. 

El Decreto del Gobierno provisional de 18 de Mayo de 1931 
anuló los Reales decretos de 27 de Febrero y 3 de Marzo de 1926, 
que habían restringido la jurisdicción contencioso-administrativa de 
Guerra y Marina; el Real decreto de 3 de Enero de 1928, que tam- 
bién la habia restringido, con inobservancia de las garantías legales, 
ordenando que se rechazaran recursos, subsistiendo, sin embargo, 
el plazo para depositar los litigantes el papel sellado; el Real decreto 
de 16 de Julio de 1929, que había limitado el derecho de apelación y 
defensa ante la jurisdicción contencioso-administrativa, asi como el 



de 14 de Octubre de 1926, sobre inejecución de sentencia; de la 
misma. 

En cambio, el mismo Decreto de 18 de Mayo de 1931 declaró 
subsistentes dos que fueron dictados en 13 de Marzo de 1930, por 
los que se abrieron los plazos legales para entablar recursos y se 
restablecieron las disposiciones de la ley de lo Contencioso admi- 
nistrativo sobre suspensi6n e inejecución de las sentencias firnies; 
y, por último, dejó reducidas al rango de preceptos meramente re 
glamentarios las demás disposiciones de las Dictaduras no compren- 
didas en los otros grupos de la clasificación indicada. 

Al revisar el Ministerio de la Ciobernación los Decretos-leyes 
de su Departamento, no todos fueron incluídos eii el mismo grupo 
de la clasificación. Por Decreto de 16 de Junio de 1931. ratificado 
Dor la ley de 15 de Septiembre sigciiente, quedó subsistente el Es. 
tatuto inunicipal, en cuanto a los funcionarios de los Ayuntamientos, 
al regimen jurídico de las entidades municipales, recursos contra sus 
acuerdos y la materia de Hacienda municipal. 

El Reglamento del procedimiento de 23 de Agosto de 1921 habfa 
modificado varios artículos de la ley de lo Contencioso -administra- 
tivo. El art. 8.O del Reglamento citado dispensó del previo pago de 
la cantidad exigida para reclamar en las vías gubernativas, judicial 
o contencioso administrativa, contra los acuerdos municipales, salvo 
cuando se tratase de multas. El art. 38 del mismo Reglam: nto señaló 
el plazo de un mes para interponer el recurso contencioso-adminis- 
trativo contra resoluciones dictadas al amparo del Estatuto munici- 
pal y sus Reglamentos. Y el art. 50 autorizó a los Fiscales para 
allanarse a las demandas y para promover o no recurso de apelación 
ante el Tribunal Supremo contra las sentencias y autos de los Tri- 
bunales provinciales que fueran susceptibles de apelación. 

Este Reglamento del procedimiento municipal ha quedado redu- 
cido a la categoria que su nombre expresa, en virtud del Decreto de 
16 de Junio de 1931, y s61o es válido y aplicable en cuanto esté con- 
forme con el texto de las leyes votadas en Cortes. 

En consecuencia, no es valido ni aplicable el art. 8.' del Regla- 
mento, por estar en pugna con el 6." de la ley de lo Contencioso- 
administrativo, que ordena el pago previo de las cantidades liquidas 
controvertidas en los recursos que regula. 

Tampoco es válido y aplicable el art. 38 del Reglamento proce- 
sal de 1924, porque el art. 7 O de la ley señala plazos mayores para 
interponer el recurso contencioso-administrativo. 



El art. 50 del mismo Reglamento, que autorizaba a los Fiscales 
para allanarse a las demandas y para apelar o consentir las resolti. 
ciones contrarias a la Administración, no puede considerarse vigen- 
te en la actualidad. 

El art. 24 de la ley jurisdiccional prohibe al Fiscal que se allane 
a las demandas dirigidas contra la Administración, salvo que esté 
autorizado para ello por el Gobierno. Ya expresó esta Fiscalia en 
Circular de 15 de Octubre de 1906 que este precepto legal no se 
referia a los Fiscales de los Tribunales provinciales, sino al del Tri- 
bunal Supremo, razonando esta afirmación con fundamentos jurídicos 
y lógicos de fuerza incontrastable. 

Respecto de entablar o no el recurso de apelación contra las 
sentencias y autos que los Tribunales provinciales dicten, anulando, 
revocando o modificando las resoluciones de la Administración, es 
necesario tener presente que el art. 25 de la ley encomienda a los 
Fiscales provinciales la representación y defensa en los Tribunales 
a que están adscritos de la Administración general del Estado y de 
las Corporaciones administrativas que funcionen bajo la inspección 
o tutela del Estado, mientras no designen Letrado que las represen- 
te o litiguen entre si o contra la ~dministración. 

El deber de defender a la Administración' no puede estimarse 
cumplido por completo con las gestiones que realizan sus represen. 
tantes ante los Tribunales provinciales hasta que se dicta sentencia, 
y es forzoso reconocer que, en el caso de que la resolución sea con- 
traria, la defensa obliga a utilizar el recurso de apelación que el 
articulo 69 de la misma ley concede a las partes litigantes, de no 
haber excepción que lo impida legalmente, por ejemplo, en materia 
de presupuestos y Ordenanzas, según lo dispuesto en los articulas 
302 y 323 del Estatuto municipal. 

Consentir la resolución desfavorable equivale a mutilar la defen 
sa de la Administración, dejando perder un recurso que pudiera 
prosperar ante el Tribunal Supremo. 

En el espíritu de la ley está la obligación de apelar contra las 
sentencias y autos contrarios a la Administración, y el art. 62 del 
Reglamento de lo Contencioso traduce fielmente el designio del le- 
gislador al disponer que los representantes de la Administración en 
los Tribunales provinciales tendrán la obligación de interponer, en 
todo caso, los recursos establecidos contra las resoluciones de los 
mismos Trihunales que fuesen contrarias a la Administración. 

Las atribuciones que corresponden al Ministerio Fiscal en este 



orden responden a que es, ante todo, el defensor de la Administra- 
ci6n, y esta misión no debe quedar subordinada al criterio individual 
que forme un funcionario, por respetable que sea en algunos casos. 

Por el contrario, la unidad del Ministerio Fiscal exige que sus 
funcionarios apuren siempre la defensa de las resoluciones impug- 
nadas, alegando las excepciones que sean pertinentes, pidiendo sub- 
sidiariamente que se absuelva a la Administración de las demandas 
que se entablen contra ella en via contenciosa y utilizando los recur- 
sos que sean procedentes. 

No se ocrilta a este Centre que, en algunos casos, se ofrecen 
serias dificultades en la defensa de la Administracióri; pero el celo 
por el servicio las salva en ocasiones, aumentando el prestigio de los 
Fiscales; y, en último tCrrnino, si agotados los elementos de defensa 
no se obtiene un resultado satisfactorio, deberh achacarse a que la 
resolución combatida no estaba ajustada a Derecho. 

El término para interponer el recurso de apelación es perentorio, 
lo que obliga a utilizarlo; pero a la Fiscalia general de la República 
corresponden las facultades que determina el art. 463 del Regla- 
mento orginico de lo Contencioso-administrativo, que podrh ejer- ' 
citarlas con vista de los autos y del informe de los Fiscales provin- 
ciales en cada caso particular. 

De la presente Circular se servirán VV. 11. acusar recibo tan 
pronto llegue a s ~ t  poder el ejemplar de la Gaceta de Madrid en 
que se piiblique. 

Madrid, 19 de Julio de 1933. 

Sres. Fiscales provinciales de lo Contencioso-administrativo. 



Albacete y Toledo. - j, .- 

Se consultó por los Fiscales de 1 de Albacete y 
Toledo si subsistía, después de Circular de 19 de Julio 
de 1933, la autorización concedida a los Fiscales provinciales de lo 
Contencioso, para abstenerse de intervenir en los recursos promo- 
vidos por los Ayuntamientos, para obtener la revocación de los 
acuerdos declarados lesivos por la misma Corporación recurrente. 

La Fiscalía de la República hubo de resolver la consulta en el 
sentido de que en debido acatamiento a la unidad del Ministerio 
Fiscal, para evitar que la quebrante la diversidad de criterio de las 
distiiitas Fiscalias provinciales en casos como el qne motiva la con- 
sulta, y en consideración a la trascendencia que pudiera tener el 
hecho de negarse el Ministerio Fiscal a formular demandas conten- 
ciosas. deberán los Fiscales provinciales consultgr en cada caso con 
toda urgencia, y de no permitirlo las circunstancias deberán formu- 
lar la demanda, dando cuenta de ello en la forma expresada. 

Granada. 
/ 

4 
Impuesta por la Junta de Gobierno un Colegio de Abogados / 

unk,korrección a detepi_nad?ColegialJ por su conducta en un acto 
p ú b l i ~ ~ : ? ñ f e r p u s o é ~  corregido recürso2g~ibernativo, conforme al ar- 
ticulo 39 de los Estatutos para el régimen de los Colegios de Abo- 
gados, fundándolo en no hnber sido oido en el expediente, sino 
que se le exigió que formulase por escrito sus descargos, y en la 
falta de comprobación de los hechos que se le imputaban. 

Al emitir el Fiscal de la respectiva Audiencia teritorial el infor- 
me correspondiente, hubo de consultar acerca de si una mera refe 
rencia de prensadebia considerarse suficiente pruebade hechos como 
el de que se trata; si la jurisdicción de las Juntas de Gobierno de 
los Colegios de Abogados alcanza a corregir actos que no sean 
propiamente del ejercicio de la profesibn, y si el concepto ser oido 



debe acogerse en su sentido estricto o en el lato que jurldicamente 
tiene. 

Se  resolvió la consulta en el sentido de que la facultad discipli 
naria de los Colegios estC limitada a la conducta de los Abogados 
en el ejercicio de la profesión, según el art. 5.O, en relación con los 
38 y 39 de los Estatutos generales de 15 de Marzo de 1895, funda- 
mentales en la materia, ya que los particulares no tienen otra finali- 
dad, según la Real orden de 4 de Mayo de 1899, que establece re- 
glas complementarias; que la referencia de prensa es  insuficiente 
prueba de un hecho como el de que se  trata y que la frase ser oido 
comprende, sin duda, la audiencia por escrito. 

-4 
Guadalajara. ' 

El Fiscal expuso que en las afueras del pueblo de ... perteneciente 
al partido judicial de ... al observar una pareja de la Guardia civil 
parada en la carretera la presencia de una camioneta ocupada por 
individuos de aspecto sospechoso, se  dirigi6 a la misma para interro- 
garles, en cuyo acto fuC agredida dicha pareja con armas cortas de 
fuego, resultando muerto uno de los guardias y herido el otrn, 
quien a pesar de ello pudo detener a uno de los agresores, huyendo 
los demis, que perseguidos por el vecindario y fuerzas de la Guar- 
dia civil fueron detenidos en un lugar algo distante, no sin nuevo 
choque, del que resultaron herido un guardia civil y muertos dos de 
los agresores. 

S e  instruyeron diligencias por la jurisdicción militar y el Juzgado 
de instrucción correspondiente, y el Fiscal de la Audiencia provincial 
ante los inconvenientes de la actuación simultánea de jurisdicciones 
distintas, formula consulta acerca de si debe solicitar la inhibición 
a favor de la jjurisdicción castrense, o por el contrario, promover la 
correspondienE~uesti6n de competencia a favor de la ordinaria. 

El Fiscal consultante entiende que cometido el delito contra el 
guardia civil, que prestaba ostensiblemente servicio de armas y, a 
tenor del núm. 4.' del art 7 . O  del Código de Justicia militar, en re- 
lacióri con el mismo número del art. 350 de la ley Orgánica del 
Poder judicial, de conformidad con lo dispuesto en la jurispruden- 
cia debia entenderse competente la jurisdicción militar. 

Esta Fiscalia acordó que se procediera de conformidad con la 
opinión del Fiscal consultante, por los mismos motivos expuestos 
en la consulta. 



/\e. 
Santander. 

Varios muchachos penetraron en un edificio del Estado y se 
apoderaron, de una estampa de poco valor que representaba al 
Excmo. Sr. Presidente de la República, sin que conste con qué fina- ------ --- -.- 
lidad lo hacian, y al s e m b i e r t o s  huyeron abandonando el refe- 
rido retrato, sin que del hecho se derivaran otras consecuencias que 
la alarma Producida por la persecución, que hizo necesario el que la 
Guardia civil que la efectuaba hiciese un disparo al aire. 

Consultó el Fiscal de la AÚdiencia si el hecho del apoderamiento 
del retrato y su abandono debían ser objeto de castigo, ya que para 
lograrlo sería necesario presumir la intenciún delnjuriar, lo que a 
su juicio era interpretación extensiva e i n a d m i s i b l W I m y ,  aten- 
didas además las circunstancias del hecho y la ausencia total de 
publicidad y de características que implicaran prop6sito de injuria. 

La Fiscalía de la República resolvió la consulta en el sentido de 
que tales hechos eran punibles, tanto por la materialidad de los actos 
rnismos como por la osadía y atrevimiento de su autor, y que en 
consecuencia, debian ser perseguidos con arreglo a la califi'cacion 
legal que objetivamente merecieran, por cuyo motivo, si bien por el 
poco valor de la estampa y demás circunstancias no eran constituti- 
vos de delito, éranlo indudablemente faltas que debian ser persegui- 
das con arreglo a las disposiciones del Código penal. 

Madrid. 4: 

En demanda dirigida contra el Ministerio fiscal y los herederos 
de D... se solicitaba el reconocimiento de un hijo ilegitimo, no 
natural, de éste, al amparo e%esfa6lecido en los artículos 25 y 43 
de la Constitución. 

4- 
La Fiscalía de la Audiencia territdrial entendió que en tanto no 

fuera desarrollado el precepto constitucional, no era legalmente po. 
sible el que la demanda prosperase, aun cuando cumplidamente se 
probara la paternidad de aquel a quien se  la atribuía la demandante. 

Memoria 7 



Consultado el caso, hubo de resolverse en el sentido de que la 
acción carecia de vida en tanto que fut~iras leyes no regularan los 
derechos de paternidad y filiación y modo de ejercitarlas, por cuanti, 
la misma Constitución expresa que las leyes civiles regularfin la 
investigación de la paternidad, y en tanto no esté debidamente re- 
gulada esta acción, aunque se  consigne en la constitución de la Re- 
ptiblica un principio de alcance general que exige las correspon- 
dientes reglamentarias, mientras éstas no se  dicten, no han quedado 
sin efecto los preceptos del Código civil que regulan esta materia, 
ni en sus pespectivos territorios, los de derecho foral que en los 
mismos rijan, doctrina que rectamente'se deduce de la Orden minis- 
terial de 9 de Enero de 1932, Decreto de 13 de Febrero y Circular 
del 10 del mismo mes y año, todas del Ministerio de Justicia. 

Vertidos en un articulo periodistico conceptos que pudieran esti- 
marse constitutivos de\injuria para un Director general, consultó la 
respectiva Fiscalfa aceTcades i  tenia el ofendido la condición de 
Autoridad por razón del cargo que desempeña, y a los efectos del 
articulo 270 del Código penal. 

S e  resolvió por la Fiscalía en seiitido afirmativo teniendo en 
cuenta, no sólo que los Directores generales tienen facultades pro. 
pias de resolución en las cuestiones de competencia que se promue- 
van entre los Delegados de Hacienda, según el, Reglamento de 29 
de Julio de 1924, sino que eliDirector general de Propiedades, al 
que se dirigieron los c o n c e p t o s ~ ~ d e  en priméra instancia lo; ex- 
pedientes de investigación de las Propiedades y derechos del Esta- 
do, según el art. 7.' del Reglamento de 15 de Abril de 1902. 

, . I _  . F  

Barcelona. , 

Tramitado un pleito de en el matrimonio hijos 
menores y denegada a su la pretensión de la 
parte actora, sobre intenvención del Ministerio Fiscal y llegado que 
fueron los autos a la Audiencia, mandó la Sala que se diera traslado 
de ellos a la Fiscalía, y al advertir ésta la informalidad legal y los 
trastornos que produciría a los litigantes el que se  propusiera la 



nulidad de las actuaciones, como se dice, en avanzada tramitación, 
consultó la conducta a seguir en tales casos. 

La Fiscalía general de la República resolvió la consulta en el 
sentido de que si con ocasión del traslada conferido a la Fiscalid, 
advertía Bsta que se hubieran desconocido derechos de la parte que 
estaba obligada a representar o se la hubieran ocasionado perjuicios, 
deberia pedir su subsanación, y sólo en el caso de que ello no fuese 
posible, la nulidad, si bien usando de ese recurso en el caso de que 
fueran las partes o alguna de ellas los culpables de la ausencia del 
procedimiento del Ministerio Fiscal y consiguiente indefensibn efec- 
tiva o personal de los derechos por que la ley le encarga velar. 



A P E N D I C E  Q U I N T O  

E s t a d í s t i c a  



Estado nbm. 2. 

FISCALÍA GENERAL DE LA REPUBLICA 
Causas incOadas desde de Enero de 1932 hasta 31 de Diciembre de 1932 en 10s Juzgados de Instruccidn correspondientes a la circunscripcidn de cada una de las Audiencias piovinciales, clasificadas por la naturaleza de los hechos 
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Estado núm. 4. 

FISCALÍA GENERAL DE LA REPUBLICA 
Juicios orales ante el Tribunal de derecho, terminados desde I.' de Enero a 31 de Diciembre de I93S 



Xetado núm. 6 

F I S C A L I A  G E N E R A L  DE LA R E P U B L I C A  

Juicios ante el Tribunal del Jurado, celebrados desde 1.' de Enero de 1932 a 31 de Diciembre del mismo año 
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Estado ntím . 6. 

FIscALÍA GENERAL DE LA REPUBLICA 

Aoussoiones retiradas por las  Fisoalfas de  la s  Audiencias desde 1.' da Enero a 31 de Dioiernbre de 193s 



Estado nfim. 7. 

F I S C A L L A  GENE-RAL DE LA REPÚBLICA 

RESUMEN de los asuntos sin distinción de procedimientos, despachados por las Fiscalías de las Audiencias desde 1." de Enero 

a 3 L de Diciembre de 1932 
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2.495 

147 

381 

258 

183 

237 

157 

62 

60 

134 

117 

468 

1 6  

1 49 
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a 
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11 

19 
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5 
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D 

m 

2 

n 

8 

= 

S 
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71 

J3 
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19 
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5 
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6 

80 
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Estado núm. 8. 

FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Asuntos civiles tramitados en 10s Juzgados de 1.' instancia en que ha intervenido el Ministerio Fiscal desde I.O de Enero 

a 31 de Diciembre de 1932 



Estado iiúm. Y 

FISCALIA GENERAL DE LA REPUBLICA 

As~intos civiles trarnihdos en las Audiencias territoriales en que ha intervenido 
el Ministerio Fiscal desde l." de Enero hasta 31 de Diciembre de 1932 

r - - -- -- 

J U R I S D ~ C C I ~ X  CONTENCIOSA JURISDICCI6N YOLUSTARIA FUNCIONARIOS QUE LOS E A N  D B S P A C E A l O  -- -Y - -  - y TOTAL 
AUDIENCIAS 'Orn- Con rela. Con rela- Con reln- Con rcla- Teniente Abogados de asuntos 

TERRITORIALES petenclas c16n a las cl6n a las c!6n a las ción a la.; Fiscal Ascales despachados 
personas cosas personas cosas fiscal fiscales 

Madrid ........... 194 74 53 31 1 77 >> 709 >) 

Barcelona ........ 38 73 24 5 1 .V 83 58 
Albacete ........ 10 103 P B 69 44 
Burgos ........... 32 22 7 17 3 7 54 
Cnceres .......... 21 12 P >> B 33 
Coruaa ........... 23 27 23 25 4 36 50 16 102 
Granada.. ....... 11 2 4 4 6 3 8 15 27 
Las Palmas.. .... 1 7 2 1 n 9 2 B B ........ Oviedo.. 5 3 2 32 2 9 37 7 D 44 
Palma.. .......... 2 7 3 14 D 23 )) 2 D 

Pamplona. 
23 ..... 6 9 3 >> 9 9 9 9 >> 18 

Sevilla .......... 23 17 5 4 4 5'2 S n a 52 
Valencia. ....... 29 10 3 3 >> 2 39 4 43 
Valladolid ...... 46 18 9 73 28 45 119 10 a 174 
Zaragoza.. ....... 6 15 4 >) D 15 D S B 25 

- 

....... - 1  489 1 1 476 1 839 TOTALES 446 387 149 )) 1.5% 1 



Estado núm . 10 . 

FISCALÍA GENERAL DE LA REPUBLICA 
RESUMEN d e  l o s  a s u n t o s  despachados  desde  r . O  d e  E n e r o  

a 31 ae Diciembre d e  1932 

I 
I 
II 

I 

Criminal ., ...... 

Civil ......... 

T O T A L E S  

1 

3.2 

43 

1 

4 

1 

39 

195 

29 

68 

19 

2 

2 

35 

308 

7 

217 

127 

5 

2 

95 

8 

2 

S 

285 

253 

24 

295 

132 

8 

D 

EO 

21 

1 

l 

i Dictámenes de tasación de costas 

Intervenciones varias ....................................................................... 
.................................................................... 

\ 
Recursos de apelación 

................................... 1 Contestaciones 

Demandas de todas clases .............. Incidentes ........................................ 
Contencioso .... ...................................... 1 Excepciones 

................ Deinandas interpuestas en nombre de la Administración general del Estado 

Recursos de queja ....................................................................... 

............................................................... TOTALES 

N A T U R A L E Z A  D E  L O S  A S U N T O S  

Procedimientos atribuidos al  Tribunal Supremo en pleno. constituído en Sala de Justicia ... 
...................................... Recufsos de casación preparados por losf Interpuestos 

Fiscales ............................... 1 Desistidos ....................................... 
Interpuestos por las partes ........................ 

Recursos de revisi611 .................... 1 - por el Fiscal ........................ 
Interpuestos por las partes ....................... ..................... Recursos de súplica 1 - por el Fiscal ........................ 

1 Apoyarlos total o parcialmente .................. 
\ Recursos de casación interpuestos or Impugnarlos totalmente o en parte ............... 

las partes: acordado en Junta de 8is- 
calla respecto de ellos ................. Formular o apoyar adhesión ................... 1 Combatirlos en la admisión ...................... 

................................................................. Cuestiones de competencia 

Recursos de casación admitidos de derecho en beceficio de los reos ........................ 
- interpuestos - - ....................... 

Informados favorablemente ...................... 
Expedientes de indulto .................. 1 - desfavorablemente ................... 
Recursos de casación desestimados por 1 Interpuestospor IaFiscalía en beneficio de los reos 

.......................... tres Letrados Despachados con la nota aVistox ................. 
Causas cuyo conocimiento está atribuído a la Sala de lo criminal del Tribunal Supremo ... 

..................... Con dictamen de procedentes .................... Recursos de queja .................. 1 - de improcedentes 

......................................................... Dictámenes de tasación de costas 

Varios ...................................................................................... 
........................................ Recursos de casación preparados por el I Desistidos 

.................................. Fiscal Interpuestos ..................................... 
............. 

1 
Despachados con la nota de aVistos* 

- - de cVisto~ .............. 
Combatidos en la admisión ....................... 

de interpuestos Con dictamen de improcedentes las partes ............................. 

?> 

12 

60 

831 

473 

181 

2 

1 

2 

4.073 

.................. 
- de procedentes ................... 
- de nulidad de actuaciones ......... 

, l 

I 1 Recursos de audiencia en Justicia ............... 
Cuestiones de competencia .................................................................. 
Recursos de revisión interpuestos por las partes ........................................... 

......................................... Expedientes de ejecución de sentencias extranjeras 

Demandas de responsabilidad civil ........................................................ 
......................................................... 



Estado núm. 11. 

 FISCAL.^ GENERAL DE LA REPÚBLICA 

RESUMEN de los asuntos gubernativos en que ha intervenido la Fiscalía 

desde 1.' de Enero a 31 de Diciembre de 1932 
- 

TOTALES/ 

162 
3 

' ! 
l 

4 

3.503 1 1.345 

47 
30 

101 

* 

1-- - 
NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Informes emitidos en expedicntcs de la Sala de Gobierno, Presidencia de 

este Tribunal Supremo y Consejo Judicial ................................ 
Consultas a los efectos del art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento criminal.. ... 
Causas en que se han dado instrucciones a los Fiscales de las Audiencias.. . 
Causas reclamadas a los efectos del art. 838, núm. 15, de la Ley Orgdnica del 

Poder Judicial ............................................................. 
....................... I Entrada .............. Comuriicaciones registradas.. 

Salida ......................... 
Denuncias ................................................................... 
Consultas de los Fiscales.. ................................................ 

1 Juntas celebradas con los sefiores Tenientes y Abogados fiscales del Tribunal 

!- 

Poaciantrioa gos loa han dsipacbado. 

dos Aboga- fis- 
cales. 

9 

m 

U 

' 1  
Q 

S 

8 

El 

1 

B 

a 

» 

» 

5 

D 

61 

Teniente EL 
fiscal. 

100 

. 

Q 

Q 

a 

)) 

Q 

2s 

Tnspec- tor 

fiscal. ----- 

49 

D 

a 

> 

D 

S 

)D 

4 



A P E N D I C E S  

AP~NDICE P R I M E R O . - M ~ ~ O ~ ~ U S  de los Fiscales de las Audiencias . 
Resumen de las Memorias de los señores Fiscales de todas las 

Audiencias del territorio nacional. elevadas a esta Fiscalía en 
cumplimiento de los preceptos correspondientes del Estatuto 

................. del Ministerio Fiscal y de su Reglamento 
........................ Funcionamiento de las Audiencias 

......................................... Tribunel del Jurado 
Juzgados de primera instancia e instrucción y Tribunales indus- ................................. ............. triales .-- 

...................................... Juzgados municipales. ................................... Tribunales para menores 
................ Organizaci6n de los servicios de las Fiscalías 

....................................... Asuntos importantes ............... Frecuencia, aumento y disminución de delitos 
............................. Audiencia territorial de Albacete 

.................................... Id . idem de Barcelona 
.......................................... Id . ídem de Burgos 
................................... Id . ídem de Cáceres .................................... Id . ídem de La Coruña 
...................................... Id . ídem de Granada 

..................................... Id . Idem de Las Palmas 
...................................... Id . ídem de Madrid 
......................................... Id . Idem de Oviedo 

.............................. Id . ídem de Palina de Mallorca 
....................................... Id . ídem de Pamplona 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Id . idem de Sevilla 
........................................ . Id ídem de Valencia 
..................................... Id . ídem de Valladolid 
........................................ Id . ídem de Zaragoza 

............ El aumento general de la delincuencia y sus causas 
lnspeccidn de sumarios, retiradas de acusaci6n, conformidades 



o disconformidades de  las sentencias con la calificación fiz . 
cal. condena condicional ................................. 

Conflictos entre patronos y obreros .......................... 
Visitas a los Establecimientos penitenciarios ................. 
Reformas legislativas ...................................... 
APSNDICE SEOUNDO . - Memorias de los Fiscales de los Tribunales 

prouinclales de lo Contencioso.adminlstrativo. ............. 
Alava ................................................... 
Albacete .................. .. ............................... 
Alicante .................................................. 
Almería ................................................... 
Avila ....................................................... 
Badajoz ................................................ 
Barcelona ..............................................a 

Burgos. ................................................ 
Cáceres .................................................. 

..................................................... Cádiz 
Castellón .................................................. 
Ciudad Real ........................~.................... 
Córdoba ................................................. 
La CoruAa ................................................. 

................................................... Cuenca 
Gerona .................................................. 
Granada ................................................... 

.............................................. Guadalajara 
................................................ Guipúzcoa 

Huelva .................................................... 
.................................................... Hueeca 

Jaén ...................................................... 
Las Palmas ................................................ 
Le6n ...................................................... 
Lérida ...................................................... 
LogroAo ................................................ 
Lugo ..................................................... 

................................................... Madrid 
.................................................... Mblaga 
..................................................... Murcia 

Orense ..................................................... 
Oviedo ..................................................... 

.................................................... Palencia 
Palma ....................................................... 



Navarra ................................................... 
Pontevedra ................................................ 
Salamanca ................................................... 
Santa Cruz de Tenerife ............,....................... 
Santander ................................................ 
Segovia .................................................... 
Sevilla ................................................... 

..................................................... Soria 
Tarragona ............................................. 
Teruel .................................................... 
Toledo ................................................... 
Valencia ................................................... 
Valladolid ................................................ 
Vizcaya .................................................... 
Zamora ........... ...- ..................................... 
Zaragoza .................................................. 
APÉNDICE TERCERO.-C~~CU~Q~~S ................................ 
APÉNDICE c u ~ ~ ~ o . - l n ~ t r u ~ c i o n e ~  especiales dadas a los Fiscales 

de las Audiencias y a los de los Tribunales Contencioso-ad- 
ministratioo ............................................. 

Albacete y Toledo .......................................... 
Granada ................................................. 
Guadalajara .............................................. 
Santander .................................................. 
Madrid .................................................... 
Barcelona .................................................. 
AP~NDICE ~u~~~o.-Estadfstfca ....................m........... 


